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1) TEXTO DELA CITACION 6) por el que se aprueba el Acuerdo Sanitario Veteri- 


«Montevideo, 13 de octubre de 2000. 


La CAMARA DE SENADORES se reunirá en sesión 
ordinaria, el próximo martes 17, a la hora 16, a fin de 
informarse de los asuntos entrados y considerar el si- 
guiente 


ORDEN DEL DIA 


Discusión general y particular de los siguientes pro- 
yectos de ley: 


1) por el que se aprueba el Acuerdo para la Promo- 
ción y Protección de Inversiones entre el Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno 
de Malasia. 


(Carp. N* 467/96 - Rep. N* 124/00) 


2) por el que se aprueba el Acuerdo para la Promo- 
ción y Protección Recíproca de Inversiones entre 
el Gobierno de la República Oriental del Uruguay y 
la República de Venezuela. 


(Carp.. N” 1267/98 - Rep. N* 125/00) 


3) por el que se aprueba el Convenio para la Promo- 
ción y Protección Recíproca de Inversiones entre 
el Gobierno de la República Oriental del Uruguay y 
la República de Panamá. 


(Carp. N* 1509/99 - Rep. N* 126/00) 


4) por el que se aprueba el Convenio de Cooperación 
Técnica y Científica entre el Gobierno de la Repú- 
blica Oriental del Uruguay y el Gobierno de la Re- 
pública de Panamá. 


(Carp. N” 254/00 - Rep. N* 127/00) 


5) por el que se aprueba el Acuerdo de Seguridad 
Social entre la República Oriental del Uruguay y la 
República de Colombia. 


(Carp. N* 1516/99 - Rep. N* 128/00) 


nario entre el Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay y el Gobierno de la República Tunecina. 


(Carp. N*270/00 - Rep. N* 129/00) 


T) Informe de la Comisión de Defensa Nacional rela- 
cionado con el Mensaje del Poder Ejecutivo solici- 
tando venia para designar miembro integrante mili- 
tar de la Suprema Corte de Justicia al Coronel en 
situación de retiro señor Angel A. Neira. 


(Carp. N* 232/00 - Rep. N* 123/00) 


Hugo Rodríguez Filippini Mario Farachio 
Secretario Secretario.» 


2) ASISTENCIA 


ASISTEN: los señores Senadores Arismendi, Batlle, Cid, 
Correa Freitas, de Boismenu, Dubra, Fau, Fernández Huido- 
bro, Ferreira, Gallinal, García Costa, Gargano, Goiriena, Goi- 
tiño, Korzeniak, Larrañaga, López, Michelini, Millor, Nin No- 
voa, Núñez, Pereyra, Pou, Rodríguez, Riesgo, Rubio, Sanabria, 
Sanguinetti, Singer y Virgili. 


FALTAN: con licencia, la señora Senadora Xavier y los 
señores Senadores Astori, Atchugarry, Couriel, Garat, Heber 
y Mujica. 

3) ASUNTOS ENTRADOS 


SEÑOR PRESIDENTE. - Habiendo número, está abierta la se- 
sión. 


(Es la hora 16 y 13 minutos) 
-Dése cuenta de los asuntos entrados. 
(Se da de los siguientes:) 


«Montevideo, 17 de octubre de 2000. 


La Presidencia de la Asamblea General destina un 
Mensaje del Poder Ejecutivo, al que acompaña un pro- 
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yecto de ley por el que se designa con el nombre “Cle- 
mente Estable” la Escuela N* 262 del departamento de 
Montevideo. 

-A LA COMISIÓN DE EDUCACION Y CULTURA. 


El Poder Ejecutivo remite Mensaje solicitando venia 
para destituir de su cargo a la señora María Isabel Barú 
Ocariz, funcionaria del Ministerio de Salud Pública. 

-A LA COMISION DE ASUNTOS ADMINISTRATI- 
VOS. 


El Ministerio de Economía y Finanzas remite la infor- 
mación solicitada por: 


el señor Senador Eleuterio Fernández Huidobro, rela- 

cionada con el incendio ocurrido en la fábrica 

LINPAC PLASTICS S.A., ubicada en la localidad de 

Juan A. Artigas, departamento de Canelones 

- OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADA AL SE- 
ÑOR SENADOR ELEUTERIO FERNANDEZ HUIDO- 
BRO. 


el señor Senador Alberto Cid, relacionada con la refi- 

nanciación de deudas que mantienen con el Banco 

de Previsión Social, las Intendencias Municipales de 

Artigas, Cerro Largo, Río Negro, Rivera, Rocha y 

Treinta y Tres. 

- OPORTUNAMENTE LE FUE ENTREGADA AL SE- 
ÑOR SENADOR ALBERTO CID. 


La Cámara de Representantes remite aprobados los 
siguientes proyectos de ley: 


por el que se concede al Ministerio de Trabajo y 

Seguridad Social la facultad para ampliar el plazo del 

seguro por desempleo a los trabajadores de la em- 

presa Metzen y Sena S.A. 

-A LA COMISIÓN DE ASUNTOS LABORALES Y SE- 
GURIDAD SOCIAL. 


por el que se designa con el nombre “Rosa Cabrera 
Espínola” la Escuela Rural N* 51, de Puntas de Vi- 
llasboas, departamento de Durazno; y 


por el que se designa con el nombre “Juan José Mo- 
rosoli” la Escuela N* 72 de la ciudad de Fray Bentos, 
departamento de Río Negro 

-A LA COMISIÓN DE EDUCACION Y CULTURA. 


La Cámara de Representantes remite, con destino a 
la Comisión de Transporte y Obras Públicas, la exposi- 
ción escrita presentada por el señor Representante Juan 
Justo Amaro Cedrés, relacionada con la Ruta Nacional 
N* 12. 

-A LA COMISIÓN DE TRANSPORTE Y OBRAS PU- 
BLICAS.» 
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4) 


PEDIDOS DE INFORMES. Reiteración. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de un pedido de infor- 


mes. 


5) 


(Se da del siguiente:) 


“De conformidad con lo establecido en el artículo 
118 de la Constitución de la República el señor Senador 
Eleuterio Fernández Huidobro solicita se reitere el pedi- 
do de informes al Ministerio de Defensa Nacional y por 
su intermedio a la Dirección Nacional de Comunicacio- 
nes, que fuera cursado con fecha 23 de junio 2000, rela- 
cionado con posibles obras de mantenimiento y refor- 
mas en el edificio sede de dicha Dirección.” 
-OPORTUNAMENTE FUE TRAMITADO. 


(Texto del pedido de informes: ) 


«Montevideo, octubre 17 de 2000. 


Señor Presidente de la Cámara de Senadores 
Don Luis Hierro López 


De mi mayor consideración: 


Amparado por las facultades que me confiere el 
Art. 118 de la Constitución, vengo a reiterar el pedido 
de informes realizado el 23 de junio de 2000, al Ministe- 
rio de Defensa Nacional y por su intermedio a la Direc- 
ción Nacional de Comunicaciones: 


1.- Si en 1999 se han realizado obras de mantenimien- 
to y/o de reforma en el edificio sede de dicha Dirección 
y, en caso afirmativo, descripción de las mismas, licita- 
ciones correspondientes (si hubiera lugar), empresas a 
cargo y montos gastados. 


Sin otro particular, saluda a Ud. atentamente 


Eleuterio Fernández Huidobro. Senador.» 


SOLICITUD DE LICENCIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una solicitud de li- 


cencia. 


(Se da de la siguiente:) 


“El señor Senador Couriel solicita licencia los días 
17 y 18 de los corrientes.” 


-Léase. 


(Se lee:) 


17 de Octubre de 2000 


17 de Octubre de 2000 


«Montevideo, 17 de octubre de 2000. 


Sr. Presidente de la 
Cámara de Senadores 
Don Luis Hierro López 


De mi mayor consideración: 


Por la presente, solicito licencia los días 17 y 18 de 
octubre por motivos personales. Solicito también se con- 
voque a mi suplente respectivo. 


Sin otro particular, lo saluda atentamente. 
Alberto Couriel. Senador.» 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar si se concede la licen- 
cia solicitada. 


(Se vota:) 
-21 en 21. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
6) INTEGRACION DEL CUERPO 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de varias notas de de- 
sistimiento. 


(Se da de las siguientes: ) 


“Los señores José Bayardi, Juan José Bentancur, 
Martín Ponce de León y la señora Margarita Percovich 
desisten de ocupar el cargo de suplentes que les corres- 
ponde”. 


-La Mesa invita a ingresar al Senado al señor Senador Feli- 
pe Goiriena, quien ya prestó el juramento de estilo. 


(Ingresa a Sala el señor Senador Goiriena) 

7) LINEA DIVISORIA EN CHUY 
SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado ingresa a la hora previa. 
Tiene la palabra el señor Senador Pereyra. 


SEÑOR PEREYRA.- Es de público conocimiento, porque así 
lo ha informado toda la prensa del país, la situación especial 
que se ha creado en la zona fronteriza de Chuy, más específica- 
mente en las calles que separan ambos países como un corre- 
dor internacional. El Prefecto de Santa Vitoria ha venido toman- 
do desde hace algún tiempo ciertas medidas del lado brasileño, 
en el sentido de ir eliminando los vendedores ambulantes infor- 
males que allí existían. Sin embargo, de este otro lado de la 
línea, persisten kioscos y lugares de venta de diversos artícu- 
los. Esto ha generado una polémica, porque Brasil solicita un 
trato idéntico en el sentido de que se despoje de cualquier 
elemento que perturbe el tránsito por el corredor. Esta polémica 
ha tomado estado público, pero también ha llegado a niveles 
de gobierno, interviniendo la Intendencia Municipal de Rocha 
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y el Ministerio de Relaciones Exteriores. En ese sentido, el se- 
ñor Ministro de esa Cartera ha conversado con el Embajador 
brasileño y, quizá, a estas horas se esté realizando una reunión 
en el balneario La Paloma a los efectos de encontrar una solu- 
ción satisfactoria al problema creado. 


Las disposiciones jurídicas que existen son bastante claras 
y sólo la omisión de las autoridades municipales respectivas ha 
hecho que se creara este problema de perturbación internacio- 
nal que también afecta el interés turístico en la zona, puesto 
que quien llega al Chuy se encuentra con una verdadera mura- 
lla de comercios establecidos en el corredor divisorio, en forma 
absolutamente caótica. 


Hacía referencia a un Acuerdo celebrado en el año 1935 
entre ambos países, en cuyo encabezamiento se señala el obje- 
tivo al decir que “el mencionado documento se firma en el de- 
seo de evitar cualesquiera causa de desinteligencia en la fron- 
tera común y de favorecer, cuanto sea posible, las buenas rela- 
ciones de vecindad existente entre los dos países. Por ese mo- 
tivo se resolvió celebrar un Convenio en el cual quedase esta- 
blecido el Estatuto Jurídico de la frontera”. 


En el párrafo segundo del artículo 11 de dicho instrumento 
jurídico se dice que en cualquier trecho de la frontera no se 
permitirá hacer nuevas construcciones o reconstrucciones a 
menos de 10 metros de la línea divisoria. Es de señalar, enton- 
ces, que cualquier construcción debe estar más allá de los 10 
metros de la línea divisoria. Hay, por lo tanto, una violación de 
este Tratado celebrado entre ambos países que, por un lado, el 
Prefecto de Brasil quiere hacer respetar y, por otro, también las 
autoridades uruguayas, pero diversos intereses están poster- 
gando una decisión en ese sentido. 


El día viernes estuvimos en la población de Chuy y conver- 
samos con personas conocidas, cuya opinión nos merece el 
mayor respeto, quienes nos manifestaron que desde hace un 
tiempo debió haber sido eliminada ese tipo de construcciones 
en la línea fronteriza. Es muy corriente la expresión “la muralla 
ya existe” cuando se dice que del otro lado se quiere levantar 
una muralla. Y existe porque es imposible ver de un lado a otro 
el territorio del país que se tiene enfrente debido a esta serie de 
construcciones, reitero, sin ninguna autorización legal y que 
sólo la pasividad de las autoridades respectivas -fundamental- 
mente, municipales- pudieron haber hecho prosperar. 


Como dije, la situación es caótica en tanto los locales se 
encuentran totalmente abigarrados; dentro de ellos se vende 
cualquier cosa y se producen, además, situaciones muy curio- 
sas y extrañas. Por ejemplo, la venta de los terrenos. Quien 
tiene un terreno de unos metros, en donde se ha ubicado con 
su pequeño comercio, lo vende a otro y así, sucesivamente, se 
va produciendo la venta de la calle sobre el espacio fronterizo, 
cosa que es absolutamente absurda. 


No hay que creer que los vendedores ambulantes son to- 
dos menesterosos o gente que carece de fuentes de trabajo; no 
es así. Hay allí capitalistas muy fuertes, quizá, sí, explotando a 


294-C.S. 


aquellos que tienen necesidad de contar con un lugar de traba- 
jo. 


Por lo tanto, espero que el problema sea rápidamente solu- 
cionado. Hemos conversado con el señor Ministro de Relacio- 
ne Exteriores y conocemos su decisión de llegar a una solución 
que contemple el interés de los dos países que, por otra parte, 
es lo que las normas jurídicas establecen en el Acuerdo a que 
he hecho referencia. Si existiera, como puede ser que suceda, el 
problema de que haya gente que pueda quedar sin trabajo, 
pues, este tipo de comercio informal podría establecerse en 
otro lugar que no sea la línea fronteriza donde, en realidad, 
constituye un atentado al interés turístico que, generalmente 
para nuestro país, comienza en Colonia y termina en el Chuy. 


Quería tener la oportunidad de hacer este tipo de conside- 
raciones como persona muy vinculada al departamento, con el 
deseo de que se encuentre, repito, una pronta solución al pro- 
blema, ya que las normas jurídicas son claras y si hay aspectos 
sociales -que debe haberlos- a contemplar, pienso que perfec- 
tamente pueden ser tenidos en cuenta dando otra ubicación a 
este tipo de comerciantes que no cumplen con las disposicio- 
nes legales y que, además, practican una actividad desleal fren- 
te a los comercios instalados tanto en el lado uruguayo como 
en el brasileño. 


Es lo que quería manifestar, señor Presidente, solicitando 
que la versión taquigráfica de mis palabras pase a conocimien- 
to del Ministerio de Relaciones Exteriores y de la Intendencia 
Municipal de Rocha. 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar el trámite solicitado. 
(Se vota: ) 
-22 en 22. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


S) OCTAGESIMO NOVENO ANIVERSARIO DE LA REPU- 
BLICA DE CHINA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador 
Millor. 


SEÑOR MILLOR.- Señor Presidente: en el día de hoy quere- 
mos rendir homenaje, ya que el viernes de la semana pasada se 
cumplieron 89 años del nacimiento de la República de China. 
Efectivamente, fue en 1911 cuando el doctor Sun Yat-Sen y 
Chiang Kai - Shek derrocaron la última dinastía, la dinastía 
Chk'ing. Todos conocemos lo que sucedió después a raíz de la 
Guerra Civil, posteriormente a la Segunda Guerra Mundial, en la 
que surgen las dos Chinas y los fundadores de la China de 
1911 tienen que radicarse en las cuatro islas: Taiwan, la isla de 
los Pescadores, Quemoy, Matsu. También todos conocemos la 
larga polémica que existe -no es mi ánimo incursionar en lo 
mismo en este homenaje, porque ya lo hemos hecho en otras 
oportunidades- sobre la posibilidad, que sí se le ha dado a 
otros países, de la doble membrecía en las Naciones Unidas. 
Allí está representada Corea del Norte y Corea del Sur, cosa 
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que lamentablemente no se ha conseguido para la República de 
China, esto es, la de Taiwan, y para la República Popular China, 
que es la de Pekín. 


La verdad es que en los últimos años, en el ámbito interna- 
cional, las academias han dado a conocer informes muy bien 
estudiados y evaluaciones muy positivas sobre el desarrollo 
tanto político como económico de la República de China. Insis- 
to que cuando me refiero a ésta, estoy hablando de Taiwan. Se 
hace mención al milagro de Taiwan, a la Revolución silenciosa 
y de la experiencia Taiwan. Es muy ilustrativo un libro que se 
acaba de publicar de Chien Jen Chen quien, hablando de los 
años duros de 1949, muestra el contraste de la pobreza de aque- 
llos primeros tiempos, con niños que iban a la escuela descal- 
zos y con ropas hechas con bolsas de harina, con lo que es 
hoy la prosperidad de la República de Taiwan. Creo que en 
esta prosperidad hay una conjunción: por un lado, una política 
de Gobierno; y, por otro, un esfuerzo muy destacable de la 
gente, muy particularmente en una dirección que el Uruguay 
intenta transitar y también el mundo entero. La gran apuesta de 
Taiwán es a la pequeña y mediana empresa, a la vocación em- 
presarial del pueblo chino. 


Creo que hay una interacción muy interesante entre la eco- 
nomía y la estabilidad política, ya que ésta ha provocado dos 
cosas: por un lado, la existencia de una sociedad activa y tra- 
bajadora pero, además, con un gran entusiasmo por participar 
en la política. Debemos recordar que actualmente, con o sin 
representación parlamentaria, en China nacionalista existen 60 
partidos políticos. Por otra parte, esta situación ha creado un 
gran flujo de inversores extranjeros, atraídos por la estabilidad 
política y económica, que también ha contribuido a esta riqueza 
y momento de auge del país. 


La historia de la República de China puede definirse como 
placentera por un lado pero, también, está llena de amarguras 
por el otro. Sin embargo, estas amarguras no impidieron su 
desarrollo económico ni su ejemplar evolución democrática. Des- 
de hace dos décadas y media el Parlamento de la República de 
China era electo por voto popular y el Presidente se elegía por 
los parlamentarios, sistema que, según se enseña en los Trata- 
dos de Derecho Constitucional, también es considerado demo- 
crático. Pero lo cierto es que en el año 1996 -no sé si es la 
primera nación del Asia, pero seguramente está en los primeros 
lugares- se elige por primera vez el Presidente mediante el voto 
popular directo. De todos modos, ya antes el Gobierno demo- 
crático de China era considerado como un ejemplo a seguir por 
las naciones emergentes y en desarrollo. En ese sentido, este 
año ha ocurrido un hecho que, francamente, habla muy bien de 
la democracia de la República de China. El 18 de marzo de 2000, 
por segunda vez, se eligió al Presidente por voto popular direc- 
to, resultando electo el Alcalde de Taipei, Chen Shuibian, per- 
teneciente al partido de la oposición. Recordemos que hasta 
este año gobernaba un representante del Partido Nacionalista, 
el Kudmin Tang. La oposición ganó las elecciones porque el 
pueblo así lo decidió, el resultado fue aceptado y el Presidente 
ya asumió el Gobierno. Cabe destacar que todo este proceso se 
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llevó adelante a pesar de las presiones internacionales, espe- 
cialmente del coloso que tiene al lado, que trataron de impedir 
las elecciones, incluso, llegando a sugerir una guerra si gana- 
ba, justamente, el partido de la oposición. 


No sólo estos hechos han ocurrido en la República China 
recientemente. El año pasado debió sufrir un terremoto ubicado 
en la escala de Richter en el grado 7 que tiene efectos devasta- 
dores en un país como China de 36.000 km cuadrados de los 
cuales un 75% no es habitable ni cultivable, quedando sólo 
9.000 km cuadrados para que la gente viva y produzca. Esta- 
mos hablando de 23:000.000 de habitantes a los que ese terre- 
moto hubiera postrado en cualquier otra nación que no estu- 
viera habitada por esta raza de gigantes que nunca se puso de 
rodillas frente a la nación más grande y poblada del planeta, 
que nunca se humilló, que siempre quiso a su patria y que, tal 
vez imbuida en su tradición confuciana, quieren al trabajo, quie- 
ren progresar y confían en su Gobierno y en ellos mismos. 


Actualmente, pese a su falta de recursos materiales, la Re- 
pública de China presenta algunos números interesantes. Rea- 
liza un comercio exterior por U$S 250.000:000.000 anuales; la 
renta per cápita es de U$S 15.000 anuales, es una de las reser- 
vas de divisas mayores del mundo y está ubicada en el 17? 
lugar del mundo en la escala que se utiliza para medir el Pro- 
ducto Bruto Interno. 


En lo que tiene que ver con el crecimiento económico, el 
Fondo Monetario Internacional había previsto para este año 
un aumento global del 4.7% y la República de China superó las 
previsiones del año pasado en medio punto, pero el promedio 
mundial la ubica en 4.7%. El crecimiento de la República China 
para este año ha sido fijado por el Fondo Monetario Interna- 
cional en un 6.5% y las proyecciones para el año que viene se 
ubican en una tasa similar. 


Quiero rendir, entonces, un homenaje a un pueblo que quie- 
ro. Entiendo que no es el Poder Legislativo el que tiene que 
marcar las políticas en materia de relaciones internacionales de 
los países y que a veces la necesidad obliga a adoptar ciertas 
medidas, pero de todos modos creo que es una verdadera lásti- 
ma que no tengamos relaciones diplomáticas con la República 
China. Este país tiene un representante comercial al cual le rin- 
do mi homenaje y mi amistad, el señor Javier Hou y considero 
que Uruguay bien podría tener por lo menos un representante 
comercial en la República China. 


El tiempo no nos alcanza para proporcionar al Senado las 
cifras que reflejan el flujo comercial entre la República China y 
nuestro país, antes del rompimiento de relaciones diplomáticas 
y en el momento actual. Sin embargo, se trata de un movimien- 
to comercial muy interesante. De todos modos, me quedo con 
las palabras pronunciadas por el Encargado de Negocios de la 
República de China al conmemorarse el 89” aniversario de la 
Nación, quien señaló que pase lo que pase la China de Taiwan 
está dispuesta a brindar su experiencia y asesoramiento en este 
camino que los pueblos emprenden de convertir a los ciudada- 
nos en empresarios, a lo que agregó que pase lo que pase, 
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nada se hará en materia internacional si no es con el consenti- 
miento de los 23:000.000 de la República de China que, reitero, 
jamás se pusieron de rodillas frente al coloso que siempre ha 
querido oprimirlos. 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras pase al 
Ministerio de Relaciones Exteriores y a la Oficina Económica de 
Taipel. 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar la solicitud planteada. 
(Se vota: ) 
-24 en 25. Afirmativa. 


9) PAPEL DEL TEATRO URUGUAYO EN LA CULTURA 
NACIONAL 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la hora previa, tie- 
ne la palabra la señora Senadora López. 


SEÑORA LOPEZ..- Quiero referirme a un tema que afecta y 
preocupa al ámbito teatral nacional y por ende a la cultura toda, 
dado el papel protagónico que el teatro uruguayo ha ejercido 
en la educación y formación de nuestros ciudadanos y en el 
reconocimiento y prestigio adquirido en tantos lugares del mun- 
do. Los festivales de Mérida, Cádiz, Londrina, Porto Alegre, 
Miami, y Caracas, para nombrar sólo alguno de ellos, han dis- 
frutado y exaltado los niveles de calidad comparativa del teatro 
uruguayo con otros países de mayor desarrollo económico y 
poblacional. 


Pero, ¿qué pasa con la cultura? ¿Qué pasa con el teatro? 
Esta pregunta que puede parecer ingenua en un país que com- 
parativamente tiene un buen nivel cultural, no puede ser sólo 
una interrogante reservada a debates de los ámbitos propios 
de la cultura, sino que debe convertirse en un tema a resolver 
por la sociedad en su conjunto al que, naturalmente, el Estado 
debe brindar su aporte. 


Entiendo que se hace necesario, aunque en forma telegráfi- 
ca, repasar la historia fermental del teatro uruguayo. El teatro 
existió siempre; todas las religiones dieron forma a alguna ma- 
nifestación del teatro. El Uruguay, comenzó en el año 1793, 
cuando un comerciante portugués, llamado Cipriano de Melo, 
construyó en Montevideo la primera Casa de las Comedias, 
que era un rancho grande de paja y terrón. Fue tan rápido su 
desarrollo, que en 1857 Montevideo ya pudo contar con el 
Teatro Solís. Si recordamos los teatros existentes en las capita- 
les departamentales del resto del país -Macció, Florencio Sán- 
chez, Larrañaga, Escudero, Escayola, entre otros- nos asombra- 
ría el auge que tuvo el teatro en el conjunto del territorio nacio- 
nal. No sólo debemos nombrar las salas, sino también los escri- 
tores. Uruguay tuvo el mayor dramaturgo del Río de la Plata, 
que fue Florencio Sánchez, y en la actualidad contamos con 
varios autores cuyas Obras fueron traducidas a diferentes idio- 
mas y representadas en países de culturas muy disímiles a la 
nuestra. Los actores y actrices se han destacado a través del 
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tiempo, desde Carlos Brussa hasta Candeau, Guarnero, Santu- 
llo, China Zorrilla, para sintetizar en muy pocos nombres la 
constante producción de talentos que hoy en día nutren a tan- 
tos y tantos actores y actrices que, al decir del gran maestro 
Atahualpa del Cioppo: “...dan al teatro su agotamiento...”. La 
historia de los directores uruguayos, va desde el recordado 
Atahualpa, que recorriera el mundo prestigiando nuestra cultu- 
ra, hasta los jóvenes directores que apuestan con su creativi- 
dad a enfrentar los desafíos de los nuevos contextos sociales y 
culturales. Si bien hasta los años "30 el movimiento teatral uru- 
guayo fue compartido con los argentinos, en 1937 se funda el 
Teatro del Pueblo, comenzando en el Uruguay el llamado Mo- 
vimiento del Teatro Independiente. Es así, que en 1947 asisti- 
mos a la fundación de la Federación Uruguaya de Teatros In- 
dependientes y de la Comedia Nacional. 


Pero el teatro tiene relevancia no sólo desde el ángulo de 
los valores que señalamos, sino también cuantitativamente. 
¿Qué significa en la última década del siglo el fenómeno teatral 
uruguayo en cifras? Significa, por ejemplo, 92 salas en todo el 
país, más de 100 instituciones teatrales, un promedio de 196 
obras en cartel y más de 500.000 espectadores por año. Ade- 
más, el teatro, como otras manifestaciones culturales, tiene una 
gran capacidad generadora de empleo. Los profesionales técni- 
cos directamente vinculados al teatro, son innumerables. Mu- 
chos trabajadores se vinculan al teatro en formas muy varia- 
das. 


Debemos enfatizar que tanto los actores, como otros traba- 
jadores de la cultura, no cuentan con el respaldo de una ley de 
seguridad social que los ampare al finalizar su esforzada carre- 
ra. Se trata de una deuda que los Legisladores en particular, y 
la sociedad en su conjunto, mantenemos con ellos. A eso se 
suma, lamentablemente, el hecho de que la cultura no figura en 
las cuentas del país. A la larga lista de involucrados en el es- 
pectáculo teatral hay que agregar a los difusores de la activi- 
dad. Ningún medio de comunicación, en mayor o en menor 
medida, deja de contar con espacios destinados a las cartele- 
ras, a la información y a la crítica teatral. 


Todo este extenso universo, tan desconocido para muchos, 
motivó a la gente de teatro -con muy diversos roles dentro de 
la actividad- a trabajar en procura de concretar una ley del 
teatro que evitara su estado de latente agonía económica. Es 
así que en los primeros años de la década del ”90, se recibe el 
apoyo de cuatro jóvenes Diputados: Héctor Lescano, Luis Al- 
berto Heber, Gonzalo Carámbula y Luis Hierro López, quienes 
conformaron el denominado Grupo de Apoyo a la Cultura. De- 
bemos destacar esta actitud por lo que significa la superación 
de diferencias sectoriales partidarias con el objetivo de defen- 
der un bien común a la sociedad uruguaya. En la Ley N* 16.297, 
de 17 de agosto de 1992, se instituye el Fondo Nacional 
de Teatro, la Comisión Administradora de dicho Fondo 
(COFONTE,) y el Registro Nacional de Instituciones Teatrales 
y Culturales. Lo que establece esa ley, al día de hoy, lamenta- 
blemente, es letra muerta porque, una vez más, se descarta la 
previsión presupuestal de la partida correspondiente. En el pro- 
yecto de presupuesto elaborado por el Ministerio de Educa- 
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ción y Cultura, se incluía el artículo mediante el cual se asigna- 
ba esa partida, y su fundamentación. Textualmente, decía lo 
siguiente: “Asígnase una partida anual de $ 703.200 (equiva- 
lente a U$S 60.000), a efectos de apoyar la actividad del Fondo 
Nacional de Teatro creado por la Ley N* 16.297, de 17 de agos- 
to de 1992”. En su fundamentación, se expresaba: “La propues- 
ta aspira a contar con una previsión presupuestal concreta, 
que contribuya a financiar la actividad del Fondo Nacional de 
Teatro, evitando que la aspiración del Legislador, de fomento 
de la actividad teatral, no pueda concretarse. Cabe tener pre- 
sente que los fondos originariamente previstos, derivados de 
los derechos sobre el dominio público, fueron luego asignados 
al Fondo Nacional de Música, de conformidad con lo previsto 
por el artículo 6* de la Ley N* 16.624, de 10 de noviembre de 
1994.” 


Lamentablemente, estos humildes U$S 60.000 anuales no 
pasaron el cerco y fueron considerados excesivos por el equi- 
po técnico de economía. Quizás estos técnicos no tuvieron un 
tiempo mínimo para detenerse a pensar qué pasa en su país en 
lo cotidiano, no sólo a nivel macro. En relación con este último 
aspecto, me gustaría que hicieran saber a la población por qué 
no figura en la contabilidad del Estado el producto generado 
por las distintas actividades artísticas, qué alcance poseen y 
cuál podrían tener en la generación de plazas de trabajo. Quizás 
ellos y nosotros nos llevaríamos una gran sorpresa. 


A nivel mundial es importante destacar que existen varios 
modelos que se siguen en la relación del Estado con la cultura, 
desde el punto de vista económico. El modelo uruguayo no se 
parece a ninguno, y cada vez más se acerca al de la prescinden- 
cia total del Estado en cuanto al desarrollo de la actividad artís- 
tica y cultural del país. Parece que la cultura, lamentablemente, 
no escapará a la amenaza que se cierne sobre otras áreas estra- 
tégicas del desarrollo en el Uruguay. 


La COFONTE convoca a proyectos dos veces por año, para 
distribuir dos partidas de USS 30.000 cada una. Obviamente, 
son siempre insuficientes, ya que los proyectos que se han 
presentado superan los U$S 300.000. En estos momentos el 
Ministerio de Educación y Cultura le adeuda a la COFONTE 
U$S 105.000. ¿Cuánto recibió, en suma, esta Comisión a través 
de cuatro años? Por vía del Ministerio $ 1:259,387, y a través de 
AGADU, $ 2:771.898. 


No cabe duda que los integrantes de la COFONTE podrían 
significar un gran aporte para la solución de los problemas 
económicos que sufre nuestro país, si se integraran al equipo 
económico, ya que con esos montos que señalábamos se logró 
asistir, y permitió subsistir a lo ancho y largo de todo el país, a 
aquellas 48 instituciones. El Fondo actualmente está desfinan- 
ciado, y ha priorizado la infraestructura de salas teatrales, por 
parte de la misma gente de teatro. Son cientos y cientos de 
prestaciones; aportes que resultan irrisorios por el monto que 
significan, pero que fueron inyecciones de vida para muchas 
instituciones. Pero, a pesar de los esfuerzos de la gente del 
teatro y de la preocupación de algunos Legisladores por el 
tema, fue imposible integrar al articulado el texto que en su 
oportunidad redactara el Ministerio de Educación y Cultura y 
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suprimiera el Ministerio de Economía y Finanzas. Es así que la 
última instancia para reparar tamaño error e injusticia con el 
movimiento teatral uruguayo y, en general, para con la cultura 
del país, radica en este órgano. Por lo tanto, aspiro a que la 
sensibilidad y responsabilidad de los integrantes de este Cuer- 
po supere esta -por así llamarla- omisión, y promueva la previ- 
sión presupuestal de la partida para el Fondo de Teatro. 


Por último, deseo recordar las palabras que en oportunidad 
de la promulgación de la Ley, emitieran los señores Diputados 
proponentes de la misma: “Para aprobar esta Ley de Teatro 
dimos una mano. Estamos dispuestos a dar mucho más para 
poder ver sus frutos.” 


Solicito que la versión taquigráfica de mis palabras sea en- 
viada a los Ministerios de Educación y Cultura y de Economía 
y Finanzas, a la Federación Uruguaya de Teatros Independien- 
tes, a la Sociedad Uruguaya de Autores, a AGADU, a la Aso- 
ciación de Críticos de Teatro del Uruguay, a COFONTE y a la 
Asociación de Productores de Teatro Profesional. 


Muchas gracias. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicitado. 
(Se vota:) 
-23 en 23. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
10) SEÑOR JOSE TOGNOLA. Homenaje a su memoria. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Continuando con la hora previa, tie- 
ne la palabra el señor Senador Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: razones de emo- 
ción harán que mi exposición sea muy breve. 


Este pasado sábado 14 falleció un gran compañero encuen- 
trista, frenteamplista y socialista, el Edil José Tognola que en el 
día de ayer, lunes 16 de octubre hubiera cumplido 47 años de 
edad. Tenía una compañera y cuatro hijos, quienes también 
son encuentristas, frenteamplistas y socialistas. Como compren- 
derán los señores Senadores, no me resulta fácil hacer referen- 
cia a esta muerte tan súbita e inesperada. 


El compañero Tognola estaba en plena actividad el día sá- 
bado por la mañana, ya que se estaba realizando una sesión del 
Comité Central del Partido Socialista y, como siempre, él estaba 
presente. Hemos compartido muchas horas y luchas con el com- 
pañero Tognola. Creo que estoy expresando el sentimiento de 
toda la Bancada de mi Partido, pero quiero resaltar, de manera 
particular, la de los cuatro compañeros socialistas que estamos 
aquí presentes. 


El Edil José Tognola integró el Comité Central y el Comité 
Ejecutivo, y desempeñó el Secretariado del Partido Socialista, 
órgano de decisión más cotidiana que la de aquéllos. Fue un 
compañero de enorme humildad y modestia. Siempre estuvo 
vinculado a los intereses que se proclaman en nuestras teorías, 
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los cuales practicó. Debió mantener una larguísima lucha, in- 
cluyendo el período de la dictadura, por FUCVAM, donde tuvo 
una relevancia muy especial. También estuvo siempre vincula- 
do a las organizaciones sindicales de los trabajadores. 


Aclaro que no voy a hacer la biografía de José Tognola. 
Simplemente, quiero decir que estamos todos muy conmovidos. 


En este caso, ni siquiera está la posibilidad de pensar que 
un compañero, cuyo físico demostraba una enorme vitalidad, 
con casi 47 años de edad pudiera tener ese desenlace tan trági- 
co, después de haber estado -como lo hacía desde veinte y 
tantos años atrás- militando todos los días por la causa política 
que había abrazado con todo su cariño y talento. 


No estoy en condiciones de continuar con mi intervención 
y debo confesar que cualquier pedido de envío de estas pala- 
bras con cualquier destino, me resultaría de un tono casi ofici- 
nesco. ¿Acaso vamos a pedir que se envíe la versión taquigrá- 
fica a la Casa del Pueblo, cuando sabemos que esa es la casa 
de Tognola, de su mujer y de sus hijos? Tampoco podemos 
pedir que vaya al Frente Amplio. Para cumplir con una formali- 
dad parlamentaria, vamos a pedir que la versión taquigráfica de 
estas palabras se envíe a la Junta Departamental de Montevi- 
deo, que lo honraba a él y que él también la honró, a FUCVAM 
y al PIT-CNT, donde estaba su alma de trabajador. Asimismo, 
voy a hacer moción para que el Senado haga un minuto de 
silencio en recuerdo y en homenaje a un luchador político y 
social, a un gran compañero y un gran amigo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite y la moción 
solicitados. 


(Se vota: ) 
-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


La Mesa invita a los señores Senadores y asistentes a la 
Barra a ponerse de pie y cumplir con el minuto de silencio. 


(Así se hace.) 


11) VENTA DE ELECTRODOMEÉSTICOS A TRAVES DE UTE 


SEÑOR PRESIDENTE. En la hora previa tiene la palabra el 
señor Senador Gallinal. 


SEÑOR GALLINAL -- Señor Presidente: en los últimos días 
hemos tomado conocimiento que UTE vende electrodomésti- 
cos. Esta empresa estatal está haciendo una promoción en la 
cual le ofrece a sus clientes la posibilidad de comprar un cale- 
factor, un calefón o un equipo de aire acondicionado; en suma, 
estaría vendiendo todos los electrodomésticos que necesitan 
energía eléctrica. 


Hemos escuchado a través de la prensa y de los medios de 
difusión, fundamentalmente de la televisión -esa fue la forma 
en que tomé conocimiento de la noticia- que la empresa estatal 
está promocionando con su clientela, que es muy importante el 
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consumo de energía eléctrica. Debe ser una de las empresas del 
país, conjuntamente con ANTEL y con ANCAP, que tiene ma- 
yor cantidad de clientes dentro del territorio nacional. No re- 
cuerdo en este momento las cifras de electrificación dentro de 
nuestro territorio, pero seguramente superan el 90%. 


A través de un proceso que se inició hace ya unos días, de 
acuerdo a algunas averiguaciones que pudimos hacer en las 
últimas horas, se realizó una licitación de manera de seleccionar 
una empresa bancaria que se hiciera responsable y se hiciera 
cargo de la financiación que aquí se propone. Como conse- 
cuencia del proceso licitatorio se obtuvo una oferta muy intere- 
sante para la situación comercial y financiera que vive el país, 
porque la compra de estos productos va a generar un interés 
anual en pesos del 25%, seguramente, una de las tasas más 
bajas que se puede registrar en el mercado comercial con res- 
pecto a la venta de algún tipo de bienes. 


Nosotros nos preguntamos hasta qué punto una empresa 
estatal está en condiciones o tiene competencia para realizar un 
procedimiento de estas características. El artículo 190 de la Cons- 
titución de la República establece que los Entes Autónomos y 
los Servicios Descentralizados no podrán realizar negocios ex- 
traños al giro que preceptivamente les asignen las leyes ni dis- 
poner de sus recursos para fines ajenos a sus actividades nor- 
males. Desde luego que la empresa de energía eléctrica, así 
como las demás empresas estatales, debe trabajar dentro del 
ámbito de sus competencias. Si bien está habilitada para pro- 
mocionar la utilización de sus servicios, creemos que hay un 
límite. ¿Qué pasaría si las demás empresas estatales ingresaran 
en el mismo terreno que ha entrado la UTE en los últimos días? 
¿Qué pasaría si los Entes Autónomos o los Servicios Descen- 
tralizados utilizaran estos procedimientos para vender electro- 
domésticos o algún tipo de producto o material que indirecta- 
mente estén vinculados a la prestación de sus servicios? 


Además, esta situación es grave porque para el pago de 
estos electrodomésticos que se compran a través de la empresa 
estatal y en cuotas se utiliza la factura del servicio que está 
prestando en el ejercicio directo de sus competencias, vale de- 
cir que de ahora en adelante cada vez que un cliente de UTE 
utilice este mecanismo para la compra de un electrodoméstico, 
además de recibir mensualmente en su factura el importe que 
tendrá que pagar por la utilización del servicio, le aparecerá la 
cuota correspondiente a la licuadora, al calefón o al equipo de 
aire acondicionado. 


Esto, que en un principio no parecería tan grave, más allá 
de lo que establece la Constitución de la República en cuanto 
al ejercicio de las competencias, podría significar que si maña- 
na un cliente de esta empresa se atrasa en el pago de sus 
compromisos, puede llegar a suprimírsele la prestación del ser- 
vicio de energía eléctrica que recibe a través de la UTE, no 
tanto porque no pagó el consumo correspondiente al mes ven- 
cido, sino porque no pudo abonar el vencimiento de la cuota a 
través de la cual compró el electrodoméstico correspondiente. 
Esto es lo grave del asunto. Es grave en sí porque mañana, un 
servicio esencial puede verse suprimido porque no se pagó la 
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cuota correspondiente a la licuadora. En segundo lugar es gra- 
ve porque puede significar o significa una competencia desleal 
con respecto a todas las empresas que hoy están en plaza 
vendiendo este tipo de artículos. 


Además, no sabemos si esta prestación que está realizando 
UTE es producto de un convenio celebrado con algunos co- 
mercios que venden electrodomésticos en el país o si se trata 
de un convenio abierto que permite que se compren en cual- 
quier punto de la República y luego son financiados a través 
de la factura. Sea cual sea la situación, nos parece que desde el 
punto de vista constitucional este convenio no resiste el me- 
nor análisis, pero lo que es más grave es que desde la óptica 
del consumidor, del ciudadano, al utilizar la factura, desde la 
óptica de la libertad de comercio, se está vulnerando una serie 
de principios. 


Hoy nos vemos en la necesidad de llamar la atención, en la 
hora previa. 


Solicitamos que la versión taquigráfica de estas palabras 
pase a conocimiento del señor Ministro de Industria, Energía y 
Minería y, a través de él, a los integrantes del Directorio de 
UTE. 


A su vez, también solicitamos que la versión taquigráfica 
de estas palabras pase a la Comisión de Constitución y Legis- 
lación del Senado, a efectos que en ese ámbito se pueda anali- 
zar el alcance de un convenio de estas características y, even- 
tualmente, convocar a representantes del Directorio de UTE 
para tener un conocimiento mucho más acabado y profundo, 
básicamente en lo que refiere al tema de la utilización de la 
factura para el cobro de servicios absolutamente ajenos a los 
que directamente competen a las empresas del Estado. 


En consecuencia, solicitamos que la versión taquigráfica de 
estas palabras sea enviada al señor Ministro de Industria, Ener- 
gía y Minería, al Directorio de UTE y a la Comisión de Consti- 
tución y Legislación del Senado de la República. 


Muchas gracias. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicitado 
por el señor Senador. 


(Se vota:) 


-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


12) IMAGEN DE NUESTRO PAIS EMITIDA EN LA TELEVI 
SION EUROPEA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador 
Sanabria. 


SENOR SANABRIA.- Señor Presidente: el país ha hecho 
esfuerzos permanentes por generar condiciones positivas, no 
sólo en el área económica, sino también a nivel internacional en 
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lo que refiere a la posición del país como Estado, como proyec- 
to institucional. 


Hace pocos días regresó al país una decena de jóvenes 
ingenieros agrónomos recién recibidos, quienes en forma parti- 
cular tuvieron la posibilidad de realizar una gira internacional 
por países vinculados a la producción agropecuaria, a efectos 
de comparar y observar los adelantos tecnológicos que nues- 
tro país ha tenido respecto al mundo desarrollado, más concre- 
tamente en países europeos vinculados con producciones de 
intensidad realmente excepcional. Más allá de los conocimien- 
tos técnicos que brinda nuestra Universidad y concretamente 
nuestra Casa de estudios especializada en esa área, así como 
otros institutos vinculados a la promoción de adelantos tecno- 
lógicos a nivel del área agropecuaria, no vinieron tan asombra- 
dos porque nuestro país evidentemente en muchos casos ha 
podido acceder a todo esto, sino porque, sí, comprobaron des- 
de el punto de vista técnico y económico condiciones relacio- 
nadas casi todas con los fuertes subsidios que brinda la Comu- 
nidad Económica Europea a los sectores agrícola, ganadero y 
lácteo. Estas comprobaciones no son otra cosa que lo que mu- 
chas veces hemos denunciado en este mismo lugar respecto a 
esos sectores tan importantes para la economía de nuestro país. 


Sí se sorprendieron cuando en oportunidad de estar des- 
cansando en un hotel ubicado en un país muy importante de la 
Comunidad Económica Europea -en esta instancia me voy a 
reservar el nombre del país y del medio de comunicación a que 
haré referencia- al observar un análisis de la realidad del MER- 
COSUR y fundamentalmente de Sudamérica, pudieron ver en 
un medio televisivo escenas vinculadas a la realidad política, 
económica y social de los países del MERCOSUR. Concreta- 
mente, respecto a Uruguay, pudieron observar imágenes de 
fútbol relacionadas con un campeonato de eliminatorias en el 
cual Uruguay no calificó -me dicen los muchachos que se ven 
tres goles en contra de la selección uruguaya- escuchar refe- 
rencias a la libertad política, lo que se presenta a través de un 
comité ubicado en una pequeña ciudad del interior de la Repú- 
blica, previo enfoque televisivo de un medio tanque donde se 
hacen chorizos y otra imagen vinculada al juego de la taba que 
en estas últimas décadas ha desaparecido en el interior de la 
República, a pesar de ser algo tan tradicional. De todos modos 
no es éste el motivo de nuestra apreciación. 


Por otro lado, respecto al terreno institucional, apareció poca 
cosa más. Por ejemplo, se decía que nuestro país estaba recu- 
perando la democracia y, evidentemente, esas imágenes tam- 
bién tenían que ver con la década del 80 y no con el año 2000 
que estamos viviendo. 


Frente a esto surge una reflexión relacionada con los tres 
Poderes del Estado: el Poder Judicial, el Poder Legislativo y el 
Poder Ejecutivo. Respecto a este último evidentemente se im- 
pone a nivel de la promoción internacional una adecuación que 
quizás se podría hacer a través de videos, haciendo referencia 
a la realidad económica, social, política o cultural del país. En lo 
que refiere al Poder Legislativo, debería brindar instrumentos a 
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nuestras Embajadas y éstas a su vez a nuestros medios de 
comunicación, conteniendo actualización sobre la realidad uru- 
guaya desde el punto de vista institucional y democrático. Fi- 
nalmente, en lo que hace al Poder Judicial, se podría hacer 
hincapié en la independencia de los Poderes y lo que significa 
la realidad uruguaya transportada a hechos que pueden ser 
insignificantes pero que quizás impliquen la esencia misma de 
la puesta en escena de un país que trabaja, lucha y hace es- 
fuerzos y donde de pronto diez minutos de televisación en una 
cadena europea echa por tierra, todo ese esfuerzo que hoy está 
tan relacionado con el aspecto económico, social y político. 
Las imágenes citadas evidencian situaciones lamentables para 
la imagen del país y para la propia representación que a nivel 
internacional se intenta permanentemente llevar adelante en los 
lugares donde estamos representados diplomáticamente. 


En este sentido, no tengo nada más que agregar, salvo la 
idea de que los tres Poderes -Ejecutivo, Legislativo y Judicial- 
tal vez a través del Ministerio de Educación y Cultura coordi- 
nen esfuerzos vinculados a imágenes de actualidad de nuestro 
país. Quizás esto también se podría encauzar a través de los 
Ministerios de Turismo y de Relaciones Exteriores que tendrían 
que ser el nexo vinculante para que esa realidad del país, tanto 
a nivel del turismo, de la producción, de la economía y de la 
sociedad, así como en lo que tiene que ver con el proceso 
institucional de democracia, de instituciones fuertes y sólidas, 
unidas a las realidades de convivencia y tolerancia que tene- 
mos los uruguayos, quede demostrada. 


Tampoco creo que estos materiales deban estar archivados 
en las Embajadas; por el contrario, tendrían que estar al alcance 
de los medios de comunicación de todos los países del mundo. 
Todos sabemos cómo se hacen estas cosas. En lo personal 
nos tomamos el trabajo de ir hasta el fondo del asunto y llega- 
mos hasta el medio televisivo europeo que emitió estas imáge- 
nes y, evidentemente, lo que sucedió fue que tenían que emitir 
diez minutos de material de la realidad de Uruguay y sacaron 
de sus archivos cualquier cosa. 


Esto demuestra que las promociones no se hacen sólo pun- 
tualmente apuntando a un hecho, sino a generar material de 
archivo para esos medios de comunicación europeos, a efectos 
de diagramar y mostrar la realidad auténtica de un país que 
crece, que trabaja, que progresa y que evidentemente tiene mu- 
cho para mostrar hoy al mundo en estos tiempos. 


Por todo esto, señor Presidente, solicitamos que la versión 
taquigráfica de nuestras palabras sea enviada a los Ministerios 
de Educación y Cultura, de Turismo y de Relaciones Exteriores. 
Al mismo tiempo es nuestro deseo que quede sembrada la se- 
milla de la posibilidad de una promoción conjunta de los tres 
Poderes del Estado sobre bases sólidas respecto de las cosas 
que tenemos para mostrar al mundo, para que ese material que 
se destine a nuestras Embajadas, también llegue a los medios 
de comunicación de todos los países del mundo precisamente 
a través de esas representaciones diplomáticas. De esta forma 
se puede llevar registrada una realidad uruguaya que permita 
defender con honor y orgullo las cosas buenas que los uru- 
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guayos hacemos y que en definitiva por estas circunstancias a 
veces quedan por el camino o no son realmente difundidas con 
la certeza y el nivel adecuado a la realidad de un país fortaleci- 
do por su democracia, por sus instituciones y fundamental- 
mente por su gente. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar el trámite solicitado 
por el señor Senador. 


(Se vota: ) 

-24 en 25. Afirmativa. 

SEÑOR MILLOR. - Pido la palabra para una cuestión previa. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR MILLOR.- Solicito que la versión taquigráfica de lo 
que acaba de expresar el señor Senador Sanabria, quien solicitó 
su pase a determinados Ministerios, se remita también a la Em- 
bajada que en Uruguay tiene la Comunidad Económica Euro- 
pea. 


SEÑOR PRESIDENTE. Se va a votar la moción del señor 
Senador Millor. 


(Se vota: ) 
-30 en 30. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


13) LLAMADO A SALA AL SEÑOR MINISTRO DE DEFEN- 
SA NACIONAL RELACIONADO CON EL ACCIDENTE 
SUFRIDO POR EL ROU “VALIENTE” 


SEÑOR PRESIDENTE.- Dése cuenta de una moción llegada 
a la Mesa. 


(Se da de la siguiente:) 
«Montevideo, 17 de octubre de 2000. 
Al Senado: 


A los fines dispuestos en el artículo 119 de la Cons- 
titución, los suscritos proponen que se llame a Sala al 
señor Ministro de Defensa Nacional, Luis Brezzo, por 
los hechos vinculados a la colisión del barreminas uru- 
guayo “Valiente” con el buque Skyros, y los aconteci- 
mientos posteriores a dicha colisión. Firman los señores 
Senadores Goitiño, Arismendi y López y los señores Se- 
nadores Núñez, Gargano, Fernández Huidobro, Nin No- 
voa, Goiriena, Dubra, Cid, Rubio y Korzeniak.» 


SEÑOR NUÑEZ.- Pido la palabra para una aclaración res- 
pecto del llamado a Sala del señor Ministro. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR NUÑEZ.- Para nosotros -como el señor Presidente 
habrá visto, la nota cuenta con la firma de todos los integrantes 
del Encuentro Progresista- la solicitud de llamado a Sala al señor 
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Ministro Brezzo es una consecuencia natural del trámite parla- 
mentario que siguió el tema de la colisión del barreminas “Valien- 
te” con el buque “Skyros”, sobre todo del que tuvo en el seno 
de la Comisión de Defensa Nacional de esta Cámara, de donde 
surgieron una serie de interrogantes que queremos dilucidar. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se 
va a votar. 


(Se vota:) 
-13 en 30. Afirmativa 


El llamado a Sala se va a llevar a cabo el día miércoles 25 a 
la hora 16, de acuerdo a lo acordado con el señor Ministro de 
Defensa Nacional y el señor coordinador de la Bancada del 
Frente Amplio. 


14) PEDIDOS DE INFORMES. Reiteración. 


SEÑOR GARGANO.- Pido la palabra para una cuestión de 
orden. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR GARGANO.- Solicito que el Senado tenga a bien 
hacer suyos dos pedidos de informes que revisten singular 
importancia y que no han tenido respuesta por parte del Minis- 
terio de Economía y Finanzas y del Ministerio de Industria, 
Energía y Minería. Uno de ellos se refiere al nombre de aquellas 
empresas que utilizaron documentos que habían sido falsifica- 
dos, a raíz de lo cual una persona, antiguo funcionario de la 
Dirección General Impositiva, fue procesada. Nosotros quería- 
mos saber el nombre de las empresas que habían comprado 
esos documentos. Reitero que no se contestó a nuestra solici- 
tud ni se dio ningún tipo de explicación al respecto. 


El otro pedido de informes refiere a la modernización o a la 
reparación de la refinería de ANCAP que, como se recordará, 
fue presupuestada en U$S 30:000.000 y reconstruida a un costo 
de U$S 120:000.000. Posteriormente, fue destruida en el Sector 
Cracking y puesta fuera de funcionamiento por un período de 
alrededor de 12 meses. Queríamos que se nos explicara esta 
situación, pero no hemos recibido respuesta a nuestra solici- 
tud. 


Considero, señor Presidente, que es menester que el Cuer- 
po tenga información acerca de estos asuntos, que no se han 
logrado analizar tampoco a nivel de las Comisiones correspon- 
dientes. 


Es el pedido que hago al Cuerpo. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la solicitud del señor 
Senador Gargano. 


(Se vota:) 


-30 en 30. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
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15) ACUERDO PARA LA PROMOCION Y PROTECCION 
DE LAS INVERSIONES ENTRE EL GOBIERNO DE LA 
REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL GOBIER- 
NO DE MALASIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- El Senado entra al orden del día 
con la consideración del asunto que figura en primer término: 
“Proyecto de ley por el que se aprueba el Acuerdo para la 
Promoción y Protección de Inversiones entre el Gobierno de 
la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de Malasia. 
(Carp. N* 467/96 - Rep. N* 124/00).” 


(Antecedentes: ) 


«Carp. N* 467/1996 
Rep. N? 124/2000 


Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de 
Economía y Finanzas 


Montevideo, 30 de mayo de 2000. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, de conformidad con el artículo 168, numeral 20 
de la Constitución de la República, a fin de reiterar el 
Mensaje de fecha 12 de junio de 1996 que se adjunta, 
por el cual se solicita la aprobación parlamentaria del 
Acuerdo para la Promoción y Protección de Inversiones 
entre el Gobierno de la República Oriental del Uruguay 
y el Gobierno de Malasia, suscrito en Montevideo el 9 
de agosto de 1995. 


Al continuar en vigencia para los intereses y el pres- 
tigio internacional de la República los fundamentos que 
en su oportunidad ameritaron su envío, el Poder Ejecuti- 
vo se permite solicitar a ese Cuerpo la pronta aproba- 
ción del mismo. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración. 


Jorge Batlle Ibáñez PRESIDENTE DE LA RE- 
PUBLICA, Alberto Bensión. 


Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de 
Economía y Finanzas 


Montevideo, 30 de mayo de 2000. 
PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico.- Apruébase el Acuerdo para la Pro- 
moción y Protección de Inversiones entre el Gobierno 


de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de 
Malasia, suscrito en Montevideo el 9 de agosto de 1995. 


Alberto Bensión. 
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Asuntos Internacionales 


INFORME 


Al Senado: Con fecha 12 de junio de 1996 el Poder 
Ejecutivo remitió a la Asamblea General Mensaje y pro- 
yecto de ley solicitando la ratificación parlamentaria del 
Acuerdo para la promoción y Protección de Inversiones 
entre nuestro país y Malasia. El 30 de mayo pasado el 
Poder Ejecutivo reiteró el mensaje. 


El acuerdo sigue en líneas generales las pautas de 
otros tantos acuerdos signados con otros países por 
los que se propende a crear condiciones favorables para 
la radicación de inversiones extranjeras en nuestro país. 
En síntesis esos lineamientos abarcan cuatro aspectos 
principales: 


1. Proceso de admisión 


Los principios generales de la promoción, protección 
y admisión de las inversiones están regulados por los 
artículos 1* y 2*. 


2. Tratamiento 


Es el de la nación más favorecida (artículo 3%), exclu- 
yéndose los privilegios otorgados en virtud de acuer- 
dos de integración o, como reza la parte final del artícu- 
lo, a “cualquier acuerdo o disposición internacional re- 
ferida total o fundamentalmente a cuestiones tributarias 
o todo tipo de legislación interna relativa total o funda- 
mentalmente a cuestiones tributarias”. 


Se asegura la libre transferencia de inversiones y ren- 
dimientos (artículo 6%) y se protegen las inversiones por 
pérdidas derivadas de conflictos armados, estados de 
emergencia nacional o insurrecciones (artículo 49). 


3. Expropiación 


El artículo 5* establece que solamente podrán expro- 
piarse las inversiones por razones de utilidad pública, 
que no sean discriminatorias y con una inmediata, ade- 
cuada y efectiva compensación. 


4. Solución de controversias 


El artículo 7” se refiere a las controversias que even- 
tualmente pudieran plantearse entre un inversor de una 
Parte y la otra Parte Contratante. Si las mismas no se 
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resolvieran mediante consultas o negociaciones la Parte 
reclamante podrá recurrir a los tribunales nacionales o al 
arbitraje internacional de: 


a) El Centro Internacional para Solución de Controver- 
sias sobre Inversiones (CIADD), creado por la Con- 
vención sobre Arreglo de Diferencias relativas a In- 
versiones entre estados y nacionales de otros Esta- 
dos, suscrito en Washington el 18 de marzo de 1965. 


b) al Tribunal de tres miembros designado conforme al 
Reglamento de Arbitraje de la Comisión de las Na- 
ciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacio- 
nal aprobado por la Asamblea General el 15 de di- 
ciembre de 1976. 


La sentencia judicial o decisión arbitral adoptada será 
final y obligatoria para ambas partes en controversia. 


El artículo 8*, por su lado, se refiere a las controver- 
sias entre las Partes Contratantes y regula detallada- 
mente los procedimientos a seguir cuando no se puedan 
resolver por vía diplomática. 


El artículo 9* dispone que el Acuerdo no será aplica- 
ble para controversias o divergencias que hayan surgi- 
do antes de su entrada en vigor, siéndolo -en cambio- 
para todos los demás casos de las inversiones realiza- 
das con anterioridad. 


Los artículos 11 y 12 son de orden para este tipo de 
convenios. 


Por lo expuesto, vuestra Comisión aconseja al Plena- 
rio la aprobación del adjunto proyecto de ley que ratifi- 
ca el Acuerdo. 


Sala de la Comisión, a 12 de octubre de 2000 


Juan Adolfo Singer Miembro Informante, Al- 
berto Couriel (Discorde), Reinaldo Gargano 
(Discorde), Pablo Millor, Carlos Julio Perey- 
ra, Ambrosio Rodríguez, Wilson Sanabria. Se- 
nadores. 


ACUERDO ENTRE EL 
GOBIERNO DE LA REPUBLICA ORIENTAL DEL 
URUGUAY Y EL GOBIERNO DE MALASIA 
PARA LA PROMOCION Y 
PROTECCION DE INVERSIONES 


El Gobierno de la República Oriental del Uruguay y 
el Gobierno de Malasia, en adelante denominados las 
“Partes Contratantes”, 


Deseosos de extender y fortalecer la cooperación 
económica e industrial sobre una base a largo plazo, y 
en especial, de crear condiciones favorables para las in- 
versiones realizadas por inversores de una de las Partes 
Contratantes en el territorio de la otra Parte Contratante; 
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Reconociendo la necesidad de proteger las inversio- 
nes realizadas por los inversores de ambas Partes Con- 
tratantes y de estimular el flujo de inversiones e iniciati- 
vas comerciales privadas con miras a la prosperidad eco- 
nómica de ambas Partes Contratantes; 


Han acordado lo siguiente: 


ARTICULO I 
Definiciones 
1. Para los fines del presente Acuerdo: 


(a) “inversiones” significa todo tipo de activo y en 
particular aunque no exclusivamente, incluye: 


(1) bienes muebles e inmuebles o cualquier otro dere- 
cho real tal como hipotecas, gravámenes, o prendas; 


(11) acciones, títulos y bonos de compañías o intere- 
ses en los bienes de dichas compañías, 


(111) títulos de crédito dinerarios o cualquier presta- 
ción que tenga valor financiero; 


(1v) derechos de propiedad intelectual e industrial, 
incluyendo derechos de autor, patentes, marcas regis- 
tradas, nombres registrados, diseños industriales, secre- 
tos de marca, procedimientos técnicos, conocimientos 
tecnológicos y valor llave; 


(v) concesiones comerciales otorgadas por ley o en 
virtud de contratos, incluyendo concesiones para inves- 
tigación, cultivos, extracción o explotación de recursos 
naturales; 


(b) “rentas” se refiere al monto producido por una 
inversión y en particular, aunque no en forma exclusiva, 
incluye ganancias, intereses, plusvalías, dividendos, re- 
galías o gratificaciones; 


(c) “inversor” se refiere a: 


(1) toda persona que posea ciudadanía de una de las 
Partes Contratantes y que no posea la ciudadanía de la 
otra Parte Contratante, de acuerdo con su legislación; o 


(11) cualquier corporación, sociedad, consorcio, jo- 
int-ventures, asociación o empresa incorporada o debi- 
damente constituida de acuerdo con la legislación co- 
rrespondiente de dicha Parte Contratante; 


(d) “territorio” significa: 
(1) con relación a Malasia, todo el territorio que abar- 


ca la Federación de Malasia, el mar territorial, su lecho y 
subsuelo y espacio aéreo; 
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(11) con relación a la República Oriental del Uruguay, 
su territorio así como aquellas zonas marítimas, que in- 
cluyen su lecho y subsuelo, contiguos al límite externo 
del mar territorial, sobre el cual el Uruguay ejerce, de 
acuerdo con la legislación internacional, derechos sobe- 
ranos para los fines de exploración y explotación de los 
recursos naturales de dichas áreas; 


(c) “moneda de libre curso” se refiere al dólar ameri- 
cano, libra esterlina, marcoalemán, franco francés, yen 
japonés, o cualquier divisa de uso corriente en el pago 
de transacciones internacionales y de libre convertibili- 
dad en los principales mercados cambiarios internacio- 
nales. 


2. (1) El término “inversiones” mencionado en el pá- 
rágrafo 1 (a), se refiere exclusivamente a todas aquellas 
inversiones realizadas de acuerdo con la legislación, re- 
glamentos y políticas nacionales de las Partes Contra- 
tantes. 


(11) Cualquier modificación en la forma de inversión 
de un bien no afectará su calificación como inversión, a 
condición que dicha modificación no resulte contraria al 
acto de aprobación del activo originalmente invertido, si 
el mismo existiere. 


ARTICULO 2 
Promoción y Protección de las Inversiones 


1. Cada una de las Partes Contratantes promoverá y 
creará condiciones favorables para que los inversores 
de la otra Parte Contratante realicen inversiones de ca- 
pital en su territorio y, de acuerdo con sus legislacio- 
nes, reglamentaciones y políticas nacionales, admitirán 
dichas inversiones. 


2. En toda ocasión se otorgará un tratamiento justo 
y equitativo a las inversiones realizadas por los inverso- 
res de cada una de las Partes Contratantes los que go- 
zarán de plena y adecuada protección y seguridad en el 
territorio de la otra Parte Contratante. 


ARTICULO 3 
Cláusula de la Nación más Favorecida 


1. Las inversiones realizadas por inversores de cual- 
quiera de las Partes Contratantes en el territorio de la 
otra Parte Contratante recibirán un tratamiento justo y 
equitativo y no menos favorable que aquel acordado 
para las inversiones realizadas por inversores de un ter- 
cer Estado. 


2. Las disposiciones del presente Acuerdo relativas 
al otorgamiento de un tratamiento no menos favorable 
que aquel acordado para los inversores de un tercer Es- 
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tado no se interpretarán como la obligación de una de 
las Partes Contratantes de extender a los inversores de 
la otra parte el beneficio de un tratamiento, preferencia o 
privilegio resultante de: 


(a) cualquier unión aduanera existente o futura o zona 
de libre comercio o mercado común o unión aduanera o 
similar acuerdo internacional u otras formas de coopera- 
ción regional de las cuales las Partes Contratantes for- 
men o pudieren formar parte; o la celebración de un acuer- 
do que conduzca a la formación o ampliación de dicha 
unión o área dentro de un plazo razonable; o 


(b) cualquier acuerdo o disposición internacional re- 
ferida total o fundamentalmente a cuestiones tributarias 
o todo tipo de legislación interna relativa total o funda- 
mentalmente a cuestiones tributarias. 


ARTICULO 4 
Compensación por Pérdidas 


Los inversores de una de las Partes Contratantes 
cuyas inversiones en el territorio de la otra Parte Con- 
tratante sufran pérdidas por causa de guerra u otro con- 
flicto armado, revolución, estado de emergencia nacio- 
nal, revuelta, insurrección o motín en el territorio de la 
esta última, recibirán de esta Parte Contratante un trata- 
miento relativo a la restitución, indemnización, compen- 
sación u otro resarcimiento, no menos favorable que el 
cual esta última Parte Contratante acuerde para los in- 
versores de un tercer Estado. 


ARTICULO 5 
Expropiación 


Ninguna de las Partes Contratantes tomará medidas 
de expropiación, nacionalización u otra medida cuyo efec- 
to sea quitar la posesión con efecto equivalente a la 
nacionalización o expropiación, contra las inversiones 
de un inversor de la otra Parte Contratante salvo bajo 
las condiciones siguientes: 


(a) que las medidas sean tomadas para un fin legal y 
en virtud de debido proceso; 


(b) que las medidas no sean discriminatorias; 


(c) que las medidas estén acompañadas por disposi- 
ciones para el pago de una inmediata, adecuada y efec- 
tiva compensación. Dicha compensación ascenderá al 
valor de mercado de las inversiones afectadas inmedia- 
tamente antes de que la medida de expropiación adopta- 
da se hiciera de público conocimiento , y será libremen- 
te transferible en moneda de libre curso desde la Parte 
Contratante. Cualquier demora no justificada en el pago 


C.S.-303 


304-C.S. 


de la compensación producirá intereses según la tasa 
comercial en uso según la acuerden ambas Partes. 


ARTICULO 6 
Transferencias 


1. Cada Parte Contratante autorizará, sin demora no 
justificada, la transferencia, en moneda corriente de libre 
curso, de: 


(a) rentas netas, dividendos, royalties, asistencia téc- 
nica y honorarios técnicos, interés y otros ingresos co- 
rrientes, que devengan de cualquier inversión de los in- 
versores de la otra Parte Contratante; 


(b) resultados de la liquidación total o parcial de cual- 
quier inversión realizada por los inversores de la otra 
Parte Contratante; 


(c) fondos para el repago de préstamos otorgados o 
solicitados por inversores de una Parte Contratante a 
inversores de la otra Parte Contratante que ambas Par- 
tes Contratantes hayan reconocido como inversión; y 


(d) las ganancias netas y otras compensaciones de 
inversores de una Parte Contratante que estén emplea- 
dos y autorizados a trabajar en relación con inversiones 
en el territorio de la otra Parte Contratante. 


2. Los tipos de cambio aplicables a la transferencia 
referida en el parágrafo 1 de este artículo serán aquellos 
de uso a la fecha de la remisión. 


3. Las Partes Contratantes se comprometen a acor- 
dar a las transferencias a que hace referencia el parágra- 
fo 1 de este artículo un tratamiento tan favorable como 
el otorgado a las transferencias que se originen en in- 
versiones realizadas por inversores de un tercer Estado. 


4. Las transferencias están sujetas al derecho de cada 
Parte Contratante de ejercer facultades equitativas y de 
buena fe conferidas por sus leyes y reglamentos vigen- 
tes a la fecha de la inversión, así como por nuevas leyes 
y reglamentos posteriores, a condición que ningún in- 
versor sea colocado en una posición menos favorable 
que la que tenía a la fecha de inicio de la inversión. 


ARTICULO 7 


Solución de Controversias sobre Inversiones entre 
una Parte Contratante y un Inversor de la otra Parte 
Contratante 


1. Las controversias que surjan dentro del marco del 
presente Acuerdo entre el inversor de una Parte Contra- 
tante y la otra Parte Contratante se resolverán, en lo 
posible, por consultas y negociaciones. 
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2. Para los efectos del presente artículo, una contro- 
versia por inversiones se define como la disputa relativa 
a la interpretación o aplicación de los términos de este 
Acuerdo con relación a cualquier inversión realizada por 
un inversor de una de las Partes Contratantes en el terri- 
torio de la otra Parte Contratante. 


3. Si la controversia, tal como se define en el pará- 
grafo 2 de este artículo, no pudiera ser resuelta de ese 
modo en el término de seis meses de realizada la notifi- 
cación de reclamo, será sometida, a decisión del recla- 
mante, a uno u otro de los siguientes organismos: 


a) a los tribunales judiciales o administrativos com- 
petentes de la Parte Contratante en cuyo territorio se 
hubieran realizado las inversiones; 


b) (D) a un tribunal arbitral de tres miembros. Los 
árbitros serán designados de acuerdo con las Normas 
de Arbitraje de la Comisión de las Naciones Unidas so- 
bre Derecho Comercial Internacional (UNCITRAL); o 


(ID) al Centro Internacional para Solución de Contro- 
versias sobre Inversiones cuando ambas Partes Contra- 
tantes sean parte de la Convención de solución de Con- 
troversias relativas a Inversiones entre los Estados y 
los Nacionales de otros Estados, abierta a la firma en 
Washington DC., con fecha 18 de marzo de 1965, para 
soluciones por conciliación o arbitraje. 


En caso que un inversor haya decidido someter una 
controversia ante el referido tribunal competente de la 
Parte Contratante donde se hubiera realizado la inver- 
sión, o a arbitraje internacional, dicha elección será defi- 
nitiva. 


4. El tribunal arbitral decidirá la controversia de acuer- 
do con los términos del presente Acuerdo, la legislación 
de la Parte Contratante involucrada en la controversia, 
los términos de cualquier acuerdo específico concluido 
en relación a dicha inversión y los principios aplicables 
de Derecho Internacional. 


5. La sentencia judicial o decisión arbitral adoptada 
será definitiva y obligatoria para ambas Partes en la con- 
troversia. 


6. Ninguna de las Partes Contratantes presentará 
un reclamo internacional con relación a una controver- 
sia que uno de sus inversores y la otra Parte Contra- 
tante hubieran sometido a arbitraje internacional o a 
decisión del tribunal competente de la Parte en cuyo 
territorio se hubiera realizado la inversión, a menos que 
dicha otra Parte Contratante no hubiera ejecutado ni 
cumplido el fallo o sentencia emitido en relación con 
dicha disputa. 
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ARTICULO 8 


Solución de Controversias entre 
las Partes Contratantes 


1. Las controversias entre las Partes Contratantes 
relativas a la interpretación o aplicación del presente 
Acuerdo deberán, en lo posible, solucionarse a través 
de canales diplomáticos. 


2. En caso que una controversia entre las Partes Con- 
tratantes no pudiera solucionarse de ese modo, a solici- 
tud de cualquiera de las Partes Contratantes se somete- 
rá a un tribunal arbitral. 


3. Dicho tribunal arbitral estará constituido para cada 
caso individual del modo siguiente: dentro del término 
de dos meses de recibida la solicitud de arbitraje, cada 
Parte Contratante designará un miembro del tribunal. Es- 
tos dos miembros elegirán luego un Nacional de un ter- 
cer Estado quien, aprobado por las dos Partes Contra- 
tantes, será designado Presidente del tribunal. El Presi- 
dente será designado dentro del plazo de dos (2) meses 
a partir de la fecha de designación de los otros dos 
miembros. 


4. Si dentro de los períodos especificados en el pará- 
grafo 3 de este artículo no se hubieran realizado las de- 
signaciones necesarias, cualquiera de las Partes Contra- 
tantes podrá, en ausencia de cualquier otro acuerdo, in- 
vitar al Presidente de la Corte Internacional de Justicia a 
realizar las designaciones necesarias. Si el Presidente es 
un Nacional de cualquiera de las Partes Contratantes o 
s1 estuviera impedido por otro concepto de cumplir di- 
cha función, el Vicepresidente será invitado a realizar 
las designaciones necesarias. Si el Vicepresidente fuera 
un Nacional de cualquiera de las Partes Contratantes o 
si estuviera también impedido de cumplir dicha función, 
el integrante de la Corte Internacional de Justicia que le 
sigue en rango y que no sea Nacional de ninguna de las 
Partes Contratantes será invitado a realizar los nombra- 
mientos necesarios. 


5. El tribunal arbitral tomará su decisión por mayoría 
de votos. Dicha decisión será obligatoria para ambas 
Partes Contratantes. Cada Parte Contratante se hará car- 
go de los costos de su representante en el tribunal y de 
su representación en las actuaciones arbitrales, el costo 
del Presidente y los restantes cargos correrán, por par- 
tes iguales, a cargo de las Partes Contratantes. No obs- 
tante, el tribunal, podrá decidir que una proporción ma- 
yor de los gastos correrá por cuenta de una de las dos 
Partes Contratantes y esta decisión será obligatoria para 
ambas Partes Contratantes. El tribunal determinará su 
propio procedimiento. 
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ARTICULO 9 
Subrogación 


1. En caso que una de las Partes Contratantes o una 
agencia de una de ellas realizara un pago a cualquiera 
de sus inversores en virtud de una garantía o un contra- 
to de seguro que hubiera contraído con relación a una 
inversión, la otra Parte Contratante reconocerá la validez 
de la subrogación, en favor de dicha Parte Contratante o 
su agencia, sobre cualquier derecho del inversor. 


2. La Parte Contratante, o su agencia, subrogante en 
los derechos del inversor de acuerdo con el parágrafo I 
de este artículo, será titular en todos los casos de los 
mismos derechos del inversor respecto de la inversión 
involucrada y sus rendimientos. Dichos derechos po- 
drán ser ejercidos por la Parte Contratante o su agencia 
O por el inversor si así lo autorizan la referida Parte Con- 
tratante o agencia. 


ARTICULO 10 
Aplicación a las inversiones 


1. El presente Acuerdo se aplicará a las inversiones 
realizadas en el territorio de cualquiera de las Partes Con- 
tratantes de acuerdo con su legislación, reglamentos o 
política nacional por inversores de la otra Parte Contra- 
tante con anterioridad y posterioridad a la entrada en 
vigor del presente Acuerdo. 


2. El Acuerdo no será aplicable en ningún caso a 
divergencias o controversias que hayan surgido antes 
de su entrada en vigor. 


ARTICULO 11 
Enmiendas 


El presente Acuerdo podrá ser modificado por mu- 
tuo consentimiento de las Partes Contratantes en cual- 
quier oportunidad posterior a su entrada en vigor. Las 
modificaciones acordadas entrarán en vigor treinta (30) 
días después de que ambas Partes se hayan notificado 
mutuamente que han cumplido los requerimientos cons- 
titucionales necesarios para la entrada en vigor de las 
enmiendas. Cualquier alteración o modificación del pre- 
sente acuerdo se realizará sin perjuicio de los derechos 
y obligaciones que emanen de este acuerdo con anterio- 
ridad a la fecha de dicha modificación o alteración y 
hasta que los referidos derechos y obligaciones se im- 
plementen en su totalidad. 


ARTICULO 12 
Entrada en vigor, Duración y Terminación 


1. El presente Acuerdo entrará en vigor treinta días 
después de la última fecha en que los Gobiernos de las 
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Partes Contratantes se hayan notificado mutuamente que 
han cumplido los requisitos constitucionales para la en- 
trada en vigor del Acuerdo. La última fecha hace refe- 
rencia a la fecha de remisión de la última carta de notifi- 
cación. 


2. El presente Acuerdo permanecerá en vigor por un 
período de diez años y continuará en vigencia a menos 
que se termine de acuerdo con el parágrafo 3 de este 
artículo, 


3. A menos que una de las Partes Contratantes noti- 
fique a la otra Parte Contratante su intención de termi- 
nar este Acuerdo un año antes de finalizar el período de 
diez años, el Acuerdo, incluyendo este artículo, se ex- 
tenderá automáticamente por otro período de diez años. 


4. Con relación a las inversiones realizadas o adqui- 
ridas con anterioridad a la fecha de terminación de este 
Acuerdo, las disposiciones de todos los demás artícu- 
los de este Acuerdo continuarán en vigor por un perío- 
do de diez años a partir de dicha fecha de terminación. 


En fe de lo cual los suscritos, debidamente autoriza- 
dos por sus respectivos Gobiernos, suscriben el pre- 
sente Acuerdo. 


Hecho en duplicado en Montevideo, a los nueve días 
del mes de agosto de mil novecientos noventa y cinco, 
en español, malayo e inglés, siendo todos los textos 
igualmente auténticos. En caso de divergencias en su 
interpretación, prevalecerá el texto en idioma inglés. 


Luce Firma Luce Firma 
Por el Gobierno Por el Gobierno 
de Malasia de la República 
Oriental del Uruguay 


Dra. Diana Espino de Papantanakis 
Embajadora 
Directora de Tratados.» 


SEÑOR PRESIDENTE. Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador Sin- 
ger. 


SEÑOR SINGER.- Señor Presidente: el Senado tiene a con- 
sideración tres acuerdos sobre promoción y protección de in- 
versiones. Uno, con el Gobierno de Malasia, otro con la Repú- 
blica de Venezuela y un tercero con la República de Panamá. 
Tal como hace poco tiempo informé al Cuerpo, estos proyectos 
siguen los lineamientos generales de todos los convenios que 
el país ha suscrito en esta materia. Son convenios muy impor- 
tantes -queremos subrayarlos- porque entrañan, por lo menos, 
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la posibilidad de recibir inversiones de riesgo, de tipo producti- 
vo, que son las que el país más necesita. 


Este acuerdo sigue, tal como ya lo dijimos, los lineamientos 
de los anteriores. Además, adelanto que lo que estoy diciendo 
respecto de este proyecto, que es el primero, entre Uruguay y 
el Gobierno de Malasia, será válido para los otros dos que va a 
considerar el Cuerpo. 


El sintético informe escrito que distribuimos -que cuenta 
con el acuerdo mayoritario de los integrantes de la Comisión- 
tiene cuatro puntos fundamentales: el mecanismo de admisión, 
el de tratamiento -cuya base es considerar las inversiones que 
se realicen entre las Partes, con el criterio de la nación más 
favorecida, con las exclusiones de práctica en la materia-, el 
régimen de expropiaciones -donde se establece que solamente 
por razones de utilidad pública y que no sean discriminatorias, 
podrán realizarse con una inmediata, adecuada y efectiva com- 
pensación- y el régimen de solución de controversias que, val- 
ga la redundancia, es el tema más controvertido en el informe 
de la Comisión y que, como todos sabemos, es una cuestión 
clave sin la cual sería imposible la firma de este tipo de conve- 
nios. 


Hace unos cuantos años, eran otros los mecanismos que se 
utilizaban para la solución de controversias. Ahora, tal como 
verán los señores miembros del Senado, se apela al hecho de 
que, cuando no haya acuerdo entre las Partes, se podrá recurrir 
a Tribunales Internacionales, al arbitraje internacional del Cen- 
tro Internacional para Solución de Controversias sobre Inver- 
siones -creado por la Convención sobre arreglo de diferencias 
relativas a inversiones entre Estados y Nacionales de otros 
Estados, suscrito en Washington el 18 de marzo de 1965- o al 
Tribunal de tres miembros designado conforme al Reglamento 
de Arbitraje de la Comisión de las Naciones Unidas para el 
Derecho Mercantil Internacional. 


Finalmente, el artículo 8” detalla los procedimientos a seguir 
ya no en una controversia entre las partes inversoras y el Esta- 
do que recibe la inversión, sino las que se susciten entre las 
Partes. Los últimos dos artículos, 11 y 12 son de orden para 
este tipo de inversiones. 


Reitero, señor Presidente, que este mismo informe es el que 
sustenta los otros dos proyectos. Por lo tanto, solicito que una 
vez que se pongan en consideración, se pase directamente a la 
votación, salvo que algún señor Senador quiera decir algo al 
respecto. 


SEÑOR GARGANO.- Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR GARGANO.-- Señor Presidente: el señor Miembro 
Informante ya dio a entender que en la Comisión hubo discre- 
pancias en torno a uno de los aspectos de estos tratados, es 
decir, respecto del de la solución de controversias. Los inte- 
grantes del Frente Amplio, así como otros señores Legislado- 
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res de la Legislatura pasada -que fue el momento en que empe- 
zaron a darse las nuevas características de estos tratados- se 
oponen al criterio de la prórroga de jurisdicción, tal como se la 
denomina en términos jurídicos. 


¿Qué quiere decir esto? Que se acepte por parte del Estado 
uruguayo que hechos acaecidos durante la realización de un 
negocio en el Uruguay, puedan ser juzgados por una autoridad 
judicial que no pertenezca al país, es decir, al Estado uruguayo. 


Quiero hacer notar que este criterio está siendo progresiva- 
mente dejado de lado en la articulación de los tratados interna- 
cionales; también es cierto que ha regido durante siglos. Es 
más; las características del principio de soberanía, en este as- 
pecto, es fundamental. Uno de los elementos básicos que re- 
clamaban los que estaban sometidos a una jurisdicción colo- 
nial era tener la capacidad de poder decidir en el propio territo- 
rio los problemas que se suscitaban en él, y no transferírselos a 
otro. Quienes imponían desde fuera una materia distinta eran 
los que dominaban en el mercado internacional o en las relacio- 
nes entre las personas, las cosas y las naciones. 


Quiero subrayar que los Tratados presentan algunos mati- 
ces. El primero de ellos, firmado con el Gobierno de Malasia, 
establece un mecanismo por el cual, si no hay acuerdo amisto- 
so, se puede recurrir a una solución de arbitraje; conforme a la 
disposición de que se trata, se puede recurrir al Centro Interna- 
cional para Solución de Controversias sobre Inversiones. Esto 
fue aprobado recién en el transcurso del año pasado por el 
Senado de la República, después de diez años de haber estado 
sometido a su consideración y de haber sido rechazado en 
1964 por el Consejo Nacional de Gobierno porque, concreta- 
mente, se trata de transferir a un organismo internacional la 
solución de los problemas que se susciten en el país. 


En cuanto a esta prórroga de jurisdicción muy específica, 
cabe señalar que en los otros Tratados, es decir, en los firma- 
dos con los gobiernos de Venezuela y Panamá, el criterio es 
que la jurisdicción es aquella que elige el inversor. Por ejemplo, 
supongamos que un ciudadano invierte en el Uruguay y surge 
un problema de ejecución de su contrato. Esta persona consi- 
dera que el mismo ha sido violado; entonces, quien juzga es la 
autoridad judicial que él elige, y no el Estado uruguayo. Por 
nuestra parte consideramos que en estos dos casos es aún 
más grave la prórroga de jurisdicción y es por eso que votare- 
mos negativamente los tres tratados. 


SEÑOR KORZENIAK.- Pido la palabra. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador 
Korzeniak. 


SEÑOR KORZENIAK.- Señor Presidente: es muy poco lo 
que tengo que agregar a lo expresado por el señor Senador 
Gargano. 


Sin embargo, no puedo evitar hacer una mención, que ya 
reiteramos en varias oportunidades durante la Legislatura pa- 
sada, con muy poco éxito, y no sólo en el Senado, sino también 
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en el ámbito de la vida judicial común. Se trata de una fracesita 
de la Constitución que figura en el artículo 239; en el primer 
apartado de esa disposición, se establece que es jurisdicción 
exclusiva y originaria de la Suprema Corte de Justicia las cues- 
tiones relativas a tratados, pactos y convenciones con otros 
Estados. Esa es una expresión que tiene una prosapia gramati- 
cal muy vieja, colonial, ya que viene del año 1930. Sin embargo, 
esto es lo que figura en la Constitución y, personalmente, creo 
que no hay muchas dudas en esta materia. La única duda tiene 
que ver con que si a la Suprema Corte de Justicia le tocaran 
todos esos casos, se llenaría de trabajo; en todo caso, mientras 
la norma esté vigente, uno no puede mirar para otro lado. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se 
va a votar en general el proyecto de ley. 


(Se vota: ) 

-18 en 29. Afirmativa. 

-En discusión particular. 

Léase el artículo único del proyecto. 
(Se lee:) 


“Artículo único.- Apruébase el Acuerdo para la Pro- 
moción y Protección de Inversiones entre el Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de 
Malasia, suscrito en Montevideo el 9 de agosto de 1995.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota: ) 

-18 en 29. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por ser 
igual al considerado) 


16) ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE REPUBLICA 
ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL GOBIERNO DE LA 
REPUBLICA DE VENEZUELA PARA LA PROMOCION 
Y PROTECCION RECIPROCA DE INVERSIONES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto que 
figura en segundo término del orden del día: “Proyecto de 
Ley por el que se aprueba el Acuerdo para la Promoción y 
Protección Recíproca de Inversiones entre el Gobierno de la 
República Oriental del Uruguay y la República de Venezuela. 
(Carp. N*” 1267/98 - Rep. N* 125/00)” 


(Antecedentes:) 
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«Carp. N* 1267/1998 
Rep. N* 125/2000 


Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de 
Economía y Finanzas 


Montevideo, 30 de mayo de 2000. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, de conformidad con el artículo 168, numeral 20 
de la Constitución de la República, a fin de reiterar el 
Mensaje de fecha 24 de julio de 1998 que se adjunta, 
por el cual se solicita la aprobación parlamentaria del 
Acuerdo entre el Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay el Gobierno de la República de Venezuela para 
la Promoción y Protección Recíproca de Inversiones, sus- 
crito en Caracas el 20 de mayo de 1997. 


Al continuar en vigencia para los intereses y el pres- 
tigio internacional de la República los fundamentos que 
en su oportunidad ameritaron su envío, el Poder Ejecuti- 
vo se permite solicitar a ese Cuerpo la pronta aproba- 
ción del mismo. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración. 


Jorge Batlle Ibáñez PRESIDENTE DE LA RE- 
PUBLICA, Alberto Bensión. 


Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de 
Economía y Finanzas 


Montevideo, 30 de mayo de 2000. 
PROYECTO DE LEY 


Artículo Unico.- Apruébase el Acuerdo entre el Go- 
bierno de la República Oriental del Uruguay y el Gobier- 
no de la República de Venezuela para la Promoción y 
Protección Recíproca de Inversiones, suscrito en Cara- 
cas el 20 de mayo de 1997. 


Didier Opertti, Alberto Bensión. 
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INFORME 
Al Senado: 


El Poder Ejecutivo remitió, con fecha 24 de julio de 
1998, Mensaje y proyecto de ley por el que se aprueba 
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el Acuerdo para la Promoción y Protección Recíproca de 
inversiones entre nuestro país y Venezuela, suscrito en 
Caracas el 20 de mayo de 1997. Al no aprobarse en la 
pasada legislatura el Poder Ejecutivo reiteró su Mensaje 
con fecha 30 de mayo de 2000. 


El Acuerdo sigue, en general, los lineamientos de los 
demás convenios suscritos con otros países por los que 
se propende a generar condiciones favorables para la 
radicación de inversiones extranjeras en el Uruguay. Esos 
lineamientos pueden sintetizarse en cuatro aspectos prin- 
cipales: 


1. Proceso de admisión 


En los artículos 1* al 3” se establecen las normas de 
protección y promoción con definiciones precisas para 
asegurar el principio de la estricta reciprocidad. 


2. Tratamiento 


Es el de la nación más favorecida y el tratamiento 
nacional (artículo 4%), excluyéndose los privilegios otor- 
gados en virtud de acuerdos de integración. 


La libre transferencia de inversiones y rendimientos 
de las mismas se asegura con amplitud (artículo 59). 


3. Expropiación 


Se dispone que solamente podrán expropiarse las in- 
versiones en casos de “utilidad pública” y con una pron- 
ta, adecuada y efectiva indemnización (artículo 6%). Tam- 
bién se protegen las inversiones de las Partes o de sus 
inversores por pérdidas derivadas de conflictos arma- 
dos, insurrecciones, motines o cualquier otro tipo de 
perturbación del orden público (artículo 79). 


4. Solución de controversias 


El artículo 9” se refiere a las controversias que even- 
tualmente pudieran suscitarse entre un inversor de una 
Parte y la otra Parte Contratante. Si las mismas no pu- 
dieran resolverse amistosamente podrá recurrir, a elec- 
ción del inversor, a la jurisdicción nacional donde esté 
radicada la inversión o al arbitraje internacional. En el 
primer caso quedaría expedita para el inversor, en 
nuestro país, la jurisdicción especial prevista por la 
Ley N* 16.110 de 25 de abril de 1990. En el segundo el 
inversor podrá recurrir a: 


a) al Centro Internacional para Solución de Controver- 
sias sobre Inversiones (CIADD), creado por la Con- 
vención sobre Arreglo de Diferencias relativas a In- 
versiones entre Estados y Nacionales de otros Esta- 
dos, suscrito en Washington el 18 de marzo de 1965; 


b) al Tribunal previsto en el Reglamento de Arbitraje de 
la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho 
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Mercantil Internacional, aprobado por la Asamblea 
General el 15 de diciembre de 1976. 


El artículo 10 se refiere a las controversias entre las 
Partes Contratantes y regula detalladamente los proce- 
dimientos de arbitraje a seguir para el caso de no arri- 
barse a soluciones negociadas. 


Queda establecido que las decisiones arbitrales se- 
rán definitivas e irrecurribles. 


El Acuerdo se aplicará a las inversiones efectuadas 
aun antes de su entrada en vigor pero en este caso no 
serán de aplicación las cláusulas sobre arbitraje. 


El artículo 11 contiene las disposiciones de rigor en 
este tipo de convenios. 


Por lo expuesto vuestra Comisión aconseja la apro- 
bación del adjunto proyecto de ley ratificando el Acuer- 
do. 


Sala de la Comisión, a 12 de octubre de 2000. 


Juan Adolfo Singer (Miembro Informante), Al- 
berto Couriel (Discorde), Reinaldo Gargano (Dis- 
corde), Pablo Millor, Carlos Julio Pereyra, Am- 
brosio Rodríguez, Wilson Sanabria. Senadores. 


ACUERDO ENTRE EL GOBIERNO DE 
LA REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y EL 
GOBIERNO DE LA REPUBLICA DE VENEZUELA 
PARA LA PROMOCION Y PROTECCION RECIPROCA 
DE INVERSIONES 


El Gobierno de la República Oriental del Uruguay y 
el Gobierno de la República de Venezuela, en adelante 
denominados las Partes Contratantes; 


CONVENCIDOS de que creando y manteniendo con- 
diciones favorables para las inversiones de inversionis- 
tas de cada Parte Contratante en el territorio de la otra, 
contribuirán al progreso tecnológico y al bienestar eco- 
nómico de sus pueblos, así como al desarrollo de las 
relaciones de cooperación y amistad entre ellos; 


CONVENCIDOS de que para alcanzar estos fines es 
importante asegurar a las inversiones seguridad jurídica 
y medios imparciales y eficientes para la solución de 
controversias; 

HAN convenido lo siguiente: 

ARTICULO 1 
DEFINICIONES 


Para los efectos del presente Acuerdo: 
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1. El término “inversor” designa a toda persona na- 
tural o jurídica de una Parte Contratante que efectúe 
una inversión en el territorio de la otra Parte Contratan- 
te; 


a) el término “persona natural de una Parte Contratan- 
te” designa a toda persona natural que tenga la na- 
cionalidad de esa Parte Contratante de conformidad 
con su legislación. 


b) El término “persona jurídica de una Parte Contratan- 
te” designa a toda entidad jurídica, pública o priva- 
da, con o sin fines de lucro, constituida de conformi- 
dad con la legislación de esa Parte Contratante o 
efectivamente controlada por inversores de esa Par- 
te Contratante. 


2. El término “inversiones” incluye todas las clases 
de bienes y derechos invertidos por un inversor de una 
Parte Contratante en el territorio de la otra. Entre estos 
están comprendidos: 


a) la propiedad y todos los demás derechos y garantías 
reales sobre bienes muebles o inmuebles; 


b) las acciones, cuotas sociales o cualquier otra forma 
de participación en empresas de cualquier tipo; 


c) los derechos al pago de sumas de dinero que se 
relacionen con una inversión y los derechos a cual- 
quier prestación contractual; 


d) los derechos de propiedad intelectual, incluyendo 
derechos de autor, patentes, marcas de fábrica, co- 
nocimientos y procesos técnicos, prestigio y cliente- 
la; 


e) las concesiones y otros derechos otorgados confor- 
me al Derecho Público. 


3) El término “territorio” incluye, además del territo- 
rio terrestre, las áreas marinas y submarinas en las que 
cualquiera de las Partes Contratantes ejerza o llegue a 
ejercer, de conformidad con el Derecho Internacional, 
soberanía o jurisdicción. 


ARTICULO 2 
INVERSIONES ACTUALES Y FUTURAS 


El presente Acuerdo se aplicará a las inversiones 
efectuadas por inversores de una de las Partes Contra- 
tantes en el territorio de la otra Parte Contratante antes 
o después de su entrada en vigencia, pero no será apli- 
cable a las controversias que se originen en hechos o 
actos ocurridos antes de su entrada en vigencia. 
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ARTICULO 3 
PROMOCION Y ADMISION 


Cada Parte Contratante promoverá y admitirá en su 
territorio, de conformidad con su legislación, las inver- 
siones de los inversionistas de la otra Parte Contratan- 
te. 


ARTICULO 4 
TRATO 


Cada Parte Contratante, de conformidad con las nor- 
mas y criterios del Derecho Internacional, acordará a las 
inversiones de inversores de la otra Parte Contratante 
en su territorio, un trato justo y equitativo, les garanti- 
zará seguridad y protección jurídica plenas y se absten- 
drá de obstaculizar con medidas arbitrarias o discrimina- 
torias su administración, gestión, mantenimiento, uso, 
disfrute, ampliación, venta o liquidación. 


El trato que cada Parte Contratante acuerde a las 
inversiones de inversores de la otra Parte Contratante 
en su territorio, o a los inversores mismos en lo relacio- 
nado con sus inversiones, no será menos favorable que 
el que acuerde en circunstancias comparables a las in- 
versiones de sus propios inversores o a las de inverso- 
res de cualquier tercer Estado, o a dichos inversores en 
lo relacionado con sus inversiones. 


Las disposiciones del párrafo precedente no se apli- 
carán a las ventajas que una Parte Contratante haya acor- 
dado a los inversores de un tercer Estado o a sus inver- 
siones en virtud de su participación o asociación en un 
tratado de integración, libre comercio, unión aduanera u 
otros de naturaleza similar, o en virtud de un tratado 
para evitar la doble tributación. 


El presente Acuerdo no impedirá la aplicación de las 
normas de Derecho Internacional o de la legislación de 
cualquier de las Partes Contratantes que existan actual- 
mente o se establezcan en el futuro, que prevean un 
trato más favorable para las inversiones. 


Cada Parte Contratante cumplirá las obligaciones que 
haya convenido o convenga con un inversor de la otra 
Parte Contratante respecto del tratamiento de su inver- 
sión. 


ARTICULO 5 
TRANSFERENCIA 


Cada Parte Contratante permitirá la irrestricta trans- 
ferencia, en moneda de libre convertibilidad y al tipo de 
cambio corriente en el mercado, de las sumas de dinero 
relacionadas con una inversión, las cuales comprenden, 
aunque no exclusivamente: 


CAMARA DE SENADORES 


a) utilidades, dividendos, intereses, regalías y otros in- 
gresos derivados de la inversión; 


b) sumas para el pago de créditos u otras deudas rela- 
cionadas directamente con la inversión, o para el 
pago de regalías u otros pagos relacionados con de- 
rechos de propiedad intelectual; 


c) sumas necesarias para la adquisición de bienes o 
servicios destinados a la operación, mantenimiento 
o ampliación de inversión; 


d) sumas provenientes de la venta o liquidación total o 
parcial de la inversión; 


e) sumas recibidas por concepto de indemnización. 
ARTICULO 6 


EXPROPIACION 


Ninguna Parte Contratante expropiará las inversio- 
nes de inversores de la otra Parte Contratante, ni les 
aplicará medidas equivalentes a la expropiación, a me- 
nos que sea por causa de interés público, de acuerdo 
con la ley y mediante pronta y adecuada indemnización. 


La indemnización será pagada en moneda de libre 
convertibilidad por el valor total del mercado de la in- 
versión inmediatamente antes de que se adopten las me- 
didas o en el momento en que las medidas inminentes se 
hagan del conocimiento público, si éste es mayor, e in- 
cluirá intereses calculados a la rata del mercado hasta el 
momento del pago. 


ARTICULO 7 


INDEMNIZACION POR DAÑOS 


Si una Parte Contratante acuerda indemnización a sus 
propios inversionistas o a los de un tercer Estado por 
daños sufridos por sus inversiones como consecuen- 
cias de un conflicto armado interno o externo, una insu- 
rrección, un motín o cualquier otro tipo de perturbación 
del orden público, acordará indemnización en condicio- 
nes no menos favorables a los inversores de la otra Par- 
te Contratante. 


ARTICULO 8 


SUBROGACION 


Si una Parte Contratante o una entidad pública o 
privada debidamente autorizada de esa Parte Contratan- 
te, indemniza a un inversor suyo en virtud de un seguro 
u otra garantía para cubrir riesgos no comerciales en 
relación con su inversión en el territorio de la otra Parte 
Contratante, ésta reconocerá la subrogación de aquélla 
en los derechos que correspondan al inversor en virtud 
del presente Acuerdo. 
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ARTICULO 9 


CONTROVERSIAS ENTRE UN INVERSOR 
DE UNA PARTE CONTRATANTE Y LA OTRA PARTE 
CONTRATANTE 


Cualquier controversia que surja entre un inversor 
de una Parte Contratante y otra Parte Contratante res- 
pecto del cumplimiento por ésta de las disposiciones 
del presente Acuerdo en relación con la inversión de 
aquél, y que no sea resuelta amistosamente, será so- 
metida, a opción del inversor, a los tribunales de la 
Parte Contratante que es parte de la controversia o a 
arbitraje. 


El inversor que haya optado por someter la contro- 
versia a los tribunales de la Parte Contratante no podrá 
luego recurrir al arbitraje, a menos que se produzca una 
denegación de justicia según las normas y criterios del 
Derecho Internacional. 


El arbitraje se efectuará en el Centro Internacional 
para Arreglo de Diferencias Relativas a las Inversiones, 
CIADI, de conformidad con las disposiciones del Con- 
venio sobre Arreglo de Diferencias Relativas a las In- 
versiones entre Estados y Nacionales de otros Estados, 
suscrito en Washington el 18 de marzo de 1965 o, de ser 
el caso, de conformidad con las reglas que rigen el Me- 
canismo Complementario para la Administración de Pro- 
cedimientos de Conciliación, Arbitraje y Comprobación 
de Hechos por la Secretaría del CIADI. 


S1 por cualquier motivo no estuvieran disponibles el 
CIADI ni el Mecanismo Complementario, el inversor po- 
drá someter la controversia a arbitraje de conformidad 
con el Reglamento de Arbitraje de la Comisión de las 
Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Internacio- 
nal. 


En cualquier caso, la jurisdicción del tribunal arbitral 
se limitará a determinar si la Parte Contratante de que se 
trata ha incumplido alguna obligación establecida en el 
presente Acuerdo y, si tal incumplimiento ha ocurrido y 
ha causado daños al inversor, a fijar la suma que deberá 
pagar la Parte Contratante al inversor como indemniza- 
ción por tales daños. 


Las Partes Contratantes consienten en someter a ar- 
bitraje las controversias de conformidad con el presente 
artículo y se obligan a ejecutar los correspondientes lau- 
dos arbitrales, que serán definitivos e irrecurribles. 


El inversor y la Parte Contratante de que se trate 
podrán acordar cualquier otro medio de solución de las 
controversias que surjan entre ellos. 
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ARTICULO 10 


CONTROVERSIAS ENTRE 
PARTES CONTRATANTES 


Cualquier controversia que surja entre las Partes Con- 
tratantes respecto de la interpretación o el cumplimiento 
del presente Acuerdo y que no sea resuelta por la vía 
diplomática, se someterá a arbitraje a iniciativa de cual- 
quiera de las Partes. 


Cada Parte designará un árbitro para integrar el tri- 
bunal arbitral. Ambos árbitros así designados designa- 
rán de común acuerdo a un tercer árbitro, que presidirá. 


Si en los sesenta días siguientes a la fecha en que se 
solicitó someter la controversia arbitraje, una Parte Contra- 
tante no ha efectuado la designación de árbitro que le co- 
rresponde, la otra Parte podrá solicitar al Presidente de la 
Corte Internacional de Justicia que haga la designación. 


Si en los sesenta días siguientes a la designación del 
segundo de los dos árbitros, ambos árbitros no han de- 
signado al tercero, cualquiera de las Partes Contratantes 
podrá solicitar al Presidente de la Corte Internacional de 
Justicia que haga la designación. 


Si el Presidente de la Corte estuviere impedido de 
hacer la designación o fuere Nacional de una de las Par- 
tes Contratantes, ésta será hecha por el Vicepresidente. 
Si éste a su vez estuviere impedido de hacer la designa- 
ción o fuere Nacional de una Parte Contratante, ésta será 
hecha por el Juez de mayor antigiiedad que no esté impe- 
dido ni sea Nacional de una de las Partes Contratantes. 


Salvo en la medida en que las Partes acuerden otra 
cosa, el tribunal determinará su propio procedimiento. 
Cada Parte sufragará los honorarios y gastos del árbitro 
cuya designación le corresponda. Las Partes Contratan- 
tes sufragarán por partes iguales los honorarios y gas- 
tos del Presidente, así como los demás gastos del tribu- 
nal arbitral, a menos que éste decida otra cosa. 


ARTICULO 11 
VIGENCIA 


Las Partes Contratantes se notificarán el cumplimien- 
to de sus respectivos procedimientos internos para la 
puesta en vigor del presente Acuerdo, el cual entrará en 
vigor al efectuarse la segunda de tales notificaciones. 


El presente Acuerdo entrará en vigor por un período 
inicial de diez años. Vencido ese término, seguirá en vi- 
gencia por tiempo indefinido. Cualquiera de las Partes 
Contratantes podrá darlo por terminado a su vencimien- 
to o en cualquier momento posterior, mediante notifica- 
ción a la otra Parte Contratante con un año de anticipa- 
ción, por lo menos, a la fecha de terminación. 
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En caso de cesar el presente Acuerdo en su vigen- 
cia, sus disposiciones seguirán amparando por un pe- 
ríodo adicional de diez años a las inversiones realizadas 
antes de la fecha de su terminación. 


Suscrito en Caracas, el 20 de mayo de mil novecien- 
tos noventa y siete, en dos ejemplares en idioma espa- 
ñol, siendo ambos textos igualmente auténticos. 


Por el Gobierno de la Por el Gobierno de la República 
República Oriental del Uruguay de Venezuela 
Alvaro Ramos Miguel Angel Burelli Rivas 


Ministro de Relaciones Exteriores Ministro de Relaciones Exteriores 


Dra. Diana Espino de Papantonakis 
Embajadora 
Directora de Tratados.» 


SEÑOR PRESIDENTE. Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 
Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general. 
(Se vota: ) 
-18 en 29. Afirmativa. 
En discusión particular. 
Léase el artículo único del proyecto. 
(Se lee:) 
“Artículo único.- Apruébase el Acuerdo entre el Go- 
bierno de la República Oriental del Uruguay y el Gobier- 
no de la República de Venezuela para la Promoción y 


Protección Recíproca de Inversiones, suscrito en Cara- 
cas el 20 de mayo de 1997.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota: ) 

-18 en 29. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 


Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por ser 


igual al considerado) 
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17) CONVENIO ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPUBLI- 
CA ORIENTAL DEL URUGUAY Y LA REPUBLICA DE 
PANAMA PARA LA PROMOCION Y PROTECCION 
RECIPROCA DE LAS INVERSIONES 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto que 
figura en tercer término del orden del día: “Proyecto de ley por 
el que se aprueba el Convenio para la Promoción y Protec- 
ción Recíproca de Inversiones entre el Gobierno de la Repú- 
blica Oriental del Uruguay y la República de Panamá. (Carp. 
N* 1509/99 - Rep. N* 126/00)” 


(Antecedentes:) 


«Carp. N* 1509/1999 
Rep. N* 126/2000 


Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de 
Economía y Finanzas 


Montevideo, 30 de mayo de 2000. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, de conformidad con el artículo 168, numeral 20 
de la Constitución de la República, a fin de reiterar el 
Mensaje de fecha 2 de setiembre de 1998 que se adjun- 
ta, por el cual se solicita la aprobación parlamentaria del 
Convenio entre la República Oriental del Uruguay y la 
República de Panamá para la Promoción y Protección 
Recíproca de las Inversiones, suscrito en Panamá el 18 
de febrero de 1998. 


Al continuar en vigencia para los intereses y el pres- 
tigio internacional de la República los fundamentos que 
en su oportunidad ameritaron su envío, el Poder Ejecuti- 
vo se permite solicitar a ese Cuerpo la pronta aproba- 
ción del mismo. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración. 


Jorge Batlle Ibáñez PRESIDENTE DE LA RE- 
PUBLICA, Didier Opertti, Alberto Bensión. 


Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de 
Economía y Finanzas 


Montevideo, 30 de mayo de 2000. 
PROYECTO DELEY 


Artículo Unico.- Aprúebase el Convenio entre la Re- 
pública Oriental del Uruguay y la República de Panamá 
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para la Promoción y Protección Recíproca de las Inver- 
siones, suscrito en Panamá el 18 de febrero de 1998. 


Didier Opertti, Alberto Bensión. 
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Comisión de 
Asuntos Internacionales 


INFORME 
Al Senado: 


El Poder Ejecutivo remitió con fecha 2 de setiembre 
de 1998 mensaje y proyecto de ley solicitando la ratifi- 
cación parlamentaria del convenio suscrito con Panamá 
el 18 de febrero de ese año, en la ciudad de Panamá, 
para la Promoción y Protección Recíproca de Inversio- 
nes entre ambos países. Como no tuvo sanción en la 
legislatura pasada reiteró el mensaje correspondiente con 
fecha 30 de mayo de 2000. 


El Convenio sigue los mismos lineamientos de los 
suscritos con otros países por los que se propende, me- 
diante un marco jurídico adecuado, crear condiciones 
favorables para la radicación de capitales de riesgo ex- 
tranjeros en nuestro país. Como lo hemos expuesto en 
otros informes esos lineamientos pueden sintetizarse en 
cuatro aspectos principales: 


1. Proceso de admisión 


En el caso involucra la definición de términos (ar- 
tículo 19), el ámbito de aplicación (artículo 2%) y la pro- 
tección y promoción de las inversiones de ambas Partes 
Contratantes (artículo 39). 


2. Tratamiento 


Es el de la Nación más favorecida y el tratamiento 
nacional (artículo 4”), excluyéndose los privilegios que 
se otorguen en virtud de acuerdos de integración. Del 
mismo modo la libre transferencia de inversiones y ren- 
dimientos (artículo 5%). 


3. Expropiación 


Se establece que solamente podrán expropiarse las 
inversiones de la otra Parte en casos de “utilidad públi- 
ca” y con una inmediata, adecuada y efectiva compen- 
sación (artículo 6”). También se protegen las inversio- 
nes de las Partes por pérdidas derivadas de conflictos 
armados, estados de emergencia, disturbios civiles u 
otros acontecimientos similares (artículo 79). 


4. Solución de controversias 


El artículo 9 se refiere a las controversias que even- 
tualmente pudieran plantearse entre un inversor de una 
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Parte y la otra Parte Contratante. Si las mismas no pudie- 
ran resolverse mediante negociaciones se recurrirá a la 
jurisdicción nacional o al arbitraje, a elección del inversor. 
En este último caso la controversia se someterá a: 


a) al Centro Internacional para la Solución de Contro- 
versias sobre Inversiones (CIADT), creado por la Con- 
vención sobre Arreglo de Diferencias relativas a In- 
versiones entre Estados y nacionales de otros Esta- 
dos, suscrito en Washington el 18 de marzo de 1965. 


b) al Tribunal previsto en el Reglamento de Arbitraje de 
la Comisión de las Naciones Unidas para el Derecho 
Mercantil Internacional, aprobado por la Asamblea 
General el 15 de diciembre de 1976. 


El artículo 10 se refiere a las controversias entre las 
Partes Contratantes, o sea entre los Estados, y regula 
con amplitud y detalladamente los procedimientos de 
arbitraje a seguir para el caso de no arribarse a solucio- 
nes negociadas. 


En cualquier caso las decisiones arbitrales serán fi- 
nales y obligatorias para las partes en controversia y 
cada Parte Contratante las ejecutará de acuerdo a su 
legislación. 


Los artículos 11 y 12 contienen disposiciones de ri- 
gor en este tipo de convenios. 


Por lo expuesto vuestra Comisión aconseja la ratifi- 
cación del adjunto proyecto de ley por el que se ratifica 
el Convenio. 


Sala de la Comisión, 12 de octubre de 2000. 


Juan Adolfo Singer (Miembro Informante), Al- 
berto Couriel (Discorde), Reinaldo Gargano (Dis- 
corde), Pablo Millor, Carlos Julio Pereyra, Am- 
brosio Rodríguez, Wilson Sanabria. Senadores. 


CONVENIO ENTRE LA REPUBLICA DE PANAMA 
Y LA REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY PARA 
LA PROMOCION Y PROTECCION RECIPROCA DE 
LAS INVERSIONES 


El Gobierno de la República de Panamá y el Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay, en adelante “las 
Partes Contratantes”; 


Deseando intensificar la cooperación económica en 
beneficio mutuo de ambos Estados; 


Con la intención de crear y de mantener condiciones 
favorables a las inversiones de inversionistas de una 
Parte Contratante en el territorio de la otra, que impli- 
quen transferencias de capitales; 
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Reconociendo la necesidad de promover y de prote- 
ger las inversiones extranjeras con miras a favorecer la 
prosperidad económica de ambos Estados, 


Han convenido lo siguiente: 
ARTICULO 1 
DEFINICIONES 
Para los efectos del presente Convenio: 


1. El término “inversionista” designa a los siguientes 
sujetos que hayan efectuado inversiones en el territorio 
de la otra Parte Contratante conforme al presente Con- 
venio: 


a) Las personas naturales que, de acuerdo con la 
legislación de esa Parte Contratante, son consideradas 
nacionales de la misma; 


Sin embargo, este Convenio no se aplicará a inver- 
siones realizadas por personas naturales que sean na- 
cionales de ambas Partes Contratantes. 


b) Las personas jurídicas, incluyendo sociedades, 
corporaciones, asociaciones comerciales o cualquier otra 
entidad constituida o debidamente organizada de otra 
manera según la legislación de esa Parte Contratante. 


2. El término “inversión se refiere a toda clase de 
bienes o derechos relacionados con ella, siempre que se 
haya efectuado de conformidad con las leyes y regla- 
mentos de la parte Contratante en cuyo territorio se rea- 
lizó y comprenderá, en particular, aunque no exclusiva- 
mente: 


a) derechos de propiedad sobre bienes muebles o 
inmuebles, así como todos los demás derechos reales, 
tales como servidumbres, hipotecas, usufructos, pren- 
das; 


b) acciones, cuotas sociales y cualquier otro tipo de 
participación económica en sociedades; 


c) derechos de crédito o cualquier otra prestación 
que tenga valor económico; 


d) derechos de propiedad intelectual, incluidos dere- 
chos de autor y derechos de propiedad intelectual, tales 
como patentes, procesos técnicos, marcas de fábrica o 
marcas comerciales, nombres comerciales, diseños indus- 
triales, “know-how”, razón social y derecho de llave, 


e) concesiones otorgadas por la ley, por un acto ad- 
ministrativo o en virtud de un contrato, incluidas conce- 
siones para explorar, cultivar, extraer o explotar recursos 
naturales. 
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Cualquier modificación en la forma en la que los bie- 
nes sean invertidos o reinvertidos no afectará su carác- 
ter de inversión de acuerdo con este Convenio. 


2. El término “territorio” comprende, además del es- 
pacio terrestre, marítimo y aéreo bajo la soberanía de 
cada Parte Contratante, las zonas marinas y submarinas, 
en las cuales éstas ejercen derechos soberanos y juris- 
dicción, conforme a sus respectivas legislaciones y al 
derecho internacional. 


ARTICULO 2 
AMBITO DE APLICACION 


1. El presente Convenio se aplicará a las inversiones 
efectuadas, antes o después de su entrada en vigor, por 
inversionistas de una Parte Contratante, conforme a las 
disposiciones legales de la otra Parte Contratante, en el 
territorio de ésta última. Sin embargo, no se aplicará a 
divergencias o controversias que hubieran surgido con 
anterioridad a su vigencia o estén directamente relacio- 
nadas con acontecimientos producidos antes de su en- 
trada en vigor. 


ARTICULO 3 


PROMOCION, ADMISION Y PROTECCION DE 
LAS INVERSIONES 


1. Cada Parte Contratante, con sujeción a su política 
general en el campo de las inversiones extranjeras, in- 
centivará en su territorio las inversiones de inversionis- 
tas de la otra Parte Contratante y las admitirá en confor- 
midad con su legislación y reglamentación. 


2. Cada Parte Contratante protegerá dentro de su te- 
rritorio las inversiones efectuadas de conformidad con 
sus leyes y reglamentaciones con los inversionistas de 
la otra Parte Contratante y no obstaculizarán la adminis- 
tración, mantenimiento, uso, usufructo, extensión, venta 
y liquidación de dichas inversiones mediante medidas 
injustificadas o discriminatorias. 


ARTICULO 4 
TRATAMIENTO DE LAS INVERSIONES 


1. Cada Parte Contratante garantizará un tratamiento 
justo y equitativo dentro de su territorio a las inversio- 
nes de los inversionistas de la otra Parte Contratante y 
asegurará que el ejercicio de los derechos aquí recono- 
cidos no será obstaculizado en la práctica. 


2. Cada Parte Contratante otorgará a las inversiones 
de los inversionistas de la otra Parte Contratante, efec- 
tuadas en su territorio, un trato no menos favorable que 
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aquel otorgado a las inversiones de sus propios inver- 
sionistas, O a inversionistas de un tercer país, si este 
último tratamiento fuere más favorable. 


3. En caso de que una Parte Contratante otorgare 
ventajas especiales a los inversionistas de cualquier ter- 
cer Estado en virtud de un convenio relativo a la crea- 
ción de un área de libre comercio, una unión aduanera, 
un mercado común, una unión económica o cualquier 
otra forma de organización económica regional o en vir- 
tud de un acuerdo relacionado en su totalidad o princi- 
palmente con materias tributarias, dicha Parte no estará 
obligada a conceder las referidas ventajas a los inver- 
sionistas de la otra Parte Contratante. 


ARTICULO 5 
LIBRE TRANSFERENCIA 


1. Cada Parte Contratante autorizará, sin demora, a 
los inversionistas de la otra Parte Contratante para que 
realicen las transferencias de los fondos relacionados 
con las inversiones en moneda de libre convertibilidad, 
en particular, aunque no exclusivamente: 


a) intereses, dividendos, rentas, utilidades y otros 
rendimientos; 


b) amortizaciones de préstamos del exterior relacio- 
nadas con una inversión; 


c) el capital o el producto de la venta o liquidación 
total o parcial de una inversión; 


d) los fondos productos del arreglo de una contro- 
versia y las compensaciones de conformidad con el 
artículo 6; 


2. Las transferencias se realizarán conforme al tipo 
de cambio vigente en el mercado a la fecha de la transfe- 
rencia. 


ARTICULO 6 
EXPROPIACION Y COMPROBACION 


1. Las inversiones realizadas por inversionistas de 
una Parte Contratante no serán nacionalizadas, expro- 
piadas o sujetas a medidas de efecto equivalente a na- 
cionalización o expropiación (en adelante referidas como 
“expropiación”) en el territorio de la otra Parte Contra- 
tante, salvo en caso de utilidad pública o interés social. 
La medida de expropiación, se llevará a cabo bajo el 
debido proceso legal, en forma no discriminatoria e irá 
acompañada por disposiciones para el pago de una in- 
mediata, adecuada y efectiva compensación. Dicha com- 
pensación comprenderá el valor de la inversión expro- 
piada inmediatamente antes que la medida adoptada se 
haya hecho de conocimiento público; incluirá intereses 


CAMARA DE SENADORES 


desde la fecha de la expropiación hasta la fecha de pago; 
se hará sin demora; será efectivamente realizable y libre- 
mente transferible en moneda libremente convertible. 


2. De la legalidad de la nacionalización, expropiación 
o de cualquiera otra medida que tenga un efecto equiva- 
lente y del monto de la compensación se podrá reclamar 
en procedimiento judicial ordinario. 


ARTICULO 7 
COMPENSACION POR PERDIDAS 


Los inversionistas de cada Parte Contratante cuyas 
inversiones en el territorio de la otra Parte Contratante 
sufrieren pérdidas debido a una guerra o cualquier otro 
conflicto armado; a un estado de emergencia o urgencia 
nacional; disturbios civiles u otros acontecimientos si- 
milares en el territorio de la otra Parte Contratante, debe- 
rán recibir de esta última, en lo que respecta a repara- 
ción, indemnización, compensación u otro arreglo, un 
tratamiento no menos favorable que el que concede esta 
Parte Contratante a los inversionistas nacionales o de 
cualquier tercer Estado. 


ARTICULO 8 
SUBROGACIÓN 


1. Cuando una Parte Contratante o un organismo au- 
torizado por ésta hubiere otorgado un contrato de segu- 
ro O alguna otra garantía financiera contra riesgos no 
comerciales, con respecto a alguna inversión de uno de 
sus inversionistas en el territorio de la otra Parte Con- 
tratante, esta última deberá reconocer los derechos de la 
primera Parte Contratante de subrogarse en los dere- 
chos del inversionista, cuando hubiere efectuado un 
pago en virtud de dicho contrato o garantía. 


2. Cuando una Parte Contratante haya pagado a su 
inversionista y en tal virtud haya asumido sus derechos 
y prestaciones, dicho inversionista no podrá reclamar 
tales derechos y prestaciones a la otra Parte Contratan- 
te, salvo autorización expresa de la primera Parte Con- 
tratante. 


ARTICULO 9 


SOLUCIÓN DE CONTROVERSIAS ENTRE UNA 
PARTE CONTRATANTE Y UN INVERSIONISTA DE 
LA OTRA PARTE CONTRATANTE 


1. Las controversias que surjan entre una Parte Con- 
tratante y un inversionista de la otra Parte Contratante 
se resolverán, en lo posible, por negociaciones entre las 
partes en la controversia. 


2. Si la controversia no pudiere ser resuelta en el 
término de seis meses de expedida la notificación de 
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reclamo, será sometida a solicitud del inversionista, a: 


- la jurisdicción nacional de la Parte Contratante en 
cuyo territorio se realizó la inversión, o 


- al arbitraje en los términos previstos en el párrafo 3 
de este artículo. 


Una vez que el inversionista ha sometido la contro- 
versia a la antes mencionada jurisdicción nacional o al 
arbitraje internacional, la elección de uno u otro de es- 
tos procedimientos será final, salvo que las partes en la 
controversia lo acuerden de otro modo. 


3- En caso de arbitraje internacional, la controversia 
será sometida, a elección del inversionista, a: 


- el Centro Internacional de Arreglo de Diferencias 
Relativas a Inversiones (CIADI) creado por el Convenio 
sobre el Arreglo de Diferencias Relativas a Inversiones 
entre Estados y Nacionales de otros Estados, abierto a 
la firma en Washington el 18 de marzo de 1965, cuando 
ambos Estados sean Parte del mismo. Hasta tanto esta 
disposición no sea aplicable, la controversia podrá ser 
sometida a arbitraje bajo las normas del Mecanismo Com- 
plementario del CIADI para la Administración de Conci- 
liación, Arbitraje y Procedimientos de Decisión, o 


- un Tribunal de Arbitraje establecido para cada caso, 
de acuerdo con las Normas de Arbitraje de la Comisión 
de las Naciones Unidas para el Derecho Mercantil Inter- 
nacional (CNUDMD. 


4- Cada Parte Contratante consiente por el presente 
Convenio el sometimiento de cualquier controversia so- 
bre inversiones para su solución, al arbitraje obligatorio 
con la opción establecida según el párrafo (3) de este 
artículo. 


5- El Tribunal de Arbitraje decidirá de acuerdo con 
las disposiciones del presente Convenio, la legislación 
de la Parte Contratante involucrada en la controversia, 
incluyendo sus normas referentes a conflictos de leyes, 
los términos de cualquier acuerdo específico concluido 
en relación a dicha inversión y los principios del dere- 
cho internacional. 


6. Las decisiones arbitrales serán finales y obligato- 
rias para las partes en la controversia. Cada Parte Con- 
tratante las ejecutará de acuerdo con su legislación. 


7. Las Partes Contratantes se abstendrán de tratar, 
por medio de canales diplomáticos, asuntos relacionados 
con controversias sometidas a proceso judicial o arbitraje 
internacional, de conformidad a lo dispuesto en este artí- 
culo, hasta que los procesos correspondientes estén con- 
cluidos, salvo en el caso que la otra parte en la controver- 
sia no haya dado cumplimiento a la sentencia judicial o a 
la decisión del Tribunal de Arbitraje en los términos esta- 
blecidos en la respectiva sentencia de decisión. 
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ARTICULO 10 


SOLUCION DE CONTROVERSIAS ENTRE LAS 
PARTES CONTRATANTES 


1. Las diferencias que surgieren entre las Partes Con- 
tratantes relativas a la interpretación y aplicación del 
presente Convenio, deberán ser resueltas, en la medida 
de lo posible, por medio de negociaciones amistosas. 


2. Si no se llegare a un entendimiento en el plazo de 
seis meses a contar de la fecha de la notificación de la 
controversia, cualquiera de las Partes Contratantes po- 
drá someterla a un Tribunal Arbitral Ad-hoc, en confor- 
midad con las disposiciones de este artículo. 


3. El Tribunal Arbitral estará compuesto de tres miem- 
bros y será constituido de la siguiente forma: dentro del 
plazo de dos meses contados desde la fecha de notifica- 
ción de la solicitud de arbitraje, cada Parte Contratante 
designará un árbitro. Esos dos árbitros, dentro del plazo 
de treinta días contados desde la designación del último 
de ellos, elegirán a un tercer miembro que deberá ser 
nacional de un tercer Estado, quien presidirá el Tribu- 
nal. La designación del Presidente deberá ser aprobada 
por las Partes Contratantes en el plazo de treinta días, 
contados desde la fecha de su nominación. 


4. Si, dentro de los plazos establecidos en el párrafo 
2 de este artículo, no se ha efectuado la designación, o 
no se ha otorgado la aprobación requerida, cualquiera 
de las Partes Contratantes podrá solicitar al Presidente 
de la Corte Internacional de Justicia que haga la desig- 
nación. Si el Presidente de la Corte Internacional de Jus- 
ticia estuviere impedido de desempeñar dicha función o 
si fuere nacional de alguna de las Partes Contratantes, 
el Vicepresidente deberá realizar la designación, y si este 
último se encontrare impedido de hacerlo o fuere nacio- 
nal de alguna de las Partes Contratantes, el Juez de la 
Corte que lo siguiere en antigiiedad y que no fuere na- 
cional de ninguna de las Partes Contratantes, deberá 
realizar la designación. 


5. El Presidente del Tribunal deberá ser nacional de 
un tercer Estado con el cual ambas Partes Contratantes 
mantengan relaciones diplomáticas. 


6. El Tribunal Arbitral decidirá sobre la base de las 
disposiciones de este Convenio, de los principios del 
Derecho Internacional en la materia y de los principios 
generales de Derecho reconocidos por las Partes Con- 
tratantes. El Tribunal decidirá por mayoría de votos y 
determinará sus propias reglas procesales. 


7. Cada una de las Partes Contratantes sufragará los 
gastos del árbitro respectivo, así como los relativos a su 
representación en el proceso arbitral. Los gastos del Pre- 
sidente y las demás costas del proceso serán solventa- 
dos en partes iguales por las Partes Contratantes, salvo 
que éstas acuerden otra modalidad. 
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8. Las decisiones del Tribunal serán definitivas y obli- 
gatorias para ambas Partes Contratantes. 


ARTICULO 11 
CONSULTAS 


Las Partes Contratantes se consultarán sobre cual- 
quier materia relacionada con la aplicación o interpreta- 
ción de este Convenio. 


ARTICULO 12 
DISPOSICIONES FINALES 


1. Las Partes Contratantes se notificarán entre sí cuan- 
do las exigencias constitucionales para la entrada en vi- 
gencia del presente Convenio se hayan cumplido. El Con- 
venio entrará en vigencia treinta días después de la fe- 
cha de la última notificación. 


2. Este Convenio permanecerá en vigor por un perío- 
do de quince años y se prolongará después por un tiem- 
po indefinido. Transcurridos diez años, el Convenio po- 
drá ser denunciado en cualquier momento por cada Par- 
te Contratante, con un preaviso de doce meses, comuni- 
cado por la vía diplomática. 


3. Con respecto a las inversiones efectuadas con an- 
terioridad a la fecha en que se hiciere efectivo el aviso 
de terminación de este Convenio, sus disposiciones per- 
manecerán en vigor por un período adicional de diez 
años, contados a partir de la fecha de denuncia. 


Hecho en la ciudad de Panamá, a los 18 días del mes 
de febrero de 1998, en duplicado, en idioma castellano, 
siendo ambos textos igualmente auténticos. 


Por el Gobierno de la 
de la República Oriental 
del Uruguay 
Didier Opertti 
Ministro de 


Por el Gobierno de 
República de Panamá 


Ricardo Alberto Arias Arias 
Ministro de 


Relaciones Exteriores Relaciones Exteriores 


Dra. Diana Espino de Papantonakis 
Embajadora 
Directora de Tratados.» 


SEÑOR PRESIDENTE. Léase el proyecto. 

(Se lee) 

-En discusión general. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar en general. 
(Se vota:) 


-18 en 29. Afirmativa. 


CAMARA DE SENADORES C.S.-317 


En discusión particular. 
Léase el artículo único del proyecto. 
(Se lee:) 


“Artículo único.- Apruébase el Convenio entre la Re- 
pública Oriental del Uruguay y la República de Panamá 
para la Promoción y Protección Recíproca de las Inver- 
siones, suscrito en Panamá el 18 de febrero de 1998.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota: ) 

-18 en 29. Afirmativa. 


Queda aprobado el proyecto de ley que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por ser 
igual al considerado) 


18) CONVENIO DE COOPERACION TECNICA Y CIENTI- 
FICA ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA ORIEN- 
TAL DEL URUGUAY Y EL GOBIERNO DE LA REPU- 
BLICA DE PANAMA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto que 
figura en cuarto término del orden del día: “Proyecto de ley por 
el que se aprueba el Convenio de Cooperación Técnica y Cien- 
tífica entre el Gobierno de la República Oriental del Uruguay y 
el Gobierno de la República de Panamá. (Carp. N* 254/2000 - 
Rep. N* 127/2000).” 


(Antecedentes:) 


«Carp. N* 254/2000 
Rep. N? 127/2000 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DELEY 


Artículo Unico.- Apruébase el Convenio de Coope- 
ración Técnica y Científica entre el Gobierno de la Repú- 
blica Oriental del Uruguay y el Gobierno de la República 
de Panamá, suscrito en la ciudad de Panamá el día 18 de 
febrero de 1998. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 15 de agosto de 2000. 


Washington Abdala 
Horacio D. Catalurda Presidente 
Secretario 
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Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de 
Educación y Cultura 


Montevideo, 25 de abril de 2000. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de remitir para su consideración de confor- 
midad con lo dispuesto en los artículos 168 numeral 20 
y 85 numeral 7 de la Constitución de la República el 
Convenio de Cooperación Técnica y Científica entre el 
Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el Go- 
bierno de la República de Panamá, suscrito en la ciudad 
de Panamá el 18 de febrero de 1998. 


El Convenio tiene el propósito de fortalecer los tra- 
dicionales lazos de amistad existentes entre los dos pue- 
blos, estableciendo programas de cooperación que ten- 
gan incidencia en el avance económico y social. 


A los efectos antes mencionados, el artículo I esta- 
blece que las Partes se comprometen a elaborar y ejecu- 
tar programas y proyectos de cooperación técnica y cien- 
tífica con participación en su ejecución de organismos y 
entidades de los sectores público y privado de ambos 
países, como asimismo, de las universidades, organis- 
mos de investigación científica y técnica y organizacio- 
nes no gubernamentales. A su vez se establece la posi- 
bilidad de pactar acuerdos complementarios en la mate- 
ria. 


Por su parte, el artículo II señala que se elaborarán 
programas anuales. Cada programa especificará los ob- 
jetivos, los recursos financieros y técnicos y las áreas 
donde serán ejecutados los proyectos especificándose 
las obligaciones, inclusive financieras, de ambas partes. 


El artículo III indica que en la ejecución del progra- 
ma se incentivará la participación de Organismos Inter- 
nacionales de cooperación técnica, como asimismo, de 
instituciones de terceros países. 


En el artículo IV se manifiesta que la cooperación 
técnica y científica podrá alcanzar las formas predeter- 
minadas en los literales a) a k) del presente Instrumento, 
sin perjuicio de la posibilidad de extender la coopera- 
ción a todos los ámbitos que las Partes estimen conve- 
niente, señalándose de conformidad al artículo V, áreas 
de especial interés tales como “Planificación y Desarro- 
llo, Medio Ambiente y Recursos Naturales, Electrónica, 
Minería, Pesca, Forestación, Turismo, Salud y Previsión 
Social”. 


El artículo VI expresa que las Partes Contratantes 
establecen una Comisión Mixta compuesta por repre- 
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sentantes de ambos países que se reunirá, alternada- 
mente cada año en Uruguay y en Panamá y cuyas fun- 
ciones serán evaluar y demarcar áreas prioritarias en que 
sería factible la realización de proyectos específicos de 
cooperación técnica y científica; analizar, evaluar, apro- 
bar y revisar los programas anuales de cooperación y 
supervisar el buen funcionamiento del Convenio. 


No obstante lo dispuesto en el artículo VI, en el artí- 
culo VII se señala que las Partes Contratantes estable- 
cerán los mecanismos de coordinación necesarios a los 
efectos de elaborar diagnósticos globales y sectoriales 
representativos de la cooperación técnica mutua, como 
asimismo, proponer a la comisión Mixta el programa 
anual o modificaciones a éste y supervisar la ejecución 
de los Proyectos acordados. 


Las Partes Contratantes designan a tales efectos: por 
la República Oriental del Uruguay al Ministerio de Rela- 
ciones Exteriores y la Oficina de Planeamiento y Presu- 
puesto de la Presidencia de la República y por la Repú- 
blica de Panamá al Ministerio de Relaciones Exteriores y 
al Ministerio de Planificación y Política Económica. 


El artículo VII indica que las Partes siempre que lo 
estimen necesario, podrán solicitar el financiamiento y 
la participación de organismos internacionales en la eje- 
cución de programas y proyectos. 


El artículo IX establece que los costos de pasajes 
aéreos de ida y vuelta que implique el envío del perso- 
nal a que se refiere el artículo IV del Convenio, de una 
de las Partes al territorio de la otra, se sufragarán por la 
Parte que lo envíe y el costo del hospedaje, alimenta- 
ción, transporte local y otros gastos se cubrirán por la 
Parte receptora. 


Las facilidades necesarias para la entrada, permanen- 
cia y salida del personal que intervenga en los proyec- 
tos de cooperación estarán regidas por los artículos X y 
XI del presente Convenio. 


El artículo XII establece que se aplicarán a los equi- 
pos y materiales suministrados a cualquier título, por 
una u otra Parte, las normas que rigen la internación en 
el país de equipos y materiales proporcionados por las 
Naciones Unidas en los proyectos y programas de co- 
operación técnica y científica. 


El artículo XIII regula la vigencia del convenio, como 
así también su denuncia. 


Consciente de las ventajas recíprocas que resulta- 
rían de una cooperación en este campo, el Poder Ejecu- 
tivo entiende necesaria la Ratificación por la República 
del Convenio de Cooperación Técnica y Científica entre 
el Gobierno de la República Oriental del Uruguay y el 
Gobierno de la República de Panamá, para lo cual se 
solicita la correspondiente aprobación parlamentaria. 
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El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración. 


Jorge Batlle Ibáñez PRESIDENTE DE LA RE- 
PUBLICA , Didier Opertti, Antonio Mercader. 


Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de 
Educación y Cultura 


Montevideo, 25 de abril de 2000. 
PROYECTO DE LEY 


ARTICULO UNICO.- Apruébase el Convenio de Co- 
operación Técnica y Científica entre el Gobierno de la 
República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la Re- 
pública de Panamá, suscrito en la ciudad de Panamá el 
día 18 de febrero de 1998. 


Didier Opertti, Antonio Mercader. 
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Asuntos Internacionales 


INFORME 
Al Senado: 


El Convenio en consideración fue suscrito en la ciu- 
dad de Panamá el 18 de febrero de 1998 por representan- 
tes de ambos gobiernos y cuenta con la aprobación de 
la Cámara de Representantes, en la sesión del día 15 de 
agosto de 2000. 


En su Introducción se explicitan los motivos del mis- 
mo, promover y fomentar el progreso técnico y científi- 
co y aprovechar las ventajas recíprocas que resultarían 
de la cooperación en campos de interés mutuo, entre 
ambos países. 


El texto del Convenio consta de 13 Artículos que 
pasaremos a analizar: 


El Art. 1” determina que las Partes Contratantes se 
comprometen a elaborar y ejecutar programas y proyec- 
tos de cooperación técnica y científica y que los mis- 
mos considerarán la participación de organismos y enti- 
dades de los sectores público y privado, así como de 
universidades, organismos de investigación científica y 
técnica y organizaciones no gubernamentales. Podrán 
además pactar Acuerdos Complementarios de Coopera- 
ción en aplicación del presente, que le servirá de base. 


El Art. 2? establece, para el cumplimiento de los fi- 
nes del Convenio, que las partes elaborarán Programas 
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Anuales en consonancia con las prioridades de los res- 
pectivos planes y estrategias de desarrollo económico y 
social. Dichos Programas Anuales deberán especificar 
objetivos, metas, recursos financieros y técnicos, cro- 
nogramas de trabajo y las obligaciones, inclusive las 
financieras, de cada una de las Partes Contratantes. Cada 
programa será evaluado periódicamente. 


Por el Art. 3” se establece que en la ejecución del 
Programa se incentivará e incluirá, cuando sea necesa- 
rio, la participación de organismos internacionales de 
cooperación técnica, como asimismo de instituciones de 
terceros países. 


El Art. 4” detalla las formas que puede alcanzar la 
cooperación técnica y científica para el cumplimiento de 
los fines del Convenio. Las mismas podrán ser: realiza- 
ción conjunta o coordinada de programas de investiga- 
ción y/o desarrollo; envío de expertos; envío de equi- 
pos y material; programas de pasantías para entrena- 
miento profesional; concesión de becas de estudio; crea- 
ción y operación de institutos de investigación, labora- 
torios o centros de perfeccionamiento; organización de 
Seminarios y Conferencias; prestación de servicios de 
consultoría; intercambio de información científica y tec- 
nológica; actividades conjuntas en terceros países y cual- 
quier otra modalidad pactada por las Partes Contratan- 
tes. 


El Art. 5* señala, sin perjuicio de extenderlo a otras, 
las áreas de especial interés mutuo: planificación y de- 
sarrollo; medio ambiente y recursos naturales; innova- 
ción tecnológica y productiva; electrónica; minería; mo- 
dernización del Estado; industria; pesca; agricultura y 
agro-industria; forestación; puertos; transporte y comu- 
nicaciones; vivienda y urbanismo; turismo; salud y pre- 
visión social y comercio e inversiones. 


Por el Art. 6” las Partes Contratantes establecen la 
formación de una Comisión Mixta compuesta por repre- 
sentantes de ambos países, que se reunirá, alternada- 
mente cada año, en Uruguay y en Panamá, y que tendrá 
las siguientes funciones: evaluar y demarcar áreas prio- 
ritarias de cooperación; analizar, evaluar, aprobar y revi- 
sar los Programas Anuales; supervisar el funcionamien- 
to del Convenio y realizar recomendaciones. 


Sin perjuicio de lo anterior, cada una de las partes 
podrá someter a la otra, proyectos específicos de co- 
operación y convocar reuniones especiales de la Comi- 
sión Mixta. 


El Art. 7? dispone que no obstante lo dispuesto en 
el Art. 6?, las partes establecerán mecanismos de coor- 
dinación necesarios a efectos de: elaborar diagnósticos 
representativos de la cooperación entre ambos países; 
proponer a la Comisión Mixta el Programa Anual y su- 
pervisar la ejecución de los proyectos acordados. 
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A tales efectos, se designan a las siguientes entida- 
des: por Uruguay, al Ministerio de Relaciones Exteriores 
y la Oficina de Planeamiento y Presupuesto y por Pana- 
má, al Ministerio de Relaciones Exteriores y al Ministe- 
rio de Planificación y Política Económica. 


Lo dispuesto en el párrafo anterior no excluye la par- 
ticipación de entidades públicas o privadas vinculadas 
a la cooperación. 


El Art. 8” establece que las Partes Contratantes po- 
drán solicitar el financiamiento y la participación de or- 
ganismos internacionales para la ejecución de progra- 
mas y proyectos acordados. 


El Art. 9” dispone que en los intercambios de perso- 
nal, los costos de pasajes correrán por la Parte Contra- 
tante que los envía, y los de hospedaje, alimentación y 
otros, por la Parte Contratante que los recibe. 


Por el Art. 10 se establece que cada Parte Contratan- 
te otorgará todas las facilidades necesarias para la en- 
trada, permanencia y salida del personal que intervenga 
en los proyectos de cooperación. Dicho personal no po- 
drá dedicarse a otras actividades sin la previa autoriza- 
ción de ambas partes. 


Por el Art. 11 se establece que se aplicarán a los 
funcionarios designados para trabajar en el territorio de 
una de las Partes, las normas tendientes a facilitar al 
máximo el cumplimiento de su labor. 


El Art. 12 establece que se aplicarán a los equipos y 
materiales suministrados por una u otra Parte las nor- 
mas que rigen a los suministrados por las Naciones Uni- 
das en proyectos de cooperación. 


Finalmente el Art. 13 establece que el Convenio ten- 
drá vigencia indefinida, que entrará en vigor a partir de 
las notificaciones de aceptación que se cursen las par- 
tes, que cualquiera de ellas podrá denunciarlo mediante 
notificación escrita en cualquier momento (con seis me- 
ses de antelación) y que los programas y proyectos en 
ejecución continuarán hasta su conclusión, aún en caso 
de denuncia. 


En nuestra opinión, los propósitos del Convenio en 
estudio son compatibles con el deseo de fortalecer los 
lazos de amistad y de incentivar el desarrollo científico 
y tecnológico entre nuestros pueblos. Por lo tanto pro- 
ponemos la APROBACIÓN del mismo. 


Sala de la Comisión, 12 de octubre de 2000. 


Reinaldo Gargano (Miembro Informante) Alber- 
to Couriel, Pablo Millor, Carlos Julio Pereyra, 
Ambrosio Rodríguez, Wilson Sanabria, Juan 
Adolfo Singer. Senadores. 


CAMARA DE SENADORES 


CONVENIO DE COOPERACION TECNICA Y 
CIENTIFICA ENTRE EL GOBIERNO DE LA 
REPUBLICA DE PANAMA Y EL GOBIERNO DELA 
REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 


El Gobierno de la República de Panamá y el Gobierno 
de la República Oriental del Uruguay, en adelante deno- 
minados las “Partes Contratantes”; 


Animados por el deseo de fortalecer los tradiciona- 
les lazos de amistad existentes entre los dos pueblos; 


Conscientes de su interés común por promover y 
fomentar el progreso técnico y científico y de las venta- 
jas recíprocas que resultarían de una cooperación en 
campos de interés mutuo; 


Convencidos de la importancia de establecer meca- 
nismos que contribuyan al desarrollo de este proceso y 
de la necesidad de ejecutar programas específicos de 
cooperación técnica y científica, que tengan efectiva in- 
cidencia en el avance económico y social de sus respec- 
tivos países; 


Acuerdan lo siguiente: 
ARTICULO I 


1. Las Partes Contratantes se comprometen a elabo- 
rar y ejecutar, de común acuerdo, programas y proyec- 
tos de cooperación técnica y científica, en aplicación 
del presente Convenio, que les servirá de base. 


2. Estos programas y proyectos considerarán la par- 
ticipación en su ejecución de organismos y entidades 
de los sectores público y privado de ambos países y, 
cuando sea necesario, de las universidades, organismos 
de investigación científica y técnica y organizaciones 
no gubernamentales. Deberán tomar en consideración, 
asimismo, la importancia de la ejecución de proyectos 
nacionales de desarrollo y de proyectos de desarrollo 
regional integrado. 


3. Además, las Partes Contratantes podrán, cuando 
lo consideren necesario, pactar Acuerdos Complemen- 
tarios de Cooperación Técnica y Científica, en aplica- 
ción del presente Convenio, que les servirá de base. 


ARTICULO II 


1. Para el cumplimiento de los fines del presente Con- 
venio, las Partes Contratantes elaborarán conjuntamen- 
te Programas Anuales, en consonancia con las priorida- 
des de ambos países en el ámbito de sus respectivos 
planes y estrategias de desarrollo económico y social. 


2. Cada Programa deberá especificar objetivos, me- 
tas, recursos financieros y técnicos y cronogramas de 
trabajo, como asimismo las áreas donde serán ejecuta- 
dos los proyectos. Deberá igualmente, especificar las 
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obligaciones, inclusive financieras, de cada una de las 
Partes Contratantes. 


3. Cada Programa será evaluado periódicamente. 
ARTICULO HI 


En la ejecución del Programa se incentivará e inclui- 
rá, cuando sea necesario, la participación de organis- 
mos internacionales de cooperación técnica, como asi- 
mismo de instituciones de terceros países. 


ARTICULO IV 


Para los fines del presente Convenio, la cooperación 
técnica y científica entre los países podrá alcanzar las 
siguientes formas: 


a) Realización conjunta o coordinada de programas 
de investigación y/o desarrollo. 


b) Envío de expertos. 


c) Envío del equipo y material necesario para la eje- 
cución de proyectos específicos. 


d) Elaboración de programas de pasantía para entre- 
namiento profesional. 


e) Concesión de becas de estudio para especializa- 


ción. 


f) Creación y operación de instituciones de investi- 
gación, laboratorios o centros de perfeccionamiento. 


g) Organización de Seminarios y Conferencias. 
h) Prestación de servicios de consultoría. 
1) Intercambio de información científica y tecnológica. 


j) Desarrollo de actividades conjuntas de coopera- 
ción en terceros países. 


k) Cualquier otra modalidad pactada por las Partes 
Contratantes. 


ARTICULO V 


Sin perjuicio de la posibilidad de extender la coope- 
ración a todos los ámbitos que las Partes Contratantes 
estimen conveniente, se señalan como áreas de especial 
interés mutuo las siguientes: 


a. Planificación y Desarrollo 
b. Medio Ambiente y Recursos Naturales 
c. Innovación tecnológica y productiva 


d. Electrónica 
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e. Minería 

f. Modernización del Estado 

g. Industria 

h. Pesca 

1. Agricultura y Agro-industria 
j. Forestación 

k. Puertos 

1. Transporte y Comunicaciones 
m. Vivienda y Urbanismo 

n. Turismo 

ñ. Salud y Previsión Social 

o. Comercio e Inversiones 


ARTICULO VI 


1. Con el fin de efectuar la coordinación de las accio- 
nes para el cumplimiento del presente Convenio y de 
lograr las mejores condiciones para su ejecución, las Par- 
tes Contratantes establecen una Comisión Mixta com- 
puesta por representantes de ambos países, que se reuni- 
rá, alternadamente cada año, en Uruguay y en Panamá. 
Esta Comisión Mixta tendrá las siguientes funciones: 


a) Evaluar y demarcar áreas prioritarias en que sería 
factible la realización de proyectos específicos de co- 
operación técnica y científica; 


b) Analizar, evaluar, aprobar y revisar los Programas 
Anuales de cooperación técnica y científica, a nivel de 
proyectos específicos por ambas Partes; y 


c) Supervisar el buen funcionamiento del presente 
Convenio y efectuar a las Partes las recomendaciones 
que considere pertinentes. 


2. Sin perjuicio de lo previsto en el punto 1 de este 
artículo, cada una de las Partes Contratantes podrá so- 
meter a la otra, en cualquier momento, proyectos especí- 
ficos de cooperación técnica y científica, para su debido 
estudio y posterior aprobación. Asimismo, las Partes 
Contratantes podrán convocar, de común acuerdo y 
cuando lo consideren necesario, reuniones especiales 
de la Comisión Mixta. 


ARTICULO VIH 


1. No obstante lo dispuesto en el artículo anterior, 
las Partes Contratantes establecerán los mecanismos de 
coordinación necesarios a efectos de: 


a) Elaborar diagnósticos globales y sectoriales repre- 
sentativos de la cooperación técnica de ambos países; 
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b) Proponer a la Comisión Mixta el Programa Anual 
o modificaciones a éste, identificando los proyectos es- 
pecíficos a ser desarrollados, así como los recursos ne- 
cesarios para su cumplimiento; y 


c) Supervisar la ejecución de los proyectos acorda- 
dos, arbitrando las medidas para su conclusión en los 
plazos previstos. 


2. A tales efectos, las Partes Contratantes designan 
a las siguientes entidades: 


Por la República Oriental del Uruguay, al Ministerio 
de Relaciones Exteriores y la Oficina de Planeamiento y 
Presupuesto de la Presidencia de la República. 


Por la República de Panamá, al Ministerio de Rela- 
ciones Exteriores y al Ministerio de Planificación y Polí- 
tica Económica. 


3. Lo dispuesto en el párrafo anterior no excluye la 
participación, si fuere necesario, de entidades públicas 
O privadas vinculadas a la cooperación prevista en este 
Convenio. 


ARTICULO VIH 


Las Partes Contratantes podrán, siempre que lo esti- 
men necesario, solicitar el financiamiento y la participa- 
ción de organismos internacionales, en la ejecución de 
programas y proyectos que se realicen de conformidad 
con el presente Convenio. 


ARTICULO IX 


Los costos de pasajes aéreos de ida y vuelta que 
implique el envío del personal a que se refiere el artículo 
IV del presente Convenio, de una de las Partes Contra- 
tantes al territorio de la otra, se sufragarán por la Parte 
que lo envíe. El costo del hospedaje, alimentación, trans- 
porte local, y otros gastos necesarios para la ejecución 
del programa, se cubrirán por la Parte receptora. Expre- 
samente se podrá especificar de otra manera en los Pro- 
gramas o en los Acuerdos Complementarios. 


ARTICULO X 


Cada Parte Contratante otorgará todas las facilida- 
des necesarias para la entrada, permanencia y salida del 
personal, que en forma oficial intervenga en los proyec- 
tos de cooperación. Este personal se someterá a las nor- 
mas aplicables en la materia en el ámbito de las Nacio- 
nes Unidas y no podrá dedicarse a ninguna actividad 
ajena a sus funciones, sin la previa autorización de am- 
bas Partes. 


ARTICULO XI 


Se aplicarán a los funcionarios y expertos de cada 
una de las Partes Contratantes, designados para traba- 
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jar en el territorio de la otra, las normas tendientes a 
conceder a los mismos todas las facilidades necesarias 
para el cumplimiento de su labor. 


ARTICULO XII 


Se aplicarán a los equipos y materiales suministra- 
dos a cualquier título, por una u otra Parte Contratante, 
en el marco de proyectos de cooperación técnica y cien- 
tífica, las normas que rigen la internación en el país de 
equipos y materiales proporcionados por las Naciones 
Unidas en los proyectos y programas de cooperación 
técnica y científica. 


ARTICULO XIM 


1. El presente Convenio tendrá vigencia indefinida. 
Cualquiera de las Partes Contratantes podrá denunciar- 
lo en cualquier momento mediante notificación escrita 
dirigida a la otra, con seis meses de anticipación a la 
fecha en que se hará efectiva la denuncia. 


2. Cada una de las Partes Contratantes notificará a la 
otra, la conclusión de los requisitos internos necesarios 
para la puesta en vigor de este Convenio, el cual entrará 
en vigencia a partir de la fecha de la última de estas 
notificaciones. 


3. En cualquier caso de término de la vigencia de 
este Convenio, los programas y proyectos en ejecución 
no se verán afectados y continuarán hasta su conclu- 
sión, salvo que las Partes Contratantes convengan de 
algún modo diferente. 


Hecho en la ciudad de Panamá, a los dieciocho días 
del mes de febrero de mil novecientos noventa y ocho, 
en dos ejemplares originales en español, siendo ambos 
textos igualmente válidos. 


Por el Gobierno de Por el Gobierno de la 


República de Panamá de la República Oriental 
del Uruguay 
Ricardo Alberto Arias Arias Didier Opertti Badan 
Ministro de Ministro de 


Relaciones Exteriores Relaciones Exteriores 


Dra. Diana Espino de Papantonakis 
Embajadora 
Directora de Tratados.» 
SEÑOR PRESIDENTE.- Léase el proyecto. 
(Se lee) 


-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador Gar- 


gano. 
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SEÑOR GARGANO.-- Señor Presidente: se trata de un Tra- 
tado de Cooperación Técnica y Científica entre el Gobierno de 
la República y el Gobierno de la República de Panamá. 


El objetivo es el compromiso que se asume de elaborar y 
ejecutar programas y proyectos de cooperación técnica y cien- 
tífica, y los mismos considerarán la participación de organis- 
mos y entidades de los sectores público y privado, así como de 
Universidades, organismos de investigación científica y técni- 
ca y de organizaciones no gubernamentales. 


Es un tratado marco para cuya ejecución se constituye una 
comisión mixta que elaborará los programas anuales y los revi- 
sará sistemáticamente. 


El conjunto del articulado es el normal en este tipo de con- 
venios y la Comisión de Asuntos Internacionales entiende, por 
unanimidad, que es beneficioso para el país que este convenio 
sea ratificado por el Parlamento. Por último, cabe acotar que ya 
fue aprobado por la Cámara de Representantes. 


SEÑOR PRESIDENTE.-- Si no se hace uso de la palabra, se 
va a votar. 


(Se vota:) 

-27 en 27. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
En discusión particular. 

Léase el artículo único del proyecto. 
(Se lee:) 


“Artículo único.- Apruébase el Convenio de Coope- 
ración Técnica y Científica entre el Gobierno de la Repú- 
blica Oriental del Uruguay y el Gobierno de la República 
de Panamá, suscrito en la ciudad de Panamá el día 18 de 
febrero de 1998.” 


SEÑOR PRESIDENTE.- En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-26 en 26. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por ser 
igual al considerado) 


19) ACUERDO DE SEGURIDAD SOCIAL ENTRE EL GO- 
BIERNO DE LA REPUBLICA ORIENTAL DEL URU- 
GUAY Y LA REPUBLICA DE COLOMBIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto que 
figura en quinto término del orden del día: “Proyecto de ley por 
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el que se aprueba el Acuerdo de Seguridad Social entre la Re- 
pública Oriental del Uruguay y la República de Colombia (Carp. 
N* 1516/1999 - Rep. N* 128/2000)” 


(Antecedentes:) 


«Carp. N* 1516/1999 
Rep. N* 128/2000 


CAMARA DE REPRESENTANTES 


La Cámara de Representantes, en sesión de hoy, ha sancio- 
nado el siguiente 


PROYECTO DELEY 


Artículo Unico.- Apruébase el Acuerdo de Seguri- 
dad Social entre la República Oriental del Uruguay y la 
República de Colombia, suscrito en Santafe de Bogotá, 
el 17 de febrero de 1998. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en Mon- 
tevideo, a 14 de setiembre de 1999, 


Ariel Lausarot Peralta 
Martín García Nin Presidente 


Secretario 


Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social 


Montevideo, 19 de mayo de 2000. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo, de conformidad con el artículo 168, numeral 20 
de la Constitución de la República, a fin de reiterar el 
Mensaje de fecha 14 de mayo de 1998 que se adjunta, 
por el cual se solicita la aprobación parlamentaria del 
Acuerdo de Seguridad Social entre la República y la Re- 
pública de Colombia, suscrito en Santafe el 17 de febre- 
ro de 1998. 


Al continuar en vigencia para los intereses y el pres- 
tigio internacional de la República los fundamentos que 
en su oportunidad ameritaron su envío, el Poder Ejecuti- 
vo se permite solicitar a ese Cuerpo la pronta aproba- 
ción del mismo. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración. 


Jorge Batlle Ibáñez PRESIDENTE DE LA RE- 
PUBLICA, Didier Opertti, Alvaro Alonso. 
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Montevideo, 19 de mayo de 2000. Bajo el Título III, este Acuerdo incluye normas rela- 
tivas a las prestaciones por vejez, invalidez y sobrevi- 
vientes: totalización (Capítulo I, artículo 89), derecho y 
liquidación de las prestaciones (Capítulo Il, artículo 9? a 
16) y disposiciones aplicables a los regímenes de jubila- 


PROYECTO DELEY 


Artículo Unico. - Apruébase el Acuerdo de Seguridad So- 
cial entre la República y la República de Colombia, suscrito en 
Santafe el 17 de febrero de 1998. 


ciones y pensiones de capitalización individual (Capítu- 


Didier Opertti, Alvaro Alonso. 


Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social 


Montevideo, 14 mayo 1998. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de someter a su consideración el adjunto 
proyecto de Ley, por el cual se aprueba el Acuerdo de 
Seguridad Social entre la República y la República de 
Colombia, suscrito en Santafe de Bogotá el 17 de febre- 
ro de 1998. 


Este Acuerdo, suscrito en ocasión de la visita del 
señor Presidente de la República, Dr. Julio María San- 
guinetti a Colombia, es aplicable a aquellos trabajadores 
que estén, o hayan estado sujetos, en algún momento, a 
las legislaciones de seguridad social de una o ambas 
Partes, así como también a sus familiares y supervivien- 
tes (artículo 39). 


Bajo el encabezado de Título 1 - Disposiciones Gene- 
rales- el artículo 1” define las expresiones más utilizadas 
a lo largo del Acuerdo, destacándose el término Autori- 
dad Competente, la cual será tanto para Uruguay como 
para Colombia, los respectivos Ministerios de Trabajo y 
Seguridad Social. 


Asimismo, se destaca el artículo 4”, por el cual se 
consagra el principio de la igualdad de trato, estable- 
ciéndose que los trabajadores de una de las Partes, que 
pasen a quedar sometidos a la legislación laboral de la 
otra, se beneficiarán de un tratamiento igual al que reci- 
ben los trabajadores nacionales de esta última Parte. 


El Acuerdo no sólo contiene bajo su Título II dispo- 
siciones generales sobre la legislación aplicable (artícu- 
lo 69), sino que también prevé, en el artículo 7?, normas 
especiales y excepciones, regulando, entre otros, los ca- 
sos de trabajadores de empresas que desempeñen ta- 
reas en el territorio de una de las Partes y sean traslada- 
dos a prestar funciones en la otra; y el del personal de 
empresas de transporte aéreo y de las Misiones Diplo- 
máticas y Oficinas Consulares. 


lo UL, Artículos 17 a 19). 


Finalmente, bajo el Título de Disposiciones Varias, 
se establecen las atribuciones de las Autoridades Com- 
petentes o Delegadas (artículo 26), de los Organismos 
de Enlace (artículo 27) y de las Entidades Gestoras (ar- 
tículo 28). 


Considerando los vínculos existentes entre Uruguay 
y Colombia, así como la importancia de regular la nueva 
realidad internacional en materia de seguridad social, es 
que el Poder Ejecutivo tiene interés en la pronta entrada 
en vigor del Acuerdo que se envía, para lo cual, solicita 
la correspondiente aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración. 


Hugo Batalla Vicepresidente de la República 
en ejercicio de la Presidencia, Roberto Rodrí- 
guez Pioli, Ana Lía Piñeyrúa. 


Montevideo, 14 mayo 1998. 


PROYECTO DELEY 


Artículo Unico.- Apruébase el Acuerdo de Seguri- 
dad Social entre la República Oriental del Uruguay y la 
República de Colombia, suscrito en Santafe de Bogotá 
el 17 de febrero de 1998. 


Hugo Batalla Vicepresidente de la República en 
ejercicio de la Presidencia, Roberto Rodríguez 
Pioli, Ana Lía Piñeyrúa. 
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Comisión de 
Asuntos Internacionales 


INFORME 
Al Senado 


El Mensaje enviado por el Poder Ejecutivo el 19 de 
mayo de 2000 reitera el de fecha 14 de mayo de 1998, 
solicitando la aprobación del Acuerdo de Seguridad So- 
cial entre la República y la República de Colombia, sus- 
crito en Santafe de Bogotá el 17 de febrero de 1998. 


El Acuerdo consta de una Introducción y treinta y 
cinco (35) Artículos agrupados en tres (3) Títulos, que 
pasaremos a analizar. 
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En la Introducción del Acuerdo, considerando el 
Art. 17, letra b) del Convenio Iberoamericano de Seguri- 
dad Social suscrito en Quito, Ecuador, el día 26 de enero 
de 1978 y para darle efectiva vigencia, se establece el 
objetivo de afirmar los principios de igualdad de trato y 
de conservación de derechos y expectativas consagra- 
dos en las legislaciones de Seguridad Social de ambos 
países. 


El TITULO T refiere a las DISPOSICIONES GENERA- 
LES del Acuerdo y contiene cinco (5) Artículos. 


El Art. 1? establece las Definiciones de los términos 
que se usaran en el texto: 


a) “Partes Contratantes”: República Oriental del Uru- 
guay y República de Colombia; 


b) “Convenio”: Convenio Iberoamericano de Seguri- 
dad Social suscrito en la ciudad de Quito, Capital de la 
República de Ecuador, el día 26 de enero de 1978; 


c) “Disposiciones Legales”: la Constitución, Leyes, 
Decretos, Reglamentos y demás normas relativas a la 
materia, vigentes en el territorio de cada una de las Par- 
tes Contratantes; 


d) “Autoridad Competente”: En la República Orien- 
tal del Uruguay, el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social, en la República de Colombia, el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social; 


e) “Organismos de Enlace”: Las instituciones de co- 
ordinación e información entre las Entidades Gestoras 
que intervengan en la aplicación del Acuerdo, actuando 
como nexo obligatorio de las tramitaciones de cada Par- 
te Contratante con la otra. 


Se establecen como Organismos de Enlace: en la Re- 
pública Oriental del Uruguay, el Banco de Previsión So- 
cial, y en la República de Colombia, el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social o la Institución que éste de- 
signe a tales efectos. 


Las Autoridades Competentes de cada Parte Contra- 
tante podrán establecer otros Organismos de enlace, co- 
municándolo a la Autoridad Competente de la otra Par- 
te; 


f) “Entidades Gestoras”: Las Instituciones que en 
cada Parte Contratante tienen a su cargo la administra- 
ción de uno o más regímenes de Seguridad Social, Pre- 
visión Social o Seguros Sociales; 


g) “Personas Protegidas”: Los beneficiarios de los 
Sistemas de Seguridad Social, Previsión Social o Segu- 
ros Sociales, de las Partes Contratantes; 
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h) “Período de Cotización”: Período con relación al 
cual se han pagado o se consideran pagadas las cotiza- 
ciones relativas a las prestaciones correspondientes com- 
putables, según la Legislación de una u otra Parte Con- 
tratante”. 


Se dispone además, que: “Cualesquiera otras expre- 
siones y términos utilizados en el Acuerdo tienen el sig- 
nificado que les atribuye la Legislación que se aplica”. 


El Art. 2? determina el Ambito de aplicación mate- 
rial del Acuerdo: 


“A) Respecto de Colombia, a la legislación referente 
a las prestaciones económicas dispuestas en el Sistema 
General de Pensiones-Prima Media con Prestación Defi- 
nida y Ahorro Individual con Solidaridad- en cuanto a 
prestaciones de vejez, invalidez y de sobrevivientes. 


“B) Respecto de Uruguay, a la legislación relativa a 
las prestaciones contributivas de la Seguridad Social en 
lo que se refiere a los regímenes de jubilaciones y pen- 
siones basados en el sistema de reparto y de capitaliza- 
ción individual, en cuanto a las prestaciones por vejez, 
invalidez y sobrevivientes”. 


También se aplicará a las disposiciones que en el 
futuro complementen o modifiquen las mismas. 


El Art. 3” determina el Ambito de aplicación perso- 
nal: el Acuerdo se aplicará a los trabajadores que estén 
o hayan estado sujetos a las Legislaciones de Seguri- 
dad Social o Seguros Sociales de una y otra Parte Con- 
tratante, así como a sus beneficiarios, sobrevivientes o 
a quienes se transmitan sus derechos. También estable- 
ce expresamente que no habrá lugar a prestaciones por 
invalidez y sobrevivencia fundadas en hechos ocurri- 
dos con antelación a la fecha de vigencia del Acuerdo. 


Por el Art. 4? se establece la Igualdad de trato: las 
personas protegidas por una Parte Contratante que pa- 
sen a quedar sometidas a la Legislación de la otra Parte 
Contratante, tendrán los mismos derechos y obligacio- 
nes establecidos en la legislación de esta parte para sus 
nacionales. 


El Art. 5” establece que las prestaciones económi- 
cas concedidas en virtud de las disposiciones legales 
por cada Parte Contratante, no serán objeto de reduc- 
ción, suspensión, extinción, descuentos, quitas ni gra- 
vámenes, fundados en el hecho de que el beneficiario 
resida en el territorio de la otra Parte Contratante. 


Las prestaciones debidas por una de las Partes, se 
harán efectivas a los beneficiarios de la otra Parte, que 
residan en un tercer país, en las mismas condiciones 
que a los beneficiarios de la primera Parte que residan 
en el referido tercer país. 


C.S.-325 


326-C.S. 


El TITULO Il establece en dos (2) artículos las DIS- 
POSICIONES SOBRE LEGISLACION APLICABLE. 


El Art. 6” como Regla General, determina que las per- 
sonas estarán sujetas exclusivamente a la legislación de 
la Parte Contratante en cuyo territorio ejerzan la activi- 
dad laboral, sin perjuicio de lo dispuesto en el Art. 7?. 


En el Art. 7? se establecen normas especiales o ex- 
cepciones a la Regla General del Art. 6, con relación a 
qué legislación se aplicará a: 


“a) El trabajador dependiente de una empresa con 
sede en el territorio de una de las Partes, que sea envia- 
do para prestar servicios en el territorio de la otra Parte, 
por un período no mayor de 24 meses, continuará sujeto 
a la legislación de la primera Parte. 


b) El personal itinerante al servicio de empresas de 
transporte aéreo y terrestre, estará sujeto a la legisla- 
ción de la Parte en la cual tenga su sede principal la 
empresa. 


c) El trabajador dependiente que ejerza su actividad 
a bordo de un buque estará sometido a la legislación de 
la Parte cuya bandera enarbole la nave. 


d) Los trabajadores empleados en trabajos de carga, 
descarga, reparación de buques y servicios de vigilan- 
cia en el puerto, estarán sometidos a la legislación a 
cuyo territorio pertenezca el puerto. 


e) Los miembros del personal de las Misiones Diplo- 
máticas y de las Oficinas Consulares de Organismos in- 
ternacionales y demás funcionarios de esas representa- 
ciones, serán regidos por las normas, Tratados y con- 
venciones internacionales que les sean aplicables. 


f) Los funcionarios públicos de una Parte, distintos 
a los que se refiere el apartado anterior, destinados en el 
territorio de la otra Parte, estarán sometidos a la legisla- 
ción a la que pertenece la Administración de la que de- 
penden. 


g) Los miembros del personal administrativo, técnico 
y de servicio de las Misiones Diplomáticas, Oficinas 
Consulares y Organismos internacionales, siempre que 
tenga el carácter de local, podrán optar entre la aplica- 
ción de la legislación de cualesquiera de las Partes. Para 
dicha opción contarán con un plazo de tres meses a 
partir del inicio de sus actividades; en caso de no hacer- 
lo, se considerará que opta por la legislación donde pres- 
ta la misma. 


1) Las personas enviadas en misiones oficiales de 
cooperación, quedarán sometidas a la legislación de la 
Parte que las envía”. 
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Se establece por último que las Autoridades Compe- 
tentes de ambas Partes Contratantes, de común acuer- 
do, podrán acordar otras excepciones. 


El TITULO HI establece DISPOSICIONES ESPECIA- 
LES DE LAS PRESTACIONES DE VEJEZ, INVALIDEZ 
Y SOBREVIVIENTES, en tres (3) CAPITULOS y nueve 
(9) artículos. 


El CAPITULO LI hace referencia al criterio de TOTA- 
LIZACION de períodos de cotización. 


En el Art. 8” se establece que cuando la Legislación 
de una Parte Contratante subordine la adquisición, con- 
servación o recuperación del derecho a prestaciones de 
vejez, invalidez o sobrevivientes al cumplimiento de de- 
terminados períodos de cotización, se tendrán en cuen- 
ta, de ser necesario, los períodos cumplidos con arreglo 
a la legislación de la otra Parte, como si se tratara de 
períodos cumplidos con arreglo a su propia legislación 
siempre que no se superpongan. En dicho caso, cada 
Parte computará exclusivamente los registrados en ella, 
durante la permanencia del beneficiario en su territorio. 


En Colombia, se tendrá en cuenta el tiempo trabaja- 
do en empresas o entidades que asumían sus pensio- 
nes, siempre y cuando éstas hubieran emitido o emitan 
el correspondiente bono o título pensional. 


El CAPITULO II se refiere a la determinación del 
derecho y liquidación de las prestaciones. 


Por el Art. 9? se establece que el organismo compe- 
tente ante el cual se presente una solicitud de presta- 
ción, determinará de acuerdo a su Legislación y tenien- 
do en cuenta el criterio de la totalización de períodos, si 
la misma corresponde o no. 


En caso afirmativo, determinará el monto teórico de 
la misma, a que el interesado tendría derecho, como si 
todos los períodos totalizados se hubieran cumplido bajo 
su propia Legislación y fijará el monto definitivo en pro- 
porción a los períodos cumplidos bajo su efectiva Le- 
gislación e informará a la otra Parte Contratante la pro- 
porción que a esta le corresponda. 


Determinada la proporción, cada Parte Contratante 
será responsable de la cuota asignada y de su actualiza- 
ción. En ningún caso generarán pagos adicionales por 
tal concepto. 


En el Art. 10 se señala como condición para el reco- 
nocimiento de las prestaciones, la aplicación de la Le- 
gislación de la Parte Contratante ante la cual se produz- 
ca el último cese de la actividad laboral. Establecido el 
derecho, el Organismo de Enlace de la otra Parte Contra- 
tante procederá a reconocer la parte que le corresponda. 
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El interesado podrá optar porque los derechos les 
sean reconocidos separadamente, con independencia de 
los períodos de cotización en la otra Parte, así como 
podrá renunciar a la aplicación de las disposiciones del 
presente Acuerdo sobre totalización y prorrata. En este 
caso, las prestaciones se determinarán separadamente 
por la Entidad Gestora, según su respectiva legislación, 
independientemente de los períodos de cotización cum- 
plidos en la otra parte. La opción podrá ser ejercida por 
una sola vez. 


El Art. 11 establece que la determinación de la cali- 
dad de beneficiario de la prestación por sobrevivencia 
estará a cargo de cada Entidad Gestora, de acuerdo con 
su Legislación y si dependiera de la totalización de los 
servicios cumplidos en ambas Partes, el monto será de- 
terminado y pagado de acuerdo con lo establecido en el 
Art. 8%. 


Si en tal supuesto no tuviera derecho a dicha presta- 
ción en una de las Partes, sólo se abonará el importe 
proporcional al período computado en la Parte que le 
otorga el derecho. 


El Art. 12 se refiere a las Prestaciones por Invalidez 
que se regirán por lo establecido en el Art. 11. 


El Art. 13 regula las prestaciones por defunción o 
auxilio funerario. Las mismas se regirán por la Legisla- 
ción de la Parte en que ocurrió el fallecimiento del cau- 
sante y se aplicará el criterio de la totalización. 


Si el mismo tuviera lugar en un tercer país, se aplica- 
rá la Legislación del último lugar de cotización. 


El Art. 14 establece que las prestaciones se actuali- 
zarán con la misma periodicidad y cuantía que las pre- 
vistas en la Legislación de la respectiva Parte Contra- 
tante. 


El Art. 15 establece los criterios para el reconoci- 
miento del derecho cuando las Legislaciones de las Par- 
tes requieran condiciones específicas. 


Si se subordina la concesión a la condición de que el 
trabajador haya estado sujeto a su Legislación en el mo- 
mento de producirse el hecho causante de la prestación, 
esa condición se considerará cumplida si en dicho mo- 
mento el trabajador está asegurado en virtud de la Le- 
gislación de la otra Parte, o en su defecto, cuando reci- 
ba una prestación de esa Parte causada por el propio 
beneficiario. 


Si se exige que se hayan cumplido períodos de coti- 
zación en un tiempo determinado inmediatamente ante- 
rior al hecho causante de la prestación, esta condición 
se considerará cumplida si el interesado los acredita en 
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el período inmediatamente anterior al reconocimiento de 
la prestación en la otra Parte. 


El Art. 16 refiere al cómputo de períodos de cotiza- 
ción en regímenes especiales o bonificados; si la Legis- 
lación de una de las Partes condiciona el derecho, al 
cumplimiento de períodos de seguro en una actividad 
sometida a un Régimen Especial o Bonificado, los perío- 
dos cumplidos bajo la Legislación de la otra Parte, sólo 
se tendrán en cuenta, para la concesión de tales presta- 
ciones o beneficios, si hubieran sido acreditados al am- 
paro de un régimen de igual naturaleza o, en su defecto, 
en una tarea de características similares. 


En caso de no satisfacer las condiciones requeridas 
para beneficiarse de una prestación de un Régimen Es- 
pecial o Bonificado, estos períodos serán tenidos en 
cuenta para la concesión de prestaciones del Régimen 
General o de otro Régimen Especial o Bonificado en el 
que sí pudiera acreditar su derecho. 


El CAPITULO III se refiere a las Disposiciones Apli- 
cables a los Regímenes de jubilaciones y Pensiones de 
Capitalización Individual. 


En el Art. 17 se establece el Régimen de Prestacio- 
nes en la Legislación Colombiana: los afiliados a una 
Administradora de Fondos de Pensiones financiarán sus 
prestaciones con el saldo de su cuenta de ahorro indivi- 
dual y la suma adicional a cargo de la Aseguradora cuan- 
do correspondiere. 


Las Administradoras de Fondos de Pensiones y las 
Aseguradoras deberán dar cumplimiento a los mecanis- 
mos previstos en este Acuerdo. 


En caso de que los afiliados a una Administradora 
de Fondos de Pensiones requieran de la totalización de 
períodos para acceder a la garantía estatal de pensión 
mínima, se aplicará lo dispuesto en los Art. 9? y 10. 


En el Art. 18 se establece el régimen de Prestaciones 
en la Legislación Uruguaya: los afiliados a una Admi- 
nistradora de Fondos de Ahorro Previsional financiarán 
sus prestaciones con el importe acumulado en su cuen- 
ta de capitalización individual. 


A las prestaciones otorgadas por el régimen de capi- 
talización se adicionarán las prestaciones a cargo del 
régimen de solidaridad, cuando el trabajador reúna los 
requisitos establecidos por la Legislación vigente, apli- 
cándose en caso de resultar necesario la totalización de 
períodos de seguro. 


Las Administradoras de Fondos y las Empresas Ase- 
guradoras deberán dar cumplimento a los mecanismos 
previstos en el Acuerdo. 
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El Art. 19 define los mecanismos de Transferencia 
de Fondos. Tanto los trabajadores como los causaha- 
bientes que fijen residencia en uno de los Estados Con- 
tratantes, podrán por única vez, solicitar la transferencia 
de fondos de su cuenta individual de capitalización, sien- 
do aplicable lo previsto en el numeral 1 del Art. 5? del 
presente Acuerdo. Los Organismos de Enlace de cada 
Estado se encargarán de comunicarlo a las Entidades 
Administradoras o Aseguradoras a efectos de concretar 
las transferencias solicitadas. 


En el TITULO HI se establecen en doce (12) Artícu- 
los DISPOSICIONES VARIAS. 


El Art. 20 establece los criterios para la determina- 
ción de la Base de Cálculo de las prestaciones. Para lo 
cual, cada Entidad Gestora competente, aplicará su Le- 
gislación propia sin que en ningún caso puedan tomar- 
se en consideración remuneraciones percibidas en la otra 
Parte Contratante. Cuando deban considerar períodos 
computables de la otra Parte, aplicarán en sustitución 
de la base de cotización, el importe del salario mínimo o 
ingreso mínimo vigente durante dichos períodos en la 
Parte a que pertenezca la Entidad Gestora. 


Por el Art. 21 se establece que para determinar el 
derecho a las prestaciones se aplicará la ley vigente de 
la Parte Contratante en la que se produzca la última ce- 
sación en el servicio. 


El Art. 22 establece que a los efectos de la aplica- 
ción del Acuerdo se tendrá en cuenta también los perío- 
dos de cotización cumplidos antes de su entrada en vi- 
gor, cuando los Interesados acrediten períodos de coti- 
zación a partir de dicha vigencia. Pero en ningún caso 
ello dará derecho a la percepción de prestaciones fun- 
dadas en el Acuerdo, por hechos ocurridos con anterio- 
ridad a la fecha de su vigencia. 


El Art. 23 regula las prestaciones anteriores a la vi- 
gencia del Acuerdo. Los beneficiarios de prestaciones 
de vejez, invalidez y sobrevivientes, acordadas o a reco- 
nocer con base en períodos anteriores a la vigencia del 
Acuerdo, sólo podrán obtener la reforma o transforma- 
ción de la prestación o el reajuste o mejora de su haber 
por aplicación del mismo, a condición que acrediten pe- 
ríodos de cotización a partir de esa fecha y se cumplan 
los restantes requisitos exigidos por la legislación de 
cada una de las Partes Contratantes. 


Por el Art. 24 los beneficiarios del presente Acuerdo 
están obligados a suministrar los informes requeridos 
por las respectivas Entidades Gestoras referentes a su 
situación frente a las Leyes que rigen la materia. 


Por el Art. 25 se legisla la colaboración administrati- 
va y establece que para la aplicación del Acuerdo las 
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Autoridades Competentes, los Organismos de Enlace y 
las Entidades Gestoras de ambas Partes se obligan a 
prestar sus buenos oficios y colaboración técnica y ad- 
ministrativa necesaria y en forma gratuita, salvo que de 
común acuerdo, se disponga expresamente lo contrario. 


El Art. 26 establece las atribuciones de las Autorida- 
des Competentes o Delegadas. Estas deberán: fiscalizar 
las Normas de Desarrollo del Acuerdo; determinar los res- 
pectivos Organismos de Enlace; comunicarse las disposi- 
ciones legislativas y reglamentarias a que se refieren los 
Art. 2 y 3; resolver de común acuerdo las diferencias de 
interpretación del Acuerdo y sus Normas de Desarrollo y 
determinar el funcionamiento y designar la Comisión Mix- 
tas de Expertos al tenor de lo previsto en el Art. 20 del 
Convenio Iberoamericano de Seguridad Social. 


El Art. 27 establece las atribuciones de los Organis- 
mos de Enlace. Estos deberán: intercambiar informacio- 
nes de las medidas adoptadas para la aplicación del 
Acuerdo y de los instrumentos adicionales y nuevas 
disposiciones legales vinculadas con la materia; realizar 
los actos de control que se soliciten recíprocamente y 
complementar o modificar de común acuerdo los proce- 
sos administrativos establecidos en el Acuerdo, cuando 
ello sea necesario. 


El Art. 28 establece las atribuciones de las Entida- 
des Gestoras. Estas deberán: efectuar los controles téc- 
nicos y administrativos relacionados con el Acuerdo; 
colaborar en la realización del pago de prestaciones en 
la forma en que se determine; aceptar y transmitir a la 
otra Parte cuántas modificaciones, solicitudes, declara- 
ciones, recursos o cualesquiera otros documentos vin- 
culados a la aplicación del Acuerdo le sean presentados 
a este fin y prestar cualesquiera otras formas de colabo- 
ración de utilidad para la aplicación del Acuerdo. 


Por el Art. 29 se establece que los documentos que 
deben ser presentados en plazo determinado ante una 
Parte, se considerarán presentados si hubieren sido en- 
tregados dentro del mismo, ante la Entidad Gestora o el 
Organismo de Enlace de la otra Parte y que cualquier 
solicitud presentada según la Legislación de una de ellas, 
será igualmente considerada como solicitud de la pres- 
tación según la Legislación de la otra Parte Contratante. 


El Art. 30 exonera de todo tributo, obligación de vi- 
sado o legislación a todos los actos, documentos, ges- 
tiones y escritos relacionados con la aplicación del Acuer- 
do. 


El Art. 31 fija los criterios relativos a la comproba- 
ción de la veracidad de los documentos que invoquen o 
presenten los interesados; los mismos deberán ajustar- 
se a las formalidades vigentes en su respectiva Parte, 
dejando constancia de ello en los formularios que se 
establezcan en las Normas de Desarrollo que suscribi- 
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rán las Partes contratantes. Ambas Partes tendrán por 
acreditados los hechos cuya veracidad hubiera sido com- 
probada por la otra Parte. 


En cuatro (4) artículos se establecen las DISPOSI- 
CIONES FINALES del Acuerdo: 


Por el Art. 32 que el Acuerdo entrará en vigor el 
primer día del mes siguiente al de la fecha de la última 
comunicación mediante la cual las Partes se informan 
del cumplimiento de sus requisitos constitucionales y 
legales internos de aprobación. 


Por el Art. 33 que el Acuerdo tendrá vigencia anual 
prorrogable tácitamente, pudiendo ser denunciado por 
las Partes en cualquier momento. La denuncia surtirá 
efecto a los seis meses de su comunicación, sin que ello 
afecte los derechos ya adquiridos. 


Por el Art. 34 que las Autoridades Competentes o 
Delegadas deberán acordar las disposiciones que ga- 
ranticen los derechos en curso de adquisición por coti- 
zaciones anteriores a la fecha de derogación del Acuer- 
do. 


Por el Art. 35 que las Partes Contratantes dentro de 
los 180 días calendario siguientes a la vigencia de este 
Acuerdo implementarán su aplicación a través de la Co- 
misión Mixta a que refiere el Art. 26 inc. a). 


En mi opinión el Acuerdo en estudio se ajusta a las 
políticas que en materia de Acuerdos el país ha venido 
desarrollando en el área de Seguridad Social, a las nue- 
vas realidades internacionales de libre circulación de per- 
sonas entre países hermanos y al Convenio Iberoameri- 
cano de Seguridad Social suscrito en Ecuador, el día 26 
de enero de 1978 y vigente en la República Oriental del 
Uruguay y la República de Colombia. 


Por las consideraciones anteriores aconsejamos la 
APROBACION del presente ACUERDO. 


Sala de la Comisión, 12 de octubre de 2000. 


Reinaldo Gargano (Miembro Informante), Alber- 
to Couriel, Ambrosio Rodríguez, Pablo Millor, 
Carlos Julio Pereyra, Wilson Sanabria, Juan 
Adolfo Singer. Senadores. 


ACUERDO DE SEGURIDAD SOCIAL ENTRE LA 
REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY Y 
LA REPUBLICA DE COLOMBIA 


El Gobierno de la República Oriental del Uruguay y 
el Gobierno de la República de Colombia firmantes del 
presente Acuerdo, 
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CONSIDERANDO 


Lo establecido en el Art. 17, letra b) del Convenio 
Iberoamericano de Seguridad Social suscrito en la ciu- 
dad de Quito, Capital de Ecuador, el día 26 de enero de 
1978, vigente para la República Oriental del Uruguay y 
la República de Colombia. 


Confirmando el propósito de los dos países de dar 
efectiva vigencia a las disposiciones del Convenio Ibe- 
roamericano de Seguridad Social. 


Afirmando los principios de igualdad de trato y de 
conservación de derechos y expectativas consagrados 
en las legislaciones de Seguridad Social vigentes en am- 
bos países. 


ACUERDAN 


TITULO 1 
DISPOSICIONES GENERALES 
Artículo 1? 
Definiciones 


1. Las expresiones y términos que se enumeran a 
continuación tienen en el presente Acuerdo el siguiente 
significado: 


a) “Partes Contratantes”: República Oriental del Uru- 
guay y República de Colombia; 


b) “Convenio”: Convenio Iberoamericano de Seguri- 
dad Social Suscrito en la Ciudad de Quito, Capital de la 
República del Ecuador, el día 26 de enero de 1978; 


c) “Disposiciones Legales”: La Constitución, Leyes, 
Decretos, Reglamentos y demás normas relativas a la 
materia, vigentes en el territorio de cada una de las Par- 
tes Contratantes; 


d) “Autoridad Competente”: En la República Orien- 
tal del Uruguay, el Ministerio de Trabajo y Seguridad 
Social; en la República de Colombia, el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social; 


e) “Organismos de Enlace”: Las Instituciones de co- 
ordinación e información entre las Entidades Gestoras 
que intervengan en la aplicación del Acuerdo, actuando 
como nexo obligatorio de las tramitaciones de cada Par- 
te Contratante con la otra. 


Se establecen como Organismos de Enlace: en la Re- 
pública Oriental del Uruguay, el Banco de Previsión So- 
cial, y en la República de Colombia, el Ministerio de 
Trabajo y Seguridad Social o la Institución que éste de- 
signe a tales efectos. 
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Las Autoridades Competentes de cada Parte Contra- 
tante podrán establecer otros Organismos de Enlace, co- 
municándolo a la Autoridad Competente de la otra Par- 
te; 


f) “Entidades Gestoras”: Las Instituciones que en 
cada Parte Contratante tienen a su cargo la administra- 
ción de uno o más regímenes de Seguridad Social, Pre- 
visión social o Seguros Sociales; 


g) “Personas Protegidas”: Los beneficiarios de los 
Sistemas de Seguridad Social, Previsión Social o Segu- 
ros Sociales, de las Partes Contratantes: 


h) “Período de Cotización”: Período con relación al 
cual se han pagado o se consideran pagadas las cotiza- 
ciones relativas a las prestaciones correspondientes com- 
putables, según la Legislación de una, u otra Parte Con- 
tratante. 


2. Cualesquiera otras expresiones y términos utiliza- 
dos en el Acuerdo tienen el significado que les atribuye 
la Legislación que se aplica. 


Artículo 2? 
Ambito de aplicación material 
1.- El presente Acuerdo se aplicará: 


A) Respecto de Colombia, a la legislación referente a 
las prestaciones económicas dispuestas en el Sistema 
General de Pensiones - Prima Media con Prestación De- 
finida y Ahorro Individual con Solidaridad- en cuanto a 
prestaciones de vejez, invalidez y de sobrevivientes. 


B) Respecto de Uruguay, a la legislación relativa a 
las prestaciones contributivas de la Seguridad Social en 
lo que se refiere a los regímenes de jubilaciones y pen- 
siones basados en el sistema de reparto y de capitaliza- 
ción individual, en cuanto a las prestaciones por vejez, 
invalidez y sobrevivientes. 


2.- El presente Acuerdo se aplicará igualmente a las 
leyes y reglamentos que en el futuro complementen o 
modifiquen las señaladas en el numeral 1. 


Artículo 3? 
Ambito de aplicación personal 


El presente Acuerdo será aplicable a los trabajado- 
res que estén o hayan estado sujetos a las Legislacio- 
nes de Seguridad Social o Seguros Sociales de una y 
otra Parte Contratante, así como a sus beneficiarios, so- 
brevivientes o a quienes se transmitan sus derechos. 


En ningún caso, habrá lugar a la percepción de pres- 
taciones por invalidez y sobrevivencia fundadas en he- 
chos ocurridos con antelación a la fecha de su vigencia. 
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Artículo 4? 
Igualdad de trato 


Las personas protegidas de una Parte Contratante 
que pasen a quedar sometidas a la Legislación de la otra 
Parte, tendrán en esta última los mismos derechos y obli- 
gaciones establecidos en la legislación de esta Parte para 
sus nacionales. 


Artículo 5? 


Conservación de los derechos adquiridos y pago de 
prestaciones 


1. Las prestaciones económicas a las que se refiere 
el Acuerdo, concedidas en virtud de las disposiciones 
legales de las Partes Contratantes no serán objeto de 
reducción, suspensión, extinción, descuentos, quitas ni 
gravámenes, fundados en el hecho de que el beneficia- 
rio resida en el territorio de la otra Parte Contratante. 


2. Las prestaciones debidas por una de las Partes 
contratantes, se harán efectivas a los beneficiarios de la 
otra Parte, que residan en un tercer país, en las mismas 
condiciones y con igual extensión que a los beneficia- 
rios de la primera Parte que residan en el referido tercer 
país. 


TITULO IU 


DISPOSICIONES SOBRE 
LEGISLACION APLICABLE 


Artículo 6” 
Regla General 


Las personas a quienes sea aplicable el presente 
Acuerdo, estarán sujetas exclusivamente a la legislación 
de la Parte Contratante en cuyo territorio ejerzan la activi- 
dad laboral, sin perjuicio de lo dispuesto en el artículo 7*. 


Artículo 7? 
Normas especiales o excepciones 


1.- Respecto a lo dispuesto en el artículo 6* se esta- 
blecen las siguientes normas especiales o excepciones: 


a) El trabajador dependiente de una empresa con sede 
en el territorio de una de las Partes Contratantes, que 
desempeñe tareas profesionales, de investigación, cien- 
tíficas, técnicas, de dirección, o actividades similares, y, 
que sea enviado para prestar servicios en el territorio de 
la otra Parte por un período no mayor de veinticuatro 
meses, continuará sujeto a la legislación de la primera 
Parte. Este período será susceptible de ser prorrogado 
por una sola vez, en supuestos especiales, mediante pre- 
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vio y expreso consentimiento de la Autoridad Compe- 
tente de la otra Parte. 


b) El personal itinerante al servicio de empresas de 
transporte aéreo y el personal de tránsito de las empre- 
sas de transporte terrestre, que desempeñe su actividad 
en el territorio de ambas Partes, estará sujeto a la legis- 
lación de la Parte en cuyo territorio tenga su sede prin- 
cipal la empresa. En caso que dicho personal resida en 
el territorio de la otra Parte, estará sujeto a la legislación 
de dicha Parte. 


c) El trabajador dependiente que ejerza su actividad 
a bordo de un buque, estará sometido a la legislación de 
la parte cuya bandera enarbole la nave. No obstante lo 
anterior, cuando el trabajador sea remunerado por esa 
actividad por una empresa o por una persona que tenga 
su domicilio en el territorio de la otra Parte, deberá que- 
dar sometido a la legislación de esta última Parte, si resi- 
de en su territorio. La empresa o persona que pague la 
retribución será considerada como empleador para la apli- 
cación de dicha legislación. 


d) Los trabajadores empleados en trabajos de carga, 
descarga, reparación de buques y servicios de vigilan- 
cia en el puerto, estarán sometidos a la legislación de la 
Parte Contratante a cuyo territorio pertenezca el puerto. 


e) Los miembros del personal de las Misiones Diplo- 
máticas y de las Oficinas Consulares, los funcionarios 
de Organismos Internacionales y demás funcionarios y 
empleados de esas representaciones y organismos, se- 
rán regidos en lo referente a Seguridad Social, por las 
normas, Tratados y Convenciones Internacionales que 
les sean aplicables. 


f) Los funcionarios públicos de una Parte, distintos 
a los que se refiere el apartado anterior, que se hallen 
destinados en el territorio de la otra Parte, quedarán so- 
metidos a la legislación de la Parte a la que pertenece la 
Administración de la que dependen. 


g) Los miembros del personal administrativo, técnico 
y de servicio de las Misiones Diplomáticas, de las Ofici- 
nas Consulares y de los Organismos Internacionales, 
siempre y cuando tengan el carácter de local, podrán 
optar entre la aplicación de la legislación de la Parte 
acreditante O la de la otra Parte. 


La opción se ejercerá dentro de los tres meses si- 
guientes a la fecha del inicio del trabajo en el territorio 
de la Parte en la que se desarrolle su actividad, o de la 
fecha de vigencia del presente Acuerdo. 


En caso que no se efectúe la opción dentro de dicho 
plazo, se considerará que opta por ampararse a la legis- 
lación de la Parte en donde desarrolla su actividad. 
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h) Las personas enviadas por una de las Partes en 
misiones oficiales de cooperación al territorio de la otra 
Parte, quedarán sometidas a la legislación de la Parte que 
las envía, salvo que en los Acuerdos de Cooperación que 
se suscriban por las Partes se disponga otra cosa. 


2.- Las Autoridades Competentes o Delegadas de 
ambas Partes Contratantes podrán, de común acuerdo, 
establecer otras excepciones en interés de determinados 
trabajadores o categorías de trabajadores. 


TITULO HI 


DISPOSICIONES ESPECIALES PRESTACIONES DE 
VEJEZ, INVALIDEZ Y SOBREVIVIENTES 


CAPITULO I 
TOTALIZACION 
Artículo 8? 
Totalización de períodos de cotización 


Cuando la legislación de una Parte contratante su- 
bordine la adquisición, conservación o recuperación del 
derecho a prestaciones por vejez, invalidez, o sobrevi- 
vientes previstas en el Acuerdo, al cumplimiento de de- 
terminados períodos de cotización, la Entidad Gestora 
tendrá en cuenta a tal efecto, cuando sea necesario, los 
períodos de cotización cumplidos en este régimen con 
arreglo a la legislación de la otra Parte Contratante, como 
si se tratara de períodos cumplidos con arreglo a su 
propia legislación, siempre que no se superpongan. 


En caso que existan períodos de cotización simultá- 
neos, cada Parte computará exclusivamente los registra- 
dos en ella, durante la permanencia del beneficiario en 
su territorio. 


En Colombia, para el reconocimiento de las presta- 
ciones, se tendrá en cuenta el tiempo trabajado en em- 
presas o entidades que asumían directamente sus pen- 
siones, siempre y cuando éstas hubieran emitido o emi- 
tan el correspondiente bono o título pensional. 


CAPITULO IU 
DERECHO Y LIQUIDACION DE LAS PRESTACIONES 
Artículo 9? 


Determinación del derecho y liquidación de las 
prestaciones 


La Entidad Gestora ante la cual se presente la solici- 
tud de reconocimiento determinará con arreglo a sus Le- 
gislación y teniendo en cuenta la totalización de los pe- 
ríodos, si el interesado cumple con las condiciones re- 
queridas para obtener la prestación. 
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En caso afirmativo, determinará el monto teórico a 
que el interesado tendría derecho, como si todos los 
períodos totalizados se hubieran cumplido bajo su pro- 
pia Legislación y fijará el definitivo en proporción a los 
períodos cumplidos, exclusivamente bajo dicha Legisla- 
ción, debiendo informar a la otra Parte Contratante la 
proporción que a ésta le corresponda. 


Una vez determinada dicha proporción, cada Parte 
Contratante será responsable de la cuota parte que le 
corresponde y de sus actualizaciones. En ningún caso, 
generarán pagos adicionales por tal concepto. 


Artículo 10 
Condiciones y derecho de opción 


1. Para efectos del reconocimiento de las prestacio- 
nes se aplicará en su integridad la legislación de la Parte 
Contratante ante la cual se produzca el último cese de la 
actividad laboral. Una vez establecido el derecho, el Or- 
ganismo de Enlace de la otra Parte Contratante procede- 
rá a reconocer la parte que le corresponde de dicha pres- 
tación. 


2. Los interesados podrán optar porque los derechos 
les sean reconocidos separadamente, de acuerdo con 
las disposiciones legales de una Parte Contratante, con 
independencia de los períodos de cotización en la otra 
Parte. 


El interesado debida y previamente informado al res- 
pecto, podrá renunciar a la aplicación de las disposicio- 
nes del Acuerdo sobre totalización y prorrata. En este 
caso, las prestaciones se determinarán separadamente 
por la Entidad Gestora, según su respectiva Legislación, 
independientemente de los períodos de cotización cum- 
plidos en la otra Parte. 


3. La opción podrá ser ejercida por una sola vez. 
Artículo 11 
Prestaciones por sobrevivencia 


1. La determinación de la calidad de beneficiario de 
la prestación por sobrevivencia estará a cargo de cada 
Entidad Gestora, de acuerdo con la Legislación de su 
Parte. 


2. Si el derecho o la cuantía de la prestación depen- 
diera de la totalización de los servicios cumplidos en 
ambas Partes, el monto de la misma será determinado y 
pagado a prorrata por las Entidades Gestoras de cada 
una de ellas, de acuerdo con lo establecido en el artícu- 
lo 8?. Si en tal supuesto el solicitante no tuviera derecho 
a la prestación en una de las Partes, la Entidad Gestora 
de la otra Parte sólo abonará el importe proporcional 
que resulte de relacionar el período que hubiere compu- 
tado con el totalizado. 
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Artículo 12 
Prestaciones por Invalidez 


Para efecto del reconocimiento de las prestaciones 
por invalidez se atenderá lo dispuesto en el artículo 11 
del presente Acuerdo. 


Artículo 13 


Legislación aplicable a las prestaciones por 
defunción o auxilio funerario 


1. Las prestaciones por defunción se regirán por la 
Legislación que fuere aplicable en la fecha de falleci- 
miento del causante. 


El reconocimiento y cálculo de la prestación podrá 
realizarse totalizando los períodos de cotización cumpli- 
dos en la otra Parte. 


2. En los casos que se tuviera derecho a la presta- 
ción por aplicación de las Legislaciones de ambas Par- 
tes Contratantes, el reconocimiento de aquél se regulará 
por la Legislación de la Parte en cuyo territorio residiera 
el causante a la fecha del fallecimiento. 


3. Si la residencia fuera en un tercer país, la Legisla- 
ción aplicable en el caso de que tuviera derecho a la 
prestación en ambas Partes Contratantes, será la de la 
Parte donde registró el último período de cotización. 


Artículo 14 
Actualización de prestaciones 


Las prestaciones reconocidas por aplicación de las 
normas del presente Capítulo se revalorizarán con la mis- 
ma periodicidad, y en idéntica cuantía que las previstas 
en la Legislación de la respectiva Parte Contratante. 


Artículo 15 


Condiciones específicas para 
el reconocimiento del derecho 


1. Si la Legislación de una Parte Contratante subor- 
dina la concesión de las prestaciones reguladas en este 
Capítulo, a la condición de que el trabajador haya esta- 
do sujeto a su Legislación en el momento de producirse 
el hecho causante de la prestación, esta condición se 
considerará cumplida si en dicho momento el trabajador 
está asegurado en virtud de la Legislación de la otra 
Parte, o en su defecto, cuando reciba una prestación de 
esa Parte causada por el propio beneficiario. 


2. Si la Legislación de una Parte Contratante exige 
para reconocer la prestación, que se hayan cumplido 
períodos de cotización en un tiempo determinado inme- 
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diatamente anterior al hecho causante de la prestación, 
esta condición se considerará cumplida si el interesado 
los acredita en el período inmediatamente anterior al re- 
conocimiento de la prestación en la otra Parte. 


Artículo 16 


Cómputo de períodos de cotización en regímenes 
especiales o bonificados 


1- Si la Legislación de una de las Partes condiciona 
el derecho a la concesión de determinados beneficios al 
cumplimiento de períodos de seguro en una actividad 
sometida a un Régimen Especial o Bonificado, en una 
actividad o empleo determinado, los períodos cumplidos 
bajo la Legislación de la otra Parte, sólo se tendrán en 
cuenta, para la concesión de tales prestaciones o bene- 
ficios, si hubieran sido acreditados al amparo de un ré- 
gimen de igual naturaleza, o a falta de éste, en la misma 
actividad o, en su caso, en una tarea de características 
similares. 


2- Si teniendo en cuenta los períodos así cumplidos 
el interesado no satisface las condiciones requeridas para 
beneficiarse de una prestación de un Régimen Especial 
o Bonificado, estos períodos serán tenidos en cuenta 
para la concesión de prestaciones del Régimen General 
o de otro Régimen Especial o Bonificado en el que el 
interesado pudiera acreditar su derecho. 


CAPITULO II 


DISPOSICIONES APLICABLES A LOS REGIMENES 
DE JUBILACIONES Y 
PENSIONES DE CAPITALIZACION INDIVIDUAL 


Artículo 17 


Régimen de Prestaciones en la 
Legislación Colombiana 


1. Los trabajadores afiliados a una Administradora 
de Fondos de Pensiones, en Colombia, financiarán sus 
prestaciones con el saldo de su cuenta de ahorro indivi- 
dual y la suma adicional a cargo de la Aseguradora cuan- 
do hubiere lugar a ello. 


2. Las Administradoras de Fondos de Pensiones y 
las compañías de seguros deberán dar cumplimiento a 
los mecanismos previstos en este Acuerdo. 


3. En el caso en que los trabajadores afiliados a una 
Administradora de Fondos de Pensiones requieran de la 
totalización de períodos para acceder a la garantía esta- 
tal de pensión mínima, se aplicará lo dispuesto en los 
artículos 9? y 10 del Acuerdo. 
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Artículo 18 


Régimen de Prestaciones en la 
Legislación Uruguaya 


1. Los trabajadores afiliados a una Administradora 
de Fondos de Ahorro Previsional, en Uruguay, financia- 
rán sus prestaciones con el importe acumulado en su 
cuenta de capitalización individual. 


2. Las prestaciones otorgadas por el régimen de ca- 
pitalización, se adicionarán a las prestaciones a cargo 
del régimen de solidaridad, cuando el trabajador reúna 
los requisitos establecidos por la Legislación vigente, 
aplicándose en caso de resultar necesario, la totaliza- 
ción de períodos de seguro. 


3. Las administradoras de fondos y las empresas ase- 
guradoras deberán dar cumplimiento a los mecanismos 
previstos en este Convenio. 


Artículo 19 
Transferencia de Fondos 


1. Los trabajadores afiliados a los sistemas de capi- 
talización individual o sus causahabientes que fijaren 
su residencia en uno de los Estados Contratantes, po- 
drán solicitar por única vez, en la oportunidad de acredi- 
tar el derecho a las prestaciones respectivas, la transfe- 
rencia de fondos de su cuenta individual de capitaliza- 
ción, siendo aplicable a dicha transferencia, lo previsto 
en el numeral 1 del artículo 5 del presente Acuerdo. 


2. Los Organismos de Enlace de cada Estado, efec- 
tuarán a solicitud de los interesados las comunicacio- 
nes respectivas a las Entidades Administradoras o Ase- 
guradoras, con el fin de concretar la transferencia de 
fondos indicada en el apartado anterior. 


TITULO UI 
DISPOSICIONES VARIAS 
Artículo 20 
Determinación de la Base de Cálculo 


1. Para determinar las bases de cálculo de las presta- 
ciones, cada Entidad Gestora competente aplicará su Le- 
gislación propia sin que, en ningún caso, puedan tomar- 
se en consideración remuneraciones percibidas en la otra 
Parte Contratante. 


2. Cuando para la determinación de la base regulado- 
ra de la prestación, las Entidades Gestoras deban consi- 
derar períodos computables de la otra Parte, aplicarán 
en sustitución de la base de cotización el importe del 
salario mínimo o ingreso mínimo vigente durante dichos 
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períodos en la Parte Contratante a que pertenezca la en- 
tidad Gestora. 


Artículo 21 
Determinación del derecho 


Para determinar el derecho a las prestaciones con 
base en el Acuerdo, se aplicará la ley vigente de la Parte 
Contratante en la que se produzca la última cesación en 
el servicio. 


Artículo 22 
Cómputo de períodos anteriores a la vigencia 


En la aplicación del Acuerdo se tendrán en cuenta 
también los períodos de cotización cumplidos antes de 
su entrada en vigor, cuando los Interesados acrediten 
períodos de cotización a partir de dicha vigencia. En 
ningún caso ello dará derecho a la percepción de pres- 
taciones fundadas en el Acuerdo, por hechos ocurridos 
con anterioridad a la fecha de su vigencia. 


Artículo 23 
Prestaciones anteriores a la vigencia 


Los beneficiarios de prestaciones de vejez, invalidez 
y sobrevivientes acordadas o a reconocer con base en 
períodos cumplidos antes de la fecha de vigencia del 
Acuerdo, sólo podrán obtener la reforma o transforma- 
ción de la prestación o el reajuste o mejora de su haber 
por aplicación del mismo, a condición que acrediten pe- 
ríodos de cotización a partir de esa fecha y además los 
restantes requisitos exigidos a tales efectos por la Le- 
gislación de cada una de las Partes Contratantes. 


Artículo 24 
Obligación de suministrar información 


Los beneficiarios del presente Acuerdo están obli- 
gados a suministrar los informes requeridos por las res- 
pectivas Entidades Gestoras, referentes a su situación 
frente a las Leyes de la materia y a comunicarles toda 
situación prevista por las disposiciones legales, que afec- 
tan o pudieran afectar el derecho a la percepción total o 
parcial de la prestación que goza, todo ello de acuerdo 
con las normas legales vigentes en las respectivas Par- 
tes. 


Artículo 25 
Colaboración administrativa 


Para la aplicación del Acuerdo las Autoridades Com- 
petentes, los Organismos de Enlace y las Entidades Ges- 
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toras de ambas Partes, se prestarán sus buenos oficios 
y colaboración técnica y administrativa recíproca, ac- 
tuando a tales fines, como si se tratara de la aplicación 
de su propia Legislación. Esta ayuda será gratuita salvo 
que, de común acuerdo, se disponga expresamente lo 
contrario. 


Artículo 26 


Atribuciones de las Autoridades Competentes o 
Delegadas 


Las Autoridades Competentes o Delegadas de las 
dos Partes deberán: 


a) Fiscalizar las Normas de Desarrollo del Acuerdo; 


b) Determinar los respectivos Organismos de Enla- 
ce; 


c) Comunicarse las disposiciones legislativas y re- 
glamentarias a que se refieren los artículos 2* y 3%; 


d) Resolver de común acuerdo, las diferencias de 
interpretación del Acuerdo y de sus Normas de Desa- 
rrollo; 


e) Determinar el funcionamiento y designar los re- 
presentantes que han de formar parte de la Comisión 
Mixta de Expertos al tenor de lo previsto en el artículo 
20 del Convenio Iberoamericano de Seguridad Social. 


Artículo 27 


Atribuciones de los Organismos de Enlace 


Los Organismos de Enlace de las dos Partes Contra- 
tantes deberán: 


a) Intercambiar informaciones relacionadas con las 
medidas adoptadas para la mejor aplicación del Acuerdo 
y de los instrumentos adicionales y sobre nuevas dis- 
posiciones legales que modifiquen o complementen los 
regímenes de Seguridad Social, Previsión Social y Segu- 
ros Sociales; 


b) Realizar todos los actos de control que se solici- 
ten recíprocamente, bastando para el efecto la comuni- 
cación directa entre ellos; 


c) Complementar o modificar de común acuerdo y 
cuando sea necesario, los procesos administrativos es- 
tablecidos en el Acuerdo, a fin de lograr una mejor apli- 
cación de éste, debiendo comunicar a la Autoridad 
Competente o Delegada respectiva. 
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Artículo 28 
Atribuciones de las Entidades Gestoras 


Las Entidades Gestoras competentes de las dos Par- 
tes deberán: 


a) Efectuar los controles técnicos y administrativos 
relacionados con la adquisición, suspensión, recupera- 
ción, modificación o extinción a las que se refiere el 
Acuerdo; 


b) Colaborar en la realización del pago de prestacio- 
nes por cuenta de la Entidad Gestora de la otra Parte en 
la forma que se determine; 


c) Aceptar y trasmitir a la Entidad Gestora competen- 
te de la otra Parte por intermedio del respectivo Orga- 
nismo de Enlace cuantas modificaciones, solicitudes, de- 
claraciones, recursos o cualesquiera otros documentos 
que tengan relación con la aplicación del Acuerdo y les 
sean presentados a este fin; y, 


d) Prestar cualesquiera otras formas de colaboración 
de utilidad para la aplicación del Acuerdo. 


Artículo 29 
Efectos de la presentación de documentos 


1. Las solicitudes, declaraciones, recursos y otros 
documentos que a efectos de la aplicación de la Legisla- 
ción de una Parte deben ser presentados en un plazo 
determinado ante la Entidad Gestora o el Organismo de 
Enlace de esa Parte, se considerarán presentados ante 
ellas si hubieren sido entregados dentro del mismo pla- 
zo ante el Organismo de Enlace o la Entidad Gestora de 
la otra Parte. 


2. Cualquier solicitud de prestación presentada se- 
gún la Legislación de una Parte, será considerada, en su 
caso, como solicitud de la prestación correspondiente 
según la Legislación de la otra Parte. 


Artículo 30 
Exención de impuestos y de legalización 


Todos los actos, documentos, gestiones y escri- 
tos relacionados con la aplicación del Acuerdo y de 
los Instrumentos adicionales, quedan exentos del tri- 
buto de sellos, timbres o estampillas, como también 
de la obligación de visación o legalización por parte 
de las autoridades diplomáticas o consulares, bastan- 
do la certificación administrativa que se establece en 
el Acuerdo. 
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Artículo 31 
Comprobación de veracidad de los documentos 


1. Los Organismos de Enlace y las Entidades Gesto- 
ras de cada Parte deberán comprobar la veracidad de los 
hechos o actos y la autenticidad de los documentos que 
invoquen o presenten los interesados, de acuerdo con 
las formalidades vigentes en su respectiva Parte, dejan- 
do constancia de ello en los formularios que correspon- 
dan. Dicha constancia, suscrita por persona autorizada 
hará fe y sustituirá, en su caso, la remisión de los docu- 
mentos originales. 


2. Las Entidades Gestoras de cada Parte tendrán por 
acreditados los hechos o actos cuya veracidad o auten- 
ticidad hubiera sido comprobada por el Organismo de 
Enlace o Entidad Gestora de la Parte en que se cumplie- 
ron o realizaron. 


3. Para la aplicación de las disposiciones del Acuer- 
do serán utilizados los formularios que se establezcan 
en las Normas de Desarrollo que suscribirán las Partes 
Contratantes. 


DISPOSICIONES FINALES 
Artículo 32 
Vigencia del Acuerdo 


El presente Acuerdo entrará en vigor el primer día 
del mes siguiente al de la fecha de la última comunica- 
ción mediante la cual las Partes se informan del cumpli- 
miento de sus requisitos constitucionales y legales in- 
ternos de aprobación. 


Artículo 33 
Prórroga y denuncia del Acuerdo 


El Acuerdo tendrá vigencia anual prorrogable tácita- 
mente, pudiendo ser denunciado por las Partes Contra- 
tantes en cualquier momento. La denuncia surtirá efecto 
a los seis meses a contar del día de su comunicación, 
sin que ello afecte los derechos ya adquiridos. 


Artículo 34 
Derechos en curso de adquisición 


Las Autoridades Competentes o Delegadas deberán 
acordar las disposiciones que garanticen los derechos 
en curso de adquisición derivados de los períodos de 
cotización, cumplidos con anterioridad a la fecha de de- 
rogación del Acuerdo. 
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Artículo 35 
Implementación del Acuerdo 


Las Partes Contratantes dentro de los 180 días ca- 
lendario siguientes a la vigencia de este Acuerdo debe- 
rán implementar su aplicación a través de la Comisión 
Mixta a que se refiere el artículo 26 inciso e). 


Hecho en la ciudad de Santafe de Bogotá el día diez 
y siete de febrero de mil novecientos noventa y ocho, 
en dos ejemplares, igualmente auténticos. 


DRA. DIANA ESPINO DE PAPANTONAKIS 
EMBAJADORA 
DIRECTORA DE TRATADOS 
Por el Gobierno de la Por el Gobierno de la 
República de Colombia República Oriental 
del Uruguay. 
Dr. Didier Opertti.» 


SEÑOR PRESIDENTE. Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador Gar- 
gano. 


SEÑOR GARGANO.- Señor Presidente: el Tratado que está 
a consideración tiene una singular importancia. Es un convenio 
de cooperación en materia de seguridad social entre la Repúbli- 
ca y la República de Colombia. Su articulado desarrolla en for- 
ma minuciosa el conjunto de disposiciones que van a reglar en 
el futuro las relaciones en esta materia. Las mismas están desti- 
nadas a proteger los derechos adquiridos de los ciudadanos de 
ambos países en materia de seguridad social. 


Se establecen los requisitos para poder unificar los años de 
trabajo, los mecanismos que se utilizarán, el criterio para la li- 
quidación de los haberes, el mecanismo de las pensiones no 
contributivas e, inclusive, la forma de relacionar el sistema de 
seguridad social o de seguro especial de la capitalización de 
ahorros, que ahora existe en los dos países, aunque con crite- 
rios distintos, ya que no es lo mismo el sistema colombiano 
que el uruguayo. De todas formas, a efectos de proteger esa 
parte del capital que ha ahorrado el trabajador, también se esta- 
blecen disposiciones. 


El articulado es muy minucioso y está desarrollado en ocho 
páginas de un informe que fue apoyado por la unanimidad de 
los integrantes de la Comisión, que proponen que el Senado 
ratifique el acuerdo, que es muy beneficioso para nuestra gen- 
te. Además, se realiza en el marco del Convenio Iberoamericano 
de Seguridad Social que el país suscribió en Quito, Ecuador, el 
26 de enero de 1978. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se 
va a votar en general el proyecto. 
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(Se vota:) 

-29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD 
En discusión particular. 

Léase el artículo único. 

(Se lee:) 


“Artículo Unico.- Apruébase el Acuerdo de Seguri- 
dad Social entre la República y la República de Colom- 
bia, suscrito en Santafe, el 17 de febrero de 1998.” 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-29 en 29. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda aprobado el proyecto de ley, que se comunicará a la 
Cámara de Representantes. 


(No se publica el texto del proyecto de ley aprobado por ser 
igual al considerado) 


20) ACUERDO SANITARIO-VETERINARIO ENTRE EL GO- 
BIERNO DE LA REPUBLICA ORIENTAL DEL URUGUAY 
Y EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA TUNECINA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto que 
figura en sexto término del orden del día: “Proyecto de ley por 
el que se aprueba el Acuerdo Sanitario Veterinario entre el Go- 
bierno de la República Oriental del Uruguay y el Gobierno de la 
República Tunecina (Carp. N” 270/00 - Rep. N* 129/00)”. 


(Antecedentes:) 


«Carp. N* 270/2000 
Rep. N* 129/2000 
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La Cámara de Representantes en sesión de hoy, ha 
sancionado el siguiente 


PROYECTO DELEY 


Artículo Unico.- Apruébase el Acuerdo Sanitario-Ve- 
terinario entre el Gobierno de la República Oriental del 
Uruguay y el Gobierno de la República Tunecina, sus- 
crito el 22 de mayo de 1999, en Túnez. 


Sala de Sesiones de la Cámara de Representantes, en 
Montevideo, a 16 de agosto de 2000. 


Washington Abdala 
Horacio D. Catalurda Presidente 


Secretario 
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Ministerio de 
Relaciones Exteriores 
Ministerio de 
Ganadería, Agricultura 
y Pesca 


Montevideo, 9 de mayo de 2000. 
Señor Presidente de la Asamblea General: 


El Poder Ejecutivo tiene el honor de dirigirse a ese 
Cuerpo a fin de remitir para su aprobación de conformi- 
dad con lo dispuesto en los artículos 168 numeral 20 y 
85 numeral 7 de la Constitución de la República el Acuer- 
do Sanitario Veterinario entre el Gobierno de la Repúbli- 
ca Oriental del Uruguay y el Gobierno de la República 
Tunecina suscrito en Túnez el 22 de mayo de 1999. 


El Acuerdo tiene el propósito de promover la coope- 
ración en materia de ganadería, sanidad animal e higiene 
veterinaria-alimentaria, facilitando los intercambios co- 
merciales de animales y de productos del mismo origen. 


Asimismo, busca armonizar sus métodos de investi- 
gación, especialmente, en materia de análisis de labora- 
torio. 


El texto en su artículo 1” establece que los servicios 
veterinarios de las Partes intercambiarán boletines sani- 
tarios que indiquen las estadísticas de las enfermedades 
infecciosas y parasitarias comprendidas en las listas A 
y B de la Oficina Internacional de las Epizootias (OIE), 
de la cual ambos países son miembros. También señala 
que se intercambiarán informaciones relativas a la orga- 
nización y a las competencias de sus servicios veterina- 
rios. 


Por su parte, el artículo 2” indica que los servicios 
competentes comunicarán inmediatamente la aparición 
en su territorio de todo foco de las enfermedades de la 
Lista A de la OIE precisando su localización geográfica 
y las medidas de profilaxis tomadas para su erradica- 
ción. Este instrumento establece en su artículo 3%, que 
estos servicios definirán las condiciones sanitarias y de 
salubridad no sólo para el intercambio de animales, sino 
también de productos animales y de origen animal entre 
ambos países, las que serán establecidas por medio de 
acuerdos complementarios, comprometiéndose a su vez, 
a reconocer mutuamente los métodos y los resultados 
de los análisis efectuados sobre los citados productos 
(artículo 49). 


Las condiciones sanitarias, así como los modelos de 
certificados veterinarios que las avalen, serán estableci- 
dos por medio de acuerdos complementarios. 


A los efectos de prevenir la propagación de las en- 
fermedades referidas en el artículo 2”, las Partes Contra- 
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tantes se comprometen a prohibir la exportación hacia el 
país importador de animales y sus productos que pre- 
senten las características de las enfermedades de la lista 
mencionada (artículo 69). 


En el artículo 7” se señala que las Partes facilitarán, a 
vía de ejemplo, la colaboración entre los laboratorios de 
los servicios veterinarios, el intercambio de información 
sobre los métodos y los medios de lucha contra las en- 
fermedades animales; el intercambio de información y 
de experiencias sobre los procedimientos de homologa- 
ción de medicamentos y de productos biológicos veteri- 
narios, así como también el intercambio de expertos en 
materia pecuaria. 


En el artículo 8? se establece que se constituirá una 
Comisión de Seguimiento del Acuerdo compuesta por 
miembros designados por ambas Partes, cuyos cometi- 
dos están predeterminados en los literales a) a d). 


El presente instrumento internacional establece dis- 
posiciones sobre su vigencia en su artículo 9”. 


Finalmente, cabe destacar la importancia que el pre- 
sente Acuerdo tiene tanto para el fortalecimiento de las 
relaciones bilaterales entre el Uruguay y Túnez como 
para el desarrollo comercial y económico entre ambos 
países, por lo cual el Poder Ejecutivo solicita la corres- 
pondiente aprobación parlamentaria. 


El Poder Ejecutivo reitera al señor Presidente de la 
Asamblea General las seguridades de su más alta consi- 
deración. 


Jorge Batlle Ibáñez PRESIDENTE DE LA RE- 
PUBLICA, Didier Opertti, Gonzalo González, 
Guillermo Valles. 


Montevideo, 9 de mayo de 2000. 
PROYECTO DELEY 


ARTICULO UNICO.- Apruébase el Acuerdo Sanita- 
rio Veterinario entre el Gobierno de la República Oriental 
del Uruguay el Gobierno de la República Tunecina sus- 
crito el 22 de mayo de 1999 en Túnez. 


Didier Opertti, Gonzalo González, 
Guillermo Valles. 
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Comisión de 
Asuntos Internacionales 
INFORME 
Al Senado: 


El Acuerdo motivo de este informe, fue suscrito el 22 
de mayo de 1999 en Túnez y refiere a compromisos que 
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los Gobiernos de ambos países adquieren a los efectos 
de cooperar en la toma e intercambio de medidas ten- 
dientes a combatir enfermedades en los animales y a 
garantizar la sanidad de los productos de ese origen. 


De ello deriva no sólo el interés de mantener sanos 
los animales y sus productos, sino la ventaja de facilitar 
un intercambio comercial al amparo de tales garantías. 


Del análisis del articulado del Acuerdo surge lo si- 
guiente: 


Artículo 1: Habrá un intercambio de informes y esta- 
dísticas sobre las enfermedades infecciosas y parasita- 
rias que existan en cada uno de los países firmantes, así 
como de la organización de sus servicios veterinarios y 
el control sanitario sobre los productos de origen ani- 
mal que se exporten o importen por las Partes. 


Art. Il: Las Partes se comprometen a comunicarse 
recíprocamente, con urgencia sobre las enfermedades 
que -en este ámbito- aparezcan en sus respectivos terri- 
torios. 


Art. TI: En el intercambio de animales o productos 
de su origen, las Partes garantizarán el estado sanitario, 
a través de los certificados veterinarios de los servicios 
competentes. 


Art. IV: Los servicios antes mencionados se com- 
prometen a reconocer los métodos y análisis correspon- 
dientes al citado fin. 


Art. V: Se reitera el compromiso de garantizar tales 
controles, a través de os respectivos servicios sanita- 
rios. 


Art. VI: Se comprometen a prohibir la exportación o 
importación por parte de cada uno de ellos, de animales 
o sus productos derivados que presenten peligro de pro- 
pagación de enfermedades. 


Art. VII: Este artículo establece una serie de elemen- 
tos tendientes a garantizar el cumplimiento del compro- 
miso contraído; colaboración entre los laboratorios y ser- 
vicios veterinarios; intercambio de informaciones sobre 
epidemias que surgieren y los medios para combatirlas; 
intercambio de conocimientos sobre productos de ori- 
gen animal; información sobre listas de medicamentos 
usados; intercambio de expertos en materia pecuaria y 
pasantías para la formación de personal idóneo para ase- 
gurar el fin perseguido con el Acuerdo. 


Art. VIII: Para el fiel cumplimiento del Acuerdo se 
constituirá una Comisión de Seguimiento que estará com- 
puesta por miembros designados por los dos países. 


Art. IX: Este artículo final, establece las formalida- 
des de rigor en este tipo de acuerdos y el período de su 


CAMARA DE SENADORES 


validez. Este lo será por el término de cinco años reno- 
vables tácitamente, salvo voluntad contraria que expre- 
se alguna de las Partes. 


Por lo expuesto anteriormente, se aconseja al Plena- 
rio la aprobación del proyecto de ley que ratifica el pre- 
sente Acuerdo. 


Sala de la Comisión, 12 de octubre de 2000. 


Carlos Julio Pereyra (Miembro Informante), 
Alberto Couriel, Reinaldo Gargano, Pablo Mi- 
llor, Ambrosio Rodríguez, Wilson Sanabria, 
Juan Adolfo Singer. Senadores. 


ACUERDO SANITARIO-VETERINARIO 
ENTRE EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA ORIENTAL 
DEL URUGUAY Y 
EL GOBIERNO DE LA REPUBLICA TENECINA 


El Gobierno de la República Oriental del Uruguay, y 
el Gobierno República Tunecina, en adelante denomina- 
dos las “Partes”; 


Animados por la voluntad de desarrollar la coopera- 
ción económica y comercial entre los dos países; 


Deseosos de promover la cooperación en materia de 
ganadería, de sanidad animal y de higiene veterinaria- 
alimentaria con el fin de facilitar los intercambios comer- 
ciales de animales, de productos de origen animal y de 
armonizar sus métodos de investigación, especialmente 
en materia de análisis de laboratorio; 


Considerando que los dos países son miembros de 
la Oficina Internacional de las Epizootias (OTE); 


Han convenido lo siguiente: 
ARTICULO IP 


Los servicios veterinarios de las Partes intercambia- 
rán con una periodicidad que será convenida por vía 
diplomática, boletines sanitarios que indiquen las esta- 
dísticas de las enfermedades infecciosas y parasitarias 
comprendidas en las listas A y B de la Oficina Interna- 
cional de loa Epizootias (OIE). 


Al respecto intercambiarán las informaciones relati- 
vas a la organización y a las competencias de sus servi- 
cios veterinarios especialmente la estructura de los ser- 
vicios veterinarios encargados del control sanitario-ve- 
terinario sobre la importación y la exportación de anima- 
les vivos y de productos animales. 


ARTICULO 2” 


Los servicios veterinarios de las Partes comunicarán 
inmediatamente, por vía telegráfica o similar (télex, fax, 
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etc.), la aparición en su territorio de todo foco de las 
enfermedades de la lista A de la OIE, precisando su lo- 
calización geográfica exacta y las medidas de profilaxis 
sanitaria y médicas tomadas para su erradicación o su 
control, incluyendo las tomadas para la exportación. 


ARTICULO 3* 


Los servicios competentes de las Partes definirán las 
condiciones sanitarias y de salubridad para los inter- 
cambios de animales, de productos animales y de origen 
animal entre los dos países. 


Esas condiciones sanitarias así como los modelos de 
certificados veterinarios que las avalen serán estableci- 
dos por medio de acuerdos complementarios. 


Los acuerdos complementarios definirán la naturale- 
za de los eventuales documentos zootécnicos que debe- 
rán acompañar a los animales vivos. 


ARTICULO 4? 


Los servicios competentes de las dos Partes se com- 
prometen a reconocer mutuamente los métodos y los re- 
sultados de los análisis efectuados sobre los productos 
animales y de origen animal, que sean objeto de intercam- 
bio entre los dos países, de conformidad con las normas 
internacionales recomendadas (OIE, FAO, OMS). 


ARTICULO 5? 


Los servicios competentes de las Partes se compro- 
meten a garantizar el conjunto de los controles sanita- 
rios y/o de salubridad de animales, productos animales 
y de origen animal exportados, de conformidad con las 
disposiciones contenidas en los acuerdos complemen- 
tarios referidos en el artículo 3*. 


ARTICULO 6? 


Ambas Partes se comprometen a prohibir la expor- 
tación hacia el país importador de animales, de produc- 
tos animales y de origen animal que presentarían peli- 
gro de propagación de las enfermedades referidas en el 
artículo 2*. 


ARTICULO 7* 


Las Partes facilitarán: 


a) la colaboración entre los laboratorios de los servi- 
cios veterinarios, en particular en materia de técni- 
cas de diagnóstico y de análisis utilizadas en la cer- 
tificación de animales, de productos animales y de 
productos de la pesca destinados a la exportación; 
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b) el intercambio de información sobre los métodos y 
los medios de lucha contra las enfermedades anima- 
les; 


c) la cooperación en materia de la red epidemiológica 
de informaciones y de la puesta en marcha de planes 
de urgencia así como los programas de profilaxis y 
de control de enfermedades contagiosas animales en 
vigor en los respectivos países; 


d) el intercambio de informaciones sobre los procedi- 
mientos tecnológicos de fabricación, preparación o 
transformación de la industria de productos de ori- 
gen animal; 


e) el intercambio de información y de experiencias so- 
bre los procedimientos de homologación de medica- 
mentos y de productos biológicos veterinarios en 
vigor en sus países. A tales efectos se comunicarán 
la lista de los medicamentos y de los productos bio- 
lógicos veterinarios homologados (que hayan recibi- 
do una AMM) así como toda modificación produci- 
da en cada uno de los países; 


f) el intercambio de expertos en materia pecuaria (vete- 
rinarios, zootécnicos, pastoriles) a fin de informarse 
mutuamente sobre el estado sanitario de los anima- 
les y de los productos de origen animal y sobre los 
logros científicos y técnicos en esos campos; 


g) la recepción de pasantes en el campo de la forma- 
ción en epidemiología veterinaria de las enfermeda- 
des animales y de las zoonosis. 


ARTICULO 8* 


Ambas Partes constituirán una Comisión de Segui- 
miento del presente Acuerdo que estará compuesta de 
miembros designados por los dos países. Esta comisión 
sostendrá reuniones anuales en cada uno de los países 
alternadamente, o a solicitud de una Parte, y estará en- 
cargada de: 


a) la elaboración de los acuerdos complementarios men- 
cionados supra y relativos a la aplicación del pre- 
sente Acuerdo; 


b) la presentación, en caso contrario, de propuestas so- 
bre modificaciones o disposiciones complementarias 
al presente Acuerdo, con vistas a su aprobación por 
las Partes; 


c) proponer soluciones a las diferencias surgidas de la 
aplicación del presente Acuerdo y de los acuerdos 
complementarios; 


d) someter, en caso contrario, a sus respectivos Go- 
biernos las propuestas de cooperación sobre los te- 
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mas relacionados con el presente Acuerdo y los 
acuerdos complementarios y surgidos de las reco- 
mendaciones emanadas de los organismos interna- 
cionales competentes (OTE, FAO, OMS, ETC.). 


ARTICULO 9 


Las disposiciones del presente Acuerdo entrarán en 
vigor después de la notificación del cumplimiento de las 
formalidades jurídicas previstas por la legislación de cada 
una de las Partes. 


El presente Acuerdo será válido por un período de 
cinco años renovable por reconducción tácita por perío- 
dos iguales, a menos que una de las Partes Contratan- 
tes exprese el deseo de ponerle fin a través de una noti- 
ficación escrita, por vía diplomática, a la otra Parte seis 
meses antes de la expiración de su validez. 


Hecho en Túnez, el día veintidós de mayo de mil 
novecientos noventa y nueve, en dos ejemplares origi- 
nales, en idiomas español, francés y árabe, siendo am- 
bos textos igualmente auténticos. 


En caso de divergencia en la interpretación del pre- 
sente Acuerdo, prevalecerá el texto en francés. 


Por el Gobierno 
de la República Tunecina 


Por el Gobierno 
de la República 
Oriental del Uruguay 
Hugo Fernández Faingold 
Vice-Presidente de la República 


Dr. Hamed Karoui 


Primer Ministro 


Dra. Diana Espino de Papantonakis 
Embajadora 
Directora de Tratados.» 


SEÑOR PRESIDENTE. Léase el proyecto. 
(Se lee) 
-En discusión general. 


Tiene la palabra el Miembro Informante, señor Senador Pe- 
reyra. 


SEÑOR PEREYRA.- Señor Presidente: la Comisión de Asun- 
tos Internacionales aconseja al Senado la aprobación de este 
acuerdo que tiende a la protección sanitaria, en el terreno vete- 
rinario, en ambos países. No se trata solamente de obtener la 
sanidad de sus producciones sino también de facilitar el comer- 
cio entre ambos países. El mismo fue suscrito el 22 de mayo de 
1999, en Túnez, y en su preámbulo se establece que, a partir de 
la aprobación de este Tratado, existe el compromiso de ambos 
países de cooperar en el intercambio de medidas tendientes a 
mantener la sanidad de los animales en sus respectivos territo- 
rios, así como de los productos de ellos derivados. Como seña- 
laba anteriormente, este Tratado persigue facilitar el intercam- 
bio comercial al amparo de esas garantías. 
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En el artículo 1” se establece que habrá un intercambio de 
informes y estadísticas sobre enfermedades infecciosas y para- 
sitarias que puedan existir en cada uno de los países. Los ser- 
vicios veterinarios de estos países se intercambiarán la infor- 
mación necesaria y efectuarán el control de los productos que 
se exporten o importen por cada una de las Partes en el ya 
referido terreno. 


Ambos países se comprometen a comunicarse, con urgen- 
cia, las enfermedades que aparezcan en los animales que habi- 
ten en sus respectivos territorios. 


Por el artículo 3” se establece un intercambio de ejemplares 
o de productos de origen animal y las Partes garantizarán su 
estado sanitario a través de los certificados que expenderán los 
servicios competentes de cada país. 


En el artículo 4” hay un reconocimiento de los métodos y 
análisis que correspondan a tal fin en cada país. 


En el artículo 5” se reitera el compromiso de garantizar tales 
controles. 


Por el artículo 6” se comprometen a prohibir la importación 
y la exportación, por parte de cada uno de ellos, de animales o 
productos derivados que presenten peligro de propagación de 
enfermedades. 


El artículo 7* establece la colaboración que deberá existir 
entre los laboratorios y servicios veterinarios de ambos países, 
intercambiándose informaciones sobre el carácter de las enfer- 
medades que surgieren, los medios para combatirlas e inter- 
cambio de conocimientos sobre productos de origen animal. 
Asimismo, se prevé el intercambio de información sobre listas 
de medicamentos para uso veterinario y de expertos en materia 
pecuaria, así como pasantías para la formación de personal idó- 
neo. Para el fiel cumplimiento del acuerdo, se crea, por el artícu- 
lo 8%, una Comisión de Seguimiento integrada por miembros de 
ambos países. 


Por último, el artículo 9%, establece el término de validez del 
Tratado y desde cuándo empieza a regir. El término de validez 
es por cinco años, renovable tácitamente en el caso de que no 
hubiere voluntad contraria de alguna de las Partes y, como en 
otros tratados internacionales, empezará a regir desde el mo- 
mento en que se intercambian los respectivos documentos por 
ambas Partes. 


Reitero que el objetivo es asegurar la sanidad de aquellos 
productos animales o derivados que ingresen a los respectivos 


países. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Si no se hace uso de la palabra, se 
va a votar en general el proyecto. 


(Se vota:) 


-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD 


17 de Octubre de 2000 


En discusión particular. 


Léase el artículo único. 
(Se lee:) 


“Artículo Unico.- Apruébase el Acuerdo Sanitario 
Veterinario entre el Gobierno de la República Oriental 
del Uruguay y el Gobierno de la República Tunecina, 
suscrito el 22 de mayo de 1999, en Túnez.” 


-En consideración. 

Si no se hace uso de la palabra, se va a votar. 
(Se vota:) 

-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


Queda sancionado el proyecto de ley, que se comunicará al 
Poder Ejecutivo. 


(No se publica el texto del proyecto de ley sancionado por 
ser igual al considerado.) 


21) PEDIDOS DE INFORMES. Reiteración. 
SEÑOR GALLINAL - Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR GALLINAL.- Simplemente, deseo solicitar que el 
Cuerpo haga suyo un pedido de informes que hicimos el 21 de 
julio, por el que se solicitaba al Directorio de UTE, a través del 
Ministerio de Industria, Energía y Minería, que nos proporcio- 
nara una información que consideramos importante para el fu- 
turo de las telecomunicaciones en el país. El pedido de infor- 
mes tiene cinco preguntas. La primera se refiere a si es verdad 
que la UTE ha conformado una red de fibra óptica propia. En 
caso afirmativo, se pregunta qué área geográfica ocupa la mis- 
ma. En tercer lugar, queremos saber cuál fue el costo de la 
inversión. En cuarto término, preguntamos si dicho tendido se 
hizo por licitación pública, contratación directa o por la propia 
empresa. Por último, se pregunta en virtud de qué fundamento 
jurídico se dispuso el tendido de fibra óptica y cuál es el objeti- 
vo previsto por la Administración. 


Por lo tanto, solicito que el Senado haga suyo este pedido 
de informes. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción formulada. 
(Se vota:) 


-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 


CAMARA DE SENADORES 


C.S.-341 


22) SOLICITUD DE VENIA DEL PODER EJECUTIVO PARA 
DESIGNAR UN MIEMBRO INTEGRANTE MILITAR DE 
LA SUPREMA CORTE DE JUSTICIA 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se pasa a considerar el asunto que 
figura en séptimo término del orden del día: “Informe de la 
Comisión de Defensa Nacional relacionado con el Mensaje del 
Poder Ejecutivo solicitando venia para designar miembro inte- 
grante militar de la Suprema Corte de Justicia al Coronel en 
situación de retiro señor Angel A. Neira. (Carp. N* 232/00 - 
Rep. N* 123/00)”. 


SEÑOR SANABRIA. Pido la palabra. 
SEÑOR PRESIDENTE.- Tiene la palabra el señor Senador. 


SEÑOR SANABRIA.- Dado que el Poder Ejecutivo está en- 
viando en estas horas la nota de retiro de esta solicitud de 
venia, mocionamos para que se deje sin efecto el tratamiento 
de este tema en el día de hoy. 


SEÑOR PRESIDENTE.- Se va a votar la moción presentada 
por el señor Senador Sanabria. 


(Se vota: ) 
-25 en 25. Afirmativa. UNANIMIDAD. 
23) SE LEVANTA LA SESION 


SEÑOR PRESIDENTE.- Agotado el orden del día, se levan- 
ta la sesión. 


(Así se hace a la hora 17 y 40 minutos, presidiendo el señor 
Luis Hierro López y estando presentes los señores Senadores 
Arismendi, Batlle, Cid, Correa Freitas, Dubra, Fau, Fernán- 
dez Huidobro, Ferreira, Gallinal, Goiriena, Goitiño, Korzeniak, 
Larrañaga, López, Michelini, Nin Novoa, Núñez, Pereyra, Ro- 
dríguez, Rubio, Sanabria, Sanguinetti, Singer y Virgili.) 
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